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			Palabras de los autores


			Este libro, sobre proceso sucesorio, tiene una finalidad práctica y moderna, que es la de facilitar a letrados y a los auxiliares de la justicia en general, las herramientas necesarias para llegar a un proceso más dinámico y ágil, desprovisto de formalismos innecesarios, teniendo en cuenta que es extra contencioso.


			1. El nuevo Código Civil y Comercial ha introducido variantes, algunas de índole procesal, que tienden a simplificar el proceso y, también, de índole sustancial, en relación a la legislación de fondo imperante con anterioridad.


			2. Entre las variantes procesales, solo por citar, se encuentra un cambio en el fuero de atracción (artículo 2336 del CCC), que ya no es similar al del artículo 3.284 del Código Civil derogado, siendo más generalizado y no tan puntual. También, la publicación de edictos que se simplifica y es de 30 días en el Boletín Oficial y no en otros diarios. La obligatoriedad de la peritación caligráfica en el testamento ológrafo. 


			3. En el aspecto sustancial, el CCC ha quedado a mitad de camino entre la sucesión en las personas del Código derogado, en que por una ficción de verdad se indicaba que los herederos continuaban la personalidad del causante, hacia una sucesión en los bienes. Como tributo a esta última, ya no existe la presunción de que toda herencia se supone aceptada bajo beneficio de inventario, porque se parte de la idea que los herederos responden con los bienes que reciben. Sería una excepción que se confundieran los patrimonios, cuando el heredero no hace inventario, a requerimiento de los acreedores, o bien utiliza los bienes, de los que tiene la posesión de pleno derecho, si son forzosos, como si fueran propios cediéndolos, vendiéndolos, etcétera.


			4. En una reforma, que no nos parece adecuada, se suprime la desheredación y solo aparece la indignidad, que tiene que ser planteada por los herederos, que han de obtener el beneficio de quedarse con la parte del indigno. Con ello no sólo se afecta la autonomía de la voluntad del que quiere disponer de sus bienes, para después de su muerte, y no quiere que un ofensor, pariente directo, lo suceda; sino que también se agravian los principios generales del derecho y la regla moral, si no hay heredero que pueda invocar y solicitar la indignidad. Memoramos en el libro el famoso precedente del Tribunal de Nueva York, en la causa “Riggs vs. Palmer” del año 1889. Dworkin nos da un ejemplo de que, en el Siglo XIX un tribunal de Nueva York, aplicando los principios generales del derecho, estableció que nadie puede sacar frutos de su propio acto torpe y esto es una cuestión moral y jurídica. Dice el autor, hoy fallecido, que en 1.889 un tribunal de Nueva York tuvo que decidir en el famoso caso de Riggs v. Palmer (115, N.Y. 506, N.E. 188, 1889), si un heredero designado en el testamento de su abuelo podría heredar en virtud de ese testamento, aunque para hacerlo hubiera asesinado al abuelo. El razonamiento del tribunal empezaba por advertir que “Es bien cierto que las leyes que regulan la preparación, prueba y efecto de los testamentos, y la entrega de la propiedad al heredero, si se interpretan literalmente, y si su fuerza y efecto no pueden en modo alguno ni en ninguna circunstancia ser verificados ni modificados, conceden esta propiedad al asesino” (íd. 509, 22, N.E. 189). Pero el tribunal continuaba señalando que “todas las leyes, lo mismo que todos los contratos, pueden ser controlados en su operación y efecto por máximas generales y fundamentales del derecho consuetudinario. A nadie se le permitirá aprovecharse de su propio fraude o sacar partido de su propia injusticia, o fundar demanda alguna sobre su propia iniquidad o adquirir la propiedad por su propio crimen” (íd. 509, 22, N.E. 190). El asesino no recibió su herencia (1).


			5. La porción legítima de los herederos forzosos (descendientes, ascendientes y cónyuge) se ha reducido y se ha ampliado, en consecuencia, la porción disponible del testador, la que pasó del 20 al 33 %, en el caso de los descendientes, lo que hace que se pueda privilegiar a un heredero o bien se asigne con legados esa porción a otra persona (puede ser el caso de la conviviente que, obviamente, no es heredera).


			6. En fin, como el derecho procesal es un derecho herramienta, la modesta pretensión de los autores es tratar de que el letrado, por ejemplo, pueda iniciar una sucesión, continuarla y terminarla sabiendo los problemas con los que se va a encontrar y, tal vez, la forma de solucionarlos. En la mayoría de los casos, no hay oposición de partes contrarias, y la idea es avanzar en un proceso ágil que puede dejar honorarios sin una confrontación aleatoria.


			Hemos tomado jurisprudencia y muchos elementos de elDial.com, como así modelos, que son muy valiosos por lo simplificado y práctico. Para este proceso no hay que ser un erudito, ni tener gran soporte teórico, pues los casos difíciles aquí no abundan.


			Como diría el gran poeta español se hace camino al andar y eso es lo que se pretende; ayudar en ese camino. Por otra parte, el derecho es como un organismo viviente, no se cristaliza, y va mutando cuando la gente y los operadores del derecho se dan cuenta que el mismo ya no responde a las necesidades actuales. Por más que sea trillada la frase, nada es para siempre.


			

				

					1- Ronald Dworkin, Los derechos en serio, Obras maestras del pensamiento contemporáneo, Editorial Planeta Agostini, España, 1993, Capítulo 2, página 73 y notas al pie 9, 10 y 11. 


				


			


		




		

			I. Ubicación del proceso sucesorio  y sus reglas


			1. El proceso sucesorio


			Según Couture, por definición, sucesión significa acción y efecto de suceder, continuar, tomar una persona o cosa el lugar de otra o seguir a ella. Modo universal de adquirir el dominio por causa de muerte, que consiste en la transmisión de los bienes y obligaciones del causante a sus herederos, instituidos por testamento o ley (2). En su acepción 4 agrega que es un procedimiento judicial, habitualmente de jurisdicción voluntaria, en el cual, comprobado el fallecimiento de una persona, se llama por edictos a todos los interesados a recibir sus bienes; se determina por inventario o relación jurídica el patrimonio relicto; se declaran los herederos; y se liquida el impuesto adeudado por herederos y legatarios. 


			Falcón, más específicamente, señala que, aunque la palabra sucesión –en un sentido amplio- quiere decir transmisión de un derecho de una persona a otra, ya sea entre vivos, por medio de un contrato, o en el proceso, ya sea como consecuencia de la muerte (artículo 2277 y siguientes del Código Civil y Comercial; artículo 3262 y siguientes del Código Civil derogado), en nuestra legislación y en el uso generalizado la voz sucesión está principalmente destinada a la “transmisión de los derechos activos y pasivos (3). Dice, también el autor últimamente citado que, al lado de la sucesión encontramos el proceso sucesorio que es donde más se distancian el sistema sustancial y el sistema procesal, creando este último instituciones propias (4). 


			Citando a Castán Tobeñas explica Zannoni que sucesión se conceptualmente la sustitución de un sujeto por otro en la titularidad del derecho sobre el objeto de una relación jurídica (5). Se pone el acento en el cambio de titularidad en los derechos. 


			Precisamente, conforme el artículo 2277 del Código Civil y Comercial, la muerte real o presunta de una persona causa la apertura de su sucesión y la transmisión de su herencia a las personas llamadas a sucederle por el testamento o por la ley. Si el testamento dispone sólo parcialmente de los bienes, el resto de la herencia se define por la ley. La herencia comprende todos los derechos y obligaciones del causante que no se extinguen por su fallecimiento (6).


			a) Sucesión en la persona


			Según la tradición romanista se sucede en la persona (primer sistema) y es así, como Vélez, siguiendo este sistema y las leyes de Partidas establece la ficción de que el heredero continúa la personalidad del causante y es acreedor o deudor de todo lo que el causante era acreedor o deudor (artículos 3410 y 3417 del Código Civil derogado). 


			La sucesión es, en las personas, y no en los bienes, lo que crea varias dificultades que son, la continuación de la persona (7), la confusión de patrimonios entre quién fallece y quién sucede y por lógica consecuencia la responsabilidad ultra vires del heredero (8). 


			En el caso de una herencia vacante se dijo que el Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires no tiene responsabilidad más allá de los bienes que recibe, pues esta circunstancia sólo se aplica a los herederos (aunque luego mantuvo la condena, estableciendo que el límite de responsabilidad debía ser opuesto en el momento procesal oportuno). 


			Así se dijo que, en cuanto al agravio vertido, atinente al error en que incurre el fallo recurrido que condena al “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires Procuración del Tesoro...”, a cuyo fin la apelante esgrime que este no reviste el carácter de parte pues no es sujeto pasivo directo en las presentes actuaciones; diré que comparto la opinión del Sr. Fiscal General expuesta a fs. 274 vta., en cuanto a que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires solo tomó intervención en la causa a tenor de la sucesión vacante del empleador de la actora -Dr. Meyer-, de acuerdo a lo normado por los arts. 3584 y siguientes del Código Civil, y la Ley 52 de la C.A.B.A.; por lo que únicamente debe responder en ese carácter, limitándose su responsabilidad a los bienes que integran el acervo hereditario (conf. art. 3589 del Cód. Civil). En efecto, las obligaciones que pesan sobre el patrimonio sucesorio deben ser soportadas por los bienes que lo integran, pues el fisco solo responde hasta el valor de estos; la responsabilidad ultra vires solo se concibe respecto de los herederos, por lo que el Gobierno de la C.A.B.A. que intervino en carácter de curador de una herencia vacante no puede ser calificado como tal, ya que recibe el acervo hereditario a título de dueño de los bienes vacantes (9). 


			La responsabilidad es solamente intra vires y no ultra vires, pues esta última solo se concibe respecto de los herederos, en tanto el Estado recibe únicamente el saldo de los bienes vacantes, pagadas la totalidad de las obligaciones pendientes (ver Llambías, “Código Civil Anotado - Doctrina y jurisprudencia”, t. V-B pág. 450 número 2, letra c; Borda, “Tratado de Derecho Civil - Sucesiones”, 7a. ed., t. II pág. 73 número 893). Corresponde a cada uno de los herederos asumir las deudas en los términos del art. 5° de la ley 22427 respecto a los inmuebles adjudicados a inscribir en el Registro de la Propiedad Inmueble de la Ciudad de Buenos Aires, ya que, como efecto de la partición los bienes, se reputan recibidos directamente del causante y desde el momento de la apertura de la sucesión, de conformidad con las prescripciones del art. 3503 del Código Civil (10).


			Para evitar la confusión de patrimonios el heredero tiene el inventario (11) y el acreedor la separación de patrimonios (12). Con relación al primero se ha indicado que, el “beneficio de inventario” se traduce en un modo de aceptación de herencia, en virtud del cual el patrimonio que la integra no pierde su unidad, es decir, permanece distinto, separado, de los bienes personales de los herederos (Ver el fallo en extenso en el Capítulo V) (13).


			b) Sucesión en los bienes


			El sistema opuesto es la sucesión en los bienes y no en la persona, lo que evita los problemas anteriores. En este sistema, de filiación germánica, el heredero no continúa al causante si no que recibe los bienes, una vez pagadas las cargas. 


			Sin embargo, el Código Civil Alemán establece la responsabilidad total del heredero en el artículo 1967 (14).


			Una cosa es considerar los bienes y las deudas que deja una persona, al fallecer, y quién adquirirá los bienes y cómo se pagarán las deudas. 


			Siempre se consideran estos bienes como integrando un patrimonio separado que ha quedado sin dueño. Esto lleva a una concepción distinta de aquella que supone que, por el hecho de la muerte, se opera la sucesión y los que la ley o el testador llama a la herencia, suceden al causante sin solución de continuidad. 


			Si se considera el sistema de establecer quién sucede en los bienes, queda vacuo de contenido la institución del beneficio de inventario. Los bienes están separados de la persona. Esa es la diferencia (Ver Capítulo V). 


			Es por eso que, en el pasado, se consideraba, según algunos, a la sucesión como legitimada o titular de derechos. Según la tradición romanista, opuesta a la germana, ello era la herencia vacante y este patrimonio se denominaba “hereditas iacens” (Código de Luisiana), con la salvedad que, si aparecía el heredero y aceptaba la herencia, los efectos de la aceptación tenían efecto retroactivo a la fecha de la muerte del causante. También se consideraba, como tal, los bienes mientras el heredero no aceptaba la herencia. 


			La hereditas iacens o herencia yacente puede definirse como el intervalo entre la muerte del causante y la posterior aceptación del llamado a heredar, o si se prefiere, como el patrimonio hereditario durante ese lapso temporal (15). 


			No era la herencia yacente una institución romana, pero fue el paso previo para considerar los bienes antes que las personas.


			La sucesión en los bienes simplifica muchas cosas. 


			c) El sistema del Código Civil y Comercial. Separación del patrimonio del causante y de los herederos


			c.1 Separación de patrimonios de pleno derecho


			Como una concesión a este sistema (de sucesión en los bienes y no en la persona), de la separación de los bienes, la reforma del Código Civil y Comercial establece la separación de los patrimonios del causante y herederos de pleno derecho. 


			En sus Fundamentos los autores del Anteproyecto dijeron que, las modificaciones responden a críticas tan insistentes y generalizadas que no necesitan explicitación de fundamentos: consisten en incorporar la separación de pleno derecho del patrimonio del causante y del patrimonio de los herederos, con algunas excepciones, y en procurar actualizar y agilizar el proceso sucesorio, precisando su objeto y simplificando el trámite, todo ello sin apartarse de lo que actualmente se practica y es positivo en materia tan ligada a la tradición nacional, y donde la incorporación de figuras extrañas, tal vez útiles en otros contextos, puede constituirse en fuente de dificultades y, aún, de conflictos. 


			En este sentido, el artículo 2317 del CCC dice que, el heredero queda obligado por las deudas y legados de la sucesión solo hasta la concurrencia del valor de los bienes hereditarios recibidos. En caso de pluralidad de herederos, éstos responden con la masa hereditaria indivisa. 


			c.2 No hay presunción de aceptación, bajo beneficio de inventario, sino separación de bienes


			No es que se presuma como el Código Civil derogado, con las reformas de la ley 17711, que toda herencia se presume aceptada con beneficio de inventario, sino que, en la nueva concepción, los bienes del causante y los del o los herederos están separados de pleno derecho. Nos remitimos al Capítulo V, para la ampliación de fundamentos. 


			La sucesión es, en los bienes y no en la persona, se transmite un activo líquido (deducidas las cargas y deudas) y el heredero que no sustituye y/o subroga y/o continúa al causante está obligado con los bienes recibidos y no con su patrimonio. 


			c.3 Responsabilidad con los bienes del heredero


			Solo responde el heredero, con sus propios bienes, por el pago de las deudas del causante y cargas (16) de la herencia, cuando: a) no hace el inventario (17) en el plazo de tres meses desde que los acreedores o legatarios lo intiman judicialmente a su realización; b) oculta fraudulentamente los bienes de la sucesión omitiendo su inclusión en el inventario; c) exagera dolosamente el pasivo sucesorio; d) enajena bienes de la sucesión, excepto que el acto sea conveniente y el precio obtenido ingrese a la masa (artículo 2321 CCC). 


			Se ha indicado que, los acreedores del causante, por principio, mantienen limitada su garantía a los bienes sucesorios, quedando excluidos los bienes propios del heredero, quien queda obligado por las deudas y cargas de la sucesión sólo hasta la concurrencia de los bienes hereditarios que ha recibido. Responde por lo tanto intra vires hereditatis respecto de las deudas del causante, es decir, en forma limitada pues responde solo con los bienes de la herencia y no con los personales; puesto que la razón de ser de la aceptación beneficiaria es proteger el patrimonio personal del heredero frente a los acreedores de la sucesión (conf. causa 89.691 RSD 98/02 del 12.4.02. de la Sala 1ª) (18).


			En los casos previstos en el artículo 2321 (prioridad de los acreedores del heredero sobre los acreedores del causante), sobre los bienes del heredero (cuando no hace el inventario, luego de intimado, o cae en las conductas establecidas en dicha norma), los acreedores del heredero cobran según el siguiente rango: a) por los créditos originados antes de la apertura de la sucesión, con preferencia respecto de los acreedores del causante y de los legatarios, con relación a los bienes del heredero; b) por créditos originados después de la apertura de la sucesión concurren, a prorrata. con los acreedores del causante, siempre en atinencia a los bienes del heredero (artículo 2322 CCC).


			El heredero es intimado y no hace el inventario, oculta bienes de la sucesión no incluyéndolos en el inventario, exagera el pasivo dolosamente o vende bienes de la sucesión y, en tales casos, responde no sólo con los bienes del causante sino con los bienes propios (se produce la confusión de las dos masas de bienes que ya son una única). En este supuesto y por deudas del heredero anteriores a la apertura del sucesorio del causante los acreedores del mismo tienen prioridad sobre los del causante, en relación a los bienes del heredero, y cuando las deudas son posteriores a la apertura del sucesorio del causante concurren, a prorrata, los acreedores de los herederos con los del causante, siempre con referencia a los bienes del heredero. Adviértase que la norma (artículo 2322 CCC) se refiere a la apertura del proceso sucesorio y no a la muerte del causante. 


			c.4 El tema de la separación de patrimonios, como cautela


			 Ponemos de resalto que, el artículo 2316 del CCC establece que, los acreedores por deudas del causante y por cargas de la sucesión, y los legatarios tienen derecho al cobro de sus créditos y legados sobre los bienes de la herencia, con preferencia sobre los acreedores de los herederos. 


			Con lo que, lo que establece el artículo 2322 CCC, se refiere a las deudas de los herederos. 


			Sin embargo, el CCC no contiene una norma como el artículo 3.433 del Código Civil derogado que decía que, todo acreedor de la sucesión, sea privilegiado o hipotecario, a término, o bajo condición, o por renta vitalicia, sea su título bajo firma privada, o conste de instrumento público, puede demandar contra todo acreedor del heredero, por privilegiado que sea su crédito, la formación de inventario, y la separación de los bienes de la herencia de los del heredero, con el fin de hacerse pagar con los bienes de la sucesión con preferencia a los acreedores del heredero. El inventario debe ser hecho a costa del acreedor que lo pidiere. Esto es la separación de patrimonios, no obstante ello, el acreedor del causante está en todo su derecho a solicitar, como cautela y a su costa tal medida, para evitar que, luego, sea difícil determinar, en la confusión de patrimonios, que es lo que era del de cujus y que no lo era. 


			Vale decir que se abandonó la presunción de que el heredero acepta la herencia con beneficio de inventario, porque, en principio, el heredero responde sólo con los bienes que se transmiten (intra vires) y no ultra vires hereditatis. 


			2. ¿Qué clase de proceso es el sucesorio? Remisión al punto 8


			a) Caracteres y objeto del proceso sucesorio


			El proceso sucesorio es un proceso especial, de carácter universal (comprende todo un patrimonio), mediante el cual se pone en actividad el aparato jurisdiccional a los efectos de determinar quiénes son los herederos del causante, el valor de los bienes que componen el haber relicto, pagar deudas si las hubiera y dividir la herencia entre los herederos legales y/o testamentarios (19)y (20). 


			Así se ha dicho: “El proceso sucesorio es el procedimiento voluntario universal mediante el cual se identifica a los sucesores o se aprueba formalmente el testamento, se determina el activo y el pasivo del causante y se distribuye el haber líquido hereditario” (21). Respecto al objeto la jurisprudencia ha manifestado que: “La esencia del proceso sucesorio en el ordenamiento ritual vigente está destinado solamente a certificar la calidad de heredero y distribución de los bienes del causante. Es un proceso voluntario que comprende solamente un conjunto de normas de actuación para una finalidad determinada, no correspondiendo admitir en él cuestiones que carecen de relación con el objeto que el legislador ha señalado como meta.” (22). 


			El objeto del mismo lo determina el Código Civil y Comercial, en estos términos, el proceso sucesorio tiene por objeto identificar a los sucesores, determinar el contenido de la herencia, cobrar los créditos, pagar las deudas, legados y cargas, rendir cuentas y entregar los bienes (artículo 2335). Se ha dicho que, la finalidad del proceso sucesorio radica en la determinación objetiva -de los bienes dejados por el causante- y subjetiva -de las personas que habrán de recibirlos- de las circunstancias atinentes a la sucesión mortis causa de que se trate (23).


			Identificar a los sucesores es para establecer la titularidad de los que tengan el derecho a que se le transmitan los bienes del causante. La titularidad es uno de los principios del derecho sucesorio. 


			Establecer el cuerpo de bienes, es decir individualizar los bienes que constituyen la universalidad que se transmite. Esto es el contenido del patrimonio. 


			Cobrar los créditos del causante y pagar sus deudas determina, una vez realizadas estas operaciones, el activo líquido que se ha de partir entre los sucesores. Lo mismo sucede, en caso de testamento, con la entrega de legados y, además, soportar las cargas de la sucesión. 


			Por último, si ha habido administración hay que rendir cuentas y la entrega y adjudicación de los bienes, inscribiéndolos a nombre de los nuevos titulares, es el final de la sucesión. 


			Jurisprudencial y doctrinariamente se ha decidido que, el juicio sucesorio no tiende a la satisfacción de pretensiones resistidas o insatisfechas, sino a la determinación objetiva y subjetiva de los bienes dejados por el causante y de las personas que habrán de heredarlo (24). Nos remitimos al punto 8. 


			b) Etapas de la sucesión


			El proceso sucesorio consta de dos etapas: la primera que finaliza con la declaratoria de herederos en la sucesión ab intestato o, en su caso, con la aprobación judicial del testamento (en cuanto a sus formas); y la segunda está destinada a lograr la inscripción registral de los bienes que componen el haber relicto del causante (operaciones de inventario, avalúo, partición y adjudicación que culminan con la inscripción). 


			Sin embargo, a los fines de la percepción de honorarios y clasificación de trabajos se determinan tres etapas, la apertura, la declaratoria de herederos y la inscripción de bienes (artículo 28, ley 14.967 en la Provincia de Buenos Aires (25); regulándose ½ por la apertura, ½ por la declaratoria y ¼ por la inscripción (26)). En Nación, la ley 27.423 clasifica en tres etapas, con un tercio para cada una de ellas (27). En el Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires la situación es idéntica a la de Nación (28).


			3. Sucesión sin o con testamento 


			La sucesión puede ser de dos tipos, a saber: ab intestato o testamentaria. 


			Es decir que existen sucesiones intestadas, cuando no hay testamento y están deferidas por la ley y sucesiones testamentarias cuando hay testamento o disposición de última voluntad. 


			Puede haber parte por testamento y parte sin él, por lo que no se aplica el principio del derecho romano: Nemo pro parte testatus pro parte intestatus decedere potest. Ya el Código Civil derogado había abandonado la regla en el artículo 3.280 cuando decía, en su párrafo final que, puede también deferirse la herencia de una misma persona, por voluntad del hombre en una parte, y en otra por disposición de la ley (29).


			Se puede, en consecuencia, testar, por acto de última voluntad parte de los bienes del causante y, en lo que no se ha dispuesto por testamento, debe estarse a la sucesión legal y a los herederos en ella establecidos. 


			4. Aplicación de las leyes en el tiempo en materia sucesoria


			La ley que rige el sucesorio es la vigente al tiempo de la muerte del causante, sin perjuicio de la aplicación inmediata de las normas procesales o de fondo que se refieran a cuestiones instrumentales o de implementación de instituciones sustanciales sobre situaciones no cumplidas. 


			Esto es por aplicación del artículo 7° del Código Civil y Comercial (artículo 3° del Código Civil derogado). Es que, a partir de su entrada en vigencia, las leyes se aplican a las consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes.


			Siguiendo al decano de París Paul Roubier, en su momento, la ley 17.711 al modificar el artículo 3° del Código Civil, había distinguido entre leyes de aplicación inmediata, retroactivas y de efecto diferido. Sólo son retroactivas las normas que se aplican y modifican la constitución del negocio jurídico, del contrato, o legislan sobre hechos ocurridos con antelación a su vigencia. Si la norma se aplica a los efectos o consecuencias posteriores del contrato, sin alterar las ya producidas (congela alquileres para el futuro, sin alterar los anteriores), o a las consecuencias de hechos pasados, sin retrotraerse a la fecha de su producción, son leyes de aplicación inmediata. Son postergadas o de efecto diferido cuando se aplican una vez consumadas, o mejor dicho consumidas, todas los efectos jurídicos y consecuencias del contrato o del hecho acaecido. 


			El artículo 7°, con alguna variante, siguió al artículo 3 del Código Civil. Por lo tanto, se aplica en forma inmediata sobre efectos no cumplidos. 


			Aquí la bisagra es la fecha de la muerte del causante y establecer qué ordenamiento se aplica a esa fecha (si el que luego es derogado o el nuevo que lo derogó). Así, todo lo que se refiere a los derechos de los herederos a suceder, porción disponible, se determina, por ejemplo, a la fecha de la muerte del causante. 


			Hay que tener en cuenta que, en materia procesal, las normas son de aplicación inmediata si no se ha cumplido la etapa o el procedimiento específico. Si se ha cumplido la etapa o el procedimiento, el principio de preclusión se opone a la renovación de los actos. Así si no se han publicado edictos, para citar a herederos y acreedores, esa publicación se hace por 1 día y en el Boletín Oficial, por ejemplo (aplicando la nueva normativa). 


			Por el contrario, en cuestiones de fondo, como el derecho de habitación, se aplica el Código Civil el que se mantiene ultra activo, a este respecto. 


			En este sentido se dijo que: 1-El momento de la muerte del causante causa de pleno derecho la apertura de su sucesión y la transmisión de su herencia a las personas llamadas a sucederle por el testamento o por la ley, de modo que la legislación vigente a tal fecha regula las relaciones jurídicas emanadas de dicho suceso, incluso los derechos y obligaciones entre los coherederos que nacen con motivo del deceso del causante. 2-Por ese motivo el art. 2383 del nuevo código no se aplica a los casos en que el de cujus falleció con anterioridad a la entrada en vigencia del Código Civil y Comercial de la Nación. 3-El derecho real de habitación del cónyuge supérstite se rige por la ley vigente al momento de la apertura de la sucesión. 4-En el caso, toda vez que el causante murió en una fecha anterior a la entrada en vigencia del nuevo Código y que, por lo tanto, la situación de la cónyuge supérstite quedó consolidada al momento del fallecimiento, el derecho real alegado por la recurrente debe ser juzgado con arreglo a la ley vigente en ese momento (30).


			En igual sentido se dijo que, el testamento y el fallecimiento del causante, se rige conforme a las disposiciones del ordenamiento vigente al momento de producirse tales hechos. Es que, tanto para el Código de Vélez Sarsfield como para el nuevo ordenamiento civil y comercial, la muerte real o presunta de una persona es lo que causa la apertura de su sucesión, y la transmisión de su herencia a las personas llamadas a sucederle, sea por testamento o por ley -art. 3282 del Código Civil derogado y 2277 del Código Civil y Comercial (31).


			La Suprema Corte, lo que constituye casación, expresó que, tratándose de un incidente de exclusión de heredero en el marco de un juicio sucesorio, la cuestión debe ser resuelta de acuerdo con lo normado en la legislación vigente al momento de la muerte del causante (conf. art. 7, Cód. Civil y Com.) (32). 


			5. La transmisión de todo un patrimonio. De las relaciones entre la sucesión y los concursos y las quiebras


			Tanto el concurso y la quiebra como la sucesión son procesos universales pues comprenden todos los bienes de una persona (todo su patrimonio; pues el conjunto de los bienes de una persona es precisamente, su patrimonio). 


			No se puede pedir ni declarar la quiebra de un socio de una sociedad fallecido, sin que previamente se abra el proceso sucesorio correspondiente, y fundada en su supuesta responsabilidad solidaria por haber sido socio de una SRL que habría cobrado el carácter de irregular tras actuar luego del plazo de vigencia estipulado en el contrato constitutivo, resulta a todas luces incompatible con la estructura de este trámite e implica un juicio de antequiebra vedado por la ley (Cámara Nacional Comercial, esta Sala, in re: “Zweig Sergio s/ pedido de quiebra por Banco Comercial Israelita SA”, del 6.11.95; id. “Llosas, Hernán Pablo le pide la quiebra a Banco del Suquía S.A.”, del 27.07.1996; id. “Russo, Ernesto Alejandro le pide la quiebra Banco Francés S.A”, del 22.12.00) (33).


			El peticionario de la quiebra de una persona fallecida -en cuya sucesión se publicaron edictos con anterioridad al decreto de quiebra- debe cargar con las costas del proceso una vez declarada su nulidad, pues ha resultado vencido en sus pretensiones. Por otra parte, es quien con su accionar ha generado un juicio que no debió ser tramitado en razón de encontrarse la presunta deudora fallecida (34).


			El presente pedido de quiebra se origina en los honorarios que le fueron regulados a un letrado (fallecido) por su actuación en una sucesión. La promotora de la acción es la administradora de la sucesión de dicho abogado, que dirige la acción contra uno de los herederos declarado así en el proceso sucesorio.


			El Art. 3358 del Código Civil establece que todo sucesor universal puede aceptar la herencia con beneficio de inventario, contra, todos los acreedores hereditarios y legatarios, y contra aquellas personas a cuyo favor se impongan cargas a la sucesión. Dentro del concepto “cargas de la sucesión” se incluyen todas las obligaciones nacidas después del fallecimiento; vgr. gastos de sepelio, los de administración del sucesorio y, también, los honorarios de los abogados, apoderados, partidores, peritos, etc. (cfr. Borda, “Manual de Sucesiones”, p. 228, Perrot, 1997; CNCiv, Sala A, “Ferrari Hardoy s/ sucesión - ab intestato”, del 27/11/02).


			El heredero que acepta la herencia con beneficio de inventario está obligado por las deudas y cargas de la sucesión sólo hasta la concurrencia del valor de los bienes que ha recibido de la herencia, y su patrimonio no se confunde con el del difunto (C.Civ. 3371).


			En ese sentido, mal podría pedirse -y declararse- la quiebra del heredero, pues sus bienes personales quedarían excluidos de dicho procedimiento.


			En tanto no se encuentra demostrado que los bienes del acervo hereditario hayan sido vendidos, e ingresado el dinero obtenido al patrimonio del heredero, no se produjo entonces la confusión que aparejaría el consiguiente derecho de ejecutar los bienes personales del heredero (en ese sentido, CNCiv, Sala F, “Efiad S.A. c/ Lacaza Gastón s/ enriquecimiento sin causa”, del 23/11/98).


			En consecuencia, corresponde rechazar el presente pedido de quiebra (35).


			6. La sucesión y la disolución de la sociedad conyugal


			Una de las reformas más significativas del nuevo Código Civil y Comercial, con fundamento en la igualdad de ambos cónyuges, es la posibilidad de optar entre un régimen de comunidad de bienes (36), obligatorio en el Código Civil derogado y un régimen de separación de bienes, en que cada cónyuge tiene sus bienes propios de él y los administra como él quiera, con alguna excepción, como se verá. Como supletorio, ante la falta de opción, está el régimen de comunidad. Incluso los cónyuges pueden modificar el régimen durante el matrimonio (artículo 449 del CCC).


			Las partes pueden convenir, antes de la celebración del matrimonio, el régimen patrimonial por el que optan (artículo 446, inciso d, CCC). Esta convención debe ser hecha en escritura pública y tiene como condición que el matrimonio se celebre (artículo 448 del CCC). Para que la opción del artículo 446 inciso d), produzca efectos respecto de terceros, debe anotarse marginalmente en el acta de matrimonio (artículo 448 citado).


			En el régimen de comunidad de bienes, la muerte de uno de los cónyuges disuelve la sociedad conyugal. Así lo establece el artículo 475 del CCC, pues, la comunidad se extingue por: a) la muerte comprobada o presunta de uno de los cónyuges. En tanto que, el artículo 476 dice que, la comunidad se extingue por muerte de uno de los cónyuges. En el supuesto de presunción de fallecimiento, los efectos de la extinción se retrotraen al día presuntivo del fallecimiento.


			En el régimen de separación de bienes, cada uno de los cónyuges conserva la libre administración y disposición de sus bienes personales, excepto lo dispuesto en el artículo 456 (37). Cada uno de ellos responde por las deudas por él contraídas, excepto lo dispuesto en el artículo 461 (38) (artículo 505 del Código Civil y Comercial).


			Pero según sea comunidad o separación de bienes ello ha de crear problemas distintos con relación al derecho sucesorio, los que pueden resumirse en dos:


			a)	En el sistema de comunidad de bienes, cuando sucede la muerte de uno de los cónyuges, como vimos se disuelve la sociedad conyugal y sobre los bienes gananciales (adquiridos durante el matrimonio, a mano alzada (39)) como socio el cónyuge supérstite se lleva el 50 % y habiendo descendientes, ellos excluyen al cónyuge del 50 % restante, repartiéndose entre los mismos dicho porcentaje (artículo 2433 del CCC, segunda parte). Sobre los bienes propios del cónyuge fallecido, hereda la misma parte que cada uno de sus hijos (artículo 2433 CCC, primera parte). 


			b)	En el régimen de separación de bienes el cónyuge supérstite es titular de los bienes que adquiera y puede enajenarlos, por lo que no entran en la sucesión del causante. Sí, tiene una parte en la partición de los bienes propios del causante (artículo 2433 CCC). 


			7. Principios del derecho sucesorio y del proceso sucesorio


			El derecho sucesorio tiene principios que se basan en sus características intrínsecas.


			a) Principio de unidad


			Como comprende una universalidad de bienes existe un principio de unidad y la sucesión debe tramitar ante un solo juez, aunque existan bienes en distintas jurisdicciones y regirse por la misma ley. 


			Este principio se quiebra en Derecho Internacional Privado, pues si hay bienes inmuebles en distintos países se aplica el sistema de pluralidad de las sucesiones, tramitándose en cada país, donde se encuentren los bienes, una sucesión. Se ha dicho que, como la sucesión tiene por objeto una universalidad —el patrimonio—, deberá aplicársele una única ley y sus trámites seguirse ante un solo juez. Desde el punto de vista del derecho internacional privado, nuestro Código, como lo destaca la nota al art. 3283, ha seguido a Savigny, para el cual la sucesión corresponde al estatuto personal, por oposición al real. Si lo que se transmite por causa de muerte es una universalidad indivisible, existente independientemente de los bienes que la integran, será inadmisible otro régimen que el de la unidad (40). 


			El Código Civil y Comercial dice que, sucesor universal es el que recibe todo o una parte indivisa del patrimonio de otro; sucesor singular el que recibe un derecho en particular (artículo 400). Como consecuencia de la unidad de masa, los bienes singulares que la integran asumen, ministerio legis, una consideración unitaria a los fines de la liquidación. Y durante la indivisión, tanto las expectativas del supérstite en lo relativo a la parte de los gananciales a que tiene derecho, como las de los herederos se ejercen respecto de la masa como tal, “sin consideración a su contenido especial” (art. 3281 del Código Civil; Zannoni, Eduardo A., Derecho civil, Derecho de familia cit., Tomo 1, pág. 716, núm. 565, apartado c) (41).”


			b) Titularidad de los bienes


			La muerte no extingue el derecho de propiedad que tenía el difunto, sino que este pasa a sucesores que son investidos de derecho de la herencia o bien pueden pedir al juez que los invista. 


			Se opera un cambio de titularidad en los bienes que, inscriptos a nombre del causante, pasan a inscribirse a nombre de los herederos, en indivisión forzada, condominio en forma individual, de acuerdo a los resultados de la partición y adjudicación. Los distintos supuestos se trataron en un excelente fallo que, en materia de arrendamiento explicó la legitimación de cada coheredero, las facetas de la indivisión y el cambio de titularidad. Así se dijo que, el inmueble arrendado que pertenece a la masa sucesoria indivisa se encuentra sometido al régimen de indivisión hereditaria. En consecuencia, cualquiera de los herederos se encuentra legitimado por sí para demandar el desalojo, en virtud del carácter indivisible de la obligación de restituir la cosa arrendada.


			No le asiste razón al recurrente cuando cuestiona la legitimación de las accionantes porque, aunque no se trate en el caso de un arrendamiento suscripto por el causante, sino por sus herederos, está fuera de discusión que el inmueble arrendado pertenece a la masa sucesoria indivisa y, en consecuencia, está sometido al régimen de la indivisión hereditaria. En nada altera esta conclusión el hecho de que los arriendos hayan sido percibidos por los herederos declarados conforme a su participación en la herencia porque, al ser divisibles esos créditos, quedaban comprendidos en el régimen de los arts. 3485, 3486 y concordantes del Código Civil.(...) De lo dicho se deriva que, con independencia la falta de personalidad jurídica de la sucesión, la administradora designada judicialmente con la conformidad de todos los coherederos (...) se encuentra legitimada para promover la acción de desalojo para recuperar la tenencia del bien perteneciente al acervo hereditario, sin necesidad de requerir consentimiento unánime de lo coherederos, porque ese acto está comprendido en la enumeración del art. 3383 del Código Civil, al que remite expresamente la resolución y porque se trata de un típico acto conservatorio (...) Pero además, cualquiera de los herederos estaba legitimado por sí para demandar el desalojo, porque la obligación de restituir la cosa arrendada tiene carácter indivisible (art. 667 Código Civil), como bien lo sostiene el apelante, aunque contrariamente a lo que él afirma, esa circunstancia hace que “cualquiera de los acreedores originarios, o los que lo sean por sucesión o por contrato, pueden exigir .... El cumplimiento íntegro de la obligación indivisible” (art. 686 Código Civil).


			No es admisible la pretensión del apelante de haber adquirido la posesión, en virtud del art. 2387 del Código Civil, como consecuencia de la cesión de derechos hereditarios que se le efectuara, porque la traditio broevi manu requiere que el propietario a nombre de quien el tenedor poseía la cosa le haya transmitido a este el dominio de ella y, en el caso de autos, no le han sido transferidos al tenedor más que los derechos y acciones a una cuarta parte de la cosa, es decir únicamente los derechos que tenía su cedente, que de ninguna manera importaban la posesión exclusiva. (...) Para que la causa de la posesión hubiera cambiado por acto bilateral, debiera haber concurrido la voluntad de las otras coherederas transmitiendo los derechos faltantes para perfeccionar la titularidad del dominio en cabeza del demandado pero, al no haber ocurrido así, la pretensión de este último de haber pasado de tenedor a poseedor no surge más que de su declaración unilateral efectuada en la carta documento de fs. 20/21, que contraría la disposición del art. 2353 del Código Civil. Mal podría uno de los coherederos, que no tenía para sí la posesión exclusiva del bien, habérsela transmitido a su cesionario, porque “nadie puede transmitir a otro sobre un objeto, un derecho mejor o más extenso que el que gozaba; y recíprocamente, nadie puede adquirir sobre un objeto un derecho mejor y más extenso que el que tenía aquel de quien lo adquiere” (art. 3270 Código Civil). (...) El demandado ingresó como inquilino al campo y sigue siéndolo, aunque ahora haya adquirido derechos y acciones hereditarios sobre una porción de él que podrá hacer valer por la vía correspondiente. La reunión en su persona de ambas condiciones no ha extinguido la obligación contractual de restituir la cosa al vencimiento del contrato, porque no hay confusión al tratarse de una obligación indivisible excluida del régimen de los arts. 3485, 3486, 3488 y concordantes del Código Civil y porque no es incompatible la condición de arrendatario obligado contractualmente a restituir la cosa, con la de coheredero o titular de derechos sobre la comunidad hereditaria (42).


			c) Separación de patrimonios


			Los patrimonios del causante y del o de los herederos están separados y no se confunden. Ahora esto es de pleno derecho. 


			d) Inventario


			El heredero, al realizar el inventario, evita la confusión de patrimonios. Como vimos ahora existe una separación de pleno derecho de los patrimonios, pero si el heredero, ante la intimación efectuada por los acreedores, no hace el inventario, se confunden los patrimonios y es responsable, también con sus bienes (artículo 2321, inciso a, CCC). 


			e) Libertad de testar


			El testador, salvo en lo que se refiere a la porción legítima puede testar sobre la porción disponible. 


			Ya desde antiguo decía la Corte Suprema que, las disposiciones del Código Civil solo importan una reglamentación de la libertad de testar consagrada por la Constitución Nacional, sin que en esta o aquel haya nada que revele el propósito de librar los bienes de una sucesión de las cargas que en una forma o en otra pueden imponerle los poderes públicos (43).


			Como consecuencia de estos principios, en materia de proceso sucesorio hay:


			1. Un solo juez competente que es el del último domicilio del causante.


			2. Fuero de atracción sobre todas las acciones relacionadas con los bienes del sucesorio.


			3. El proceso no se termina por un modo de extinción anormal.


			4. Muchos trámites sin voluntarios y el juez solo controla la legalidad.


			5. La división en etapas no supone, como en los procesos de conocimiento, instrucción, sino apertura, declaración de herederos y distribución de los bienes.


			6. La finalidad del proceso sucesorio es la división de la herencia, es decir de los bienes del causante entre quiénes lo heredan o suceden. No es, en consecuencia, resolver un conflicto de intereses, aunque en algunos supuestos ello sucede cuando existen disputas entre los coherederos o copartícipes. 


			8. El proceso sucesorio y sus características. Desarrollo


			El proceso sucesorio es especial, universal, extra contencioso, sin contradicción, para algunos, voluntario.


			a) Es especial


			El proceso especial, para algunos, es aquel cuya simplicidad formal no obsta al conocimiento judicial exhaustivo del litigio, el cual resulta decidido, por consiguiente, en forma total y definitiva. 


			Este no es el caso de una sucesión en que el objeto no es un mandato represivo, es decir la obtención de una decisión final, que produzca los efectos positivos (la adquisición de un bien de la vida) y negativos (no volver a ser juzgado) de la cosa juzgada, sino, al carecer de contienda, por ejemplo, la adquisición de un derecho sobre bienes por los legitimados a la herencia, generalmente como se dijo, sin litigio. 


			La especialidad está dada porque el proceso sucesorio y los diversos procedimientos por los que se encausa, se diferencian de los restantes procesos como los de conocimiento plenario o abreviado. 


			El proceso sucesorio es, en principio, declarativo porque se declara la existencia o inexistencia de un derecho (declaratoria de herederos), sin que esta “homologación judicial” (aprobación del magistrado de la propuesta de declaratoria denuncia en la apertura del proceso) tenga los efectos de la cosa juzgada, pues las declaraciones se hacen, en cuanto ha lugar por derecho, y pueden ser revisadas. 


			En ese contexto, el proceso especial se establece en razón de la materia a tratar (transmisión hereditaria). Es que, en atención a la naturaleza del litigio, el proceso tiene una tramitación diferente. 


			Dentro de esta especialidad el proceso no es dispositivo (44), pues el juez debe establecer la determinación de quiénes son herederos, su declaración, porcentaje de la legítima, conforme la ley, sin que los legitimados puedan disponer sea de otra manera. Sin perjuicio que, la indicación de herederos sea de recibo en relación a otros aspectos de los procedimientos, como la de aceptar o renunciar a la herencia, como la de realizar la división y partición de acuerdo a su criterio, cuando hay herederos mayores. 


			b) Se trata de un proceso universal


			En una sucesión no están en juego bienes singulares (no hay discusión en cuanto a los bienes particulares de los patrimonios), sino un patrimonio entero (la universalidad de los bienes). Es por eso que un único magistrado es el que debe entender en el proceso y, a la vez, la demanda contra los bienes de esa universalidad, si se trata de acciones personales, deben tramitar ante ese único magistrado (fuero de atracción que actúa como un imán desde el punto de vista pasivo, juicios contra los herederos). 


			Por otra parte, los herederos son sucesores, a título universal y no particular (como en el caso de la cesión de derechos). Siendo su título universal puede no constar los hechos de las deudas, que adquirió el causante ni como este firmaba. 


			Es por eso que los sucesores, a título universal, no tienen las cargas procesales, al contestar una demanda, que tiene el sucesor a título particular. Así no están obligados a reconocer los hechos, aunque deben contestar la demanda alegando en su caso el desconocimiento de los mismos, así como de la documentación aportada y sus firmas (ello no significaba amparar la mala fe; si el heredero tiene documentación en su poder y sabe de la existencia de la deuda tiene que reconocerla). 


			El Código Civil y Comercial dispone que, todo aquel contra quien se presente un instrumento cuya firma se le atribuye debe manifestar si ésta le pertenece. Los herederos pueden limitarse a manifestar que ignoran si la firma es o no de su causante. No juega aquí, pues, el valor del silencio como en otros supuestos, cuando hay obligación de explicarse por la ley (45).


			El artículo 356, inciso 1° (artículo 354, inciso 1° del CPCCBA) dice, a este respecto, que en la contestación opondrá el demandado todas las excepciones o defensas que, según este código no tuvieren carácter previo. Deberá, además:


			1°) Reconocer o negar categóricamente cada uno de los hechos expuestos en la demanda, la autenticidad de los documentos acompañados que se le atribuyeren y la recepción de las cartas y telegramas a él dirigidos cuyas copias se acompañen. Su silencio, sus respuestas evasivas, o la negativa meramente general podrán estimarse como reconocimiento de la verdad de los hechos pertinentes y lícitos a que se refieran. En cuanto a los documentos se los tendrá por reconocidos o recibidos, según el caso.


			No estarán sujetos al cumplimiento de la carga mencionada en el párrafo precedente, el defensor oficial y el demandado que interviniere en el proceso, como sucesor a título universal de quien participó en los hechos o suscribió los documentos o recibió las cartas o telegramas, quienes podrán reservar su respuesta definitiva para después de producida la prueba.


			Se ha dicho que, de acuerdo a lo legislado por el artículo 354, inciso 1º, del CPCC, el demandado que interviene en un juicio como sucesor a título universal del originario deudor no se encuentra sujeto a la carga de negar o reconocer hechos o documentos, pudiendo reservar su respuesta para después de producida la prueba (46). El artículo 354, inciso 1° del CPCC constituye una interpretación legal de los artículos 1032 y 1033 del Código Civil. Es que en razón de lo preceptuado por el artículo 1032 del Código Civil, en cuanto a que los sucesores del que aparece firmando pueden limitarse a declarar que no saben si tal firma le pertenece, debe interpretarse el artículo 1033 del Código Civil, continente de una disposición que corresponde más bien a la ley de forma, por lo que ha de aplicárselo en consonancia con lo ordenado en las providencias y en esa medida. Al respecto el mencionado artículo 354, inciso 1°, apartado 2°, del CPCC, libera de la carga de reconocimiento o negativa de la autenticidad de los instrumentos que se le atribuyeren al demandado que interviniere en el proceso como sucesor a título universal de quién los suscribió, bastándole expresar que no le consta su autenticidad (47).


			La facultad que el inciso 1° del artículo 354 del CPCC concede a los sucesores universales para diferir su respuesta definitiva hasta después de producida la prueba no puede hacerse extensiva a la contestación de demanda; esto es, el hecho de que tengan esta potestad no autoriza a que también resulte facultativa la contestación de la demanda (48).


			c) El carácter extra contencioso


			En España, los temas relativos a la sucesión se tratan como procedimientos para la división judicial de patrimonios (así está legislado en la Ley de Enjuiciamiento Civil Española de 2.000). Así, la división de patrimonios hereditarios lo integran un conjunto de actuaciones tendientes a obtener judicialmente la división de una herencia, cuando haya discrepancias para ello entre quienes tienen derecho, testamentario o declarado a los bienes, integrantes de la misma (49). 


			En principio, la sucesión es extra contenciosa, no hay contienda en la misma (50), salvo que existan acciones de petición de herencia. Esa naturaleza no contradictoria hace que no existan formas de terminación del proceso, como la caducidad de instancia o que los expedientes se paralicen y no se archiven, pues puede decirse que no concluyen. De esta suerte puede darse el supuesto de que la sucesión continúe sin tramitación judicial, en las etapas de inventario, avalúo, partición y adjudicación.


			Como no hay contienda no hay, en principio, contradicción y, por lo tanto, no hay partes como en un proceso de conocimiento. 


			d) ¿Es o no es un proceso voluntario?


			d.1 Concepto de jurisdicción voluntaria


			Existen supuestos en que el juez actúa con jurisdicción asimilable a la “administrativa”, no ya para resolver una controversia, que no existe, sino para dar legalidad a situaciones comprobando que se han reunido los extremos legales para aprobar, por ejemplo, una situación jurídica. El juez tiene funciones judiciales y, también, administrativas. 


			Por supuesto, que no hay partes y, al respecto, indicaba Couture que el acto judicial no jurisdiccional (entiende que no hay función jurisdiccional en el proceso voluntario) no tiene partes en sentido estricto. Le falta, pues, el primer elemento de la forma de la jurisdicción. En él, el peticionante o pretensor no pide nada contra nadie. Le falta un adversario. Él no es parte, en sentido técnico, porque no es contraparte de nadie (51).


			Decía Carnelutti que, los casos hasta ahora observados no son los únicos en que se atribuye al órgano procesal una función distinta de la suya habitual y precisamente una función administrativa, … Especialmente algunas hipótesis en que, pese a la falta de litigio, el juez actúa con las formas del proceso contencioso; pero en general, en tales casos son también distintas las formas, de tal manera que ha sido más fácil reconocer en ellos la falta de la función procesal. Se suele hablar a este propósito de jurisdicción voluntaria (inter volentes). En antítesis con la jurisdicción contenciosa, el nombre más bien alude a la falta de una pugna de voluntades, que a la pugna de intereses y, por ello, en realidad, a la falta de los elementos formales del litigio (52).


			Entonces, se dice que hay jurisdicción voluntaria, en oposición a la contenciosa, cuando el Poder Judicial controla la legalidad de los actos, pero no resuelve disputas (53). Y dentro de las sucesiones la aprobación de un testamento es un acto de jurisdicción voluntaria (54), por ejemplo. En consecuencia, existen ciertos actos dentro de la sucesión que pueden considerarse jurisdicción voluntaria. ¿Es esta una apreciación exacta?


			La sucesión es un proceso extra contencioso (55), porque no hay contienda ni ejerce el juez una función represiva, como diría Carnelutti, ni se emite un mandato que hace cosa juzgada. 


			Ese carácter de no contencioso, por carecer de litigio, puede indicar que nos encontramos con un supuesto de jurisdicción voluntaria (por oposición a contenciosa) en que el órgano jurisdiccional actúa en función preventiva (más que represiva). 


			d.2 Posición según la cual no cabe hablar de jurisdicción, en los supuestos de la llamada “voluntaria”


			Ahora bien, cuando el magistrado interviene no para decidir, no para resolver un conflicto de intereses, no está ejerciendo, pareciera, una función jurisdiccional, por eso decía Couture que la jurisdicción voluntaria, no es jurisdicción ni es voluntaria. Es que, decía el maestro uruguayo, no toda función propia del Poder Judicial es función jurisdiccional. No lo es, por ejemplo, la llamada jurisdicción voluntaria. Agrega, más adelante, que los procedimientos de jurisdicción voluntaria tienen ciertos elementos formales de la jurisdicción, pero, en virtud de no requerir autoridad de cosa juzgada, pertenecen a la función administrativa (del juez). Acontece así, que en la actualidad la denominada jurisdicción voluntaria no es jurisdicción ni es voluntaria. Su índole no es jurisdiccional, por las razones que se darán y no es voluntaria porque en muchos casos, la intervención de los jueces se halla impuesta por la ley (56).


			Guasp sostiene que no cabe hablar de jurisdicción. Para este gran procesalista español el proceso es -a muy grandes rasgos- la institución jurídica de satisfacción de pretensiones. Destaca el autor que: “El estudio de la llamada jurisdicción contenciosa agota, en realidad, toda la problemática del verdadero derecho procesal. Pues, aunque el proceso no se confunda con una contienda, la figura de la jurisdicción contenciosa encierra toda la serie de cuestiones que el instituto del proceso plantea...”, puntualizando, luego, que: “Proceso es solo el fenómeno jurídico de satisfacción de pretensiones (...); por lo tanto, allí donde no se trata de satisfacer coactivamente una pretensión procesal (...) no se está, ciertamente, en presencia de un verdadero proceso...” (57).


			Si el juez no ejerce una función jurisdiccional ni sus mandatos tienen los efectos de la cosa juzgada, bien puede existir, por ejemplo, una sucesión extrajudicial, como de hecho la hay, aunque no es muy utilizada.


			d.3 La sucesión no es un proceso que pueda considerarse voluntario


			Sin perjuicio, de la tesis que niega la jurisdicción voluntaria, no puede negarse que el juez no solo está para resolver conflictos, sino para resolver problemas a una actuación de contralor, más cercano a lo administrativo que a lo judicial. Sin embargo, nos parece que no puede negarse, que sea que el juez actúe para imponer su decisión, que es la del Estado (mandato represivo) o que lo haga para autorizar, ayudar a las personas de carne resolviendo conflictos que, si bien no generan contienda necesitan de su decisión (autorización para contraer matrimonio, designar tutor o curador, etcétera), o aprobar determinados actos, siempre su función es jurisdiccional, porque ejerce la tutela de derechos de los ciudadanos, como garantía constitucional de un estado de derecho.


			En las sucesiones el magistrado ejerce la jurisdicción, determinando herederos, declarándolos, inscribiendo bienes y estableciendo la titularidad de los mismos, a pesar de la investidura de heredero de pleno derecho que surge de la ley.


			Sentado ello, corresponde ver si estamos ante una verdadera jurisdicción voluntaria, aunque la doctrina se inclina por asignar dicho carácter a algunos procedimientos de la sucesión, como la aprobación del testamento en cuanto a sus formas, y no a todo el proceso sucesorio. 


			Ahora este proceso sucesorio, sin contienda (58), es voluntario o no lo es. Nos parece que no participa de las características del mismo ni está ubicado dentro de nuestros códigos procesales como proceso voluntario. 


			Se ha definido este proceso indicando que se llaman voluntarios los juicios no contradictorios que careciendo de litigio son sometidos al Poder judicial, a quien corresponderá antes que decidir cuestiones, cumplir más bien con una función de tipo administrativo, ordenando y homologando situaciones jurídicas (Enciclopedia Jurídica). A la característica de la inexistencia de contienda se une el hecho de no producir los efectos de la cosa juzgada ya que no se emite el mandato sentencia. 


			Con razón se ha dicho que, como principio, los juicios voluntarios no están sometidos al control de una contraparte, y el fallo que se dicte carece de autoridad de cosa juzgada material frente a quienes pudieran aducir una pretensión contraria a lo que se pretendió constatar. La doctrina ha puesto de relieve que, por razones de política legislativa, el legislador asigna a los órganos judiciales una actividad variable y de contenido heterogéneo. Los interesados necesitan la actuación jurisdiccional en la que el magistrado cumple una actividad que la ley le fija como indispensable para llenar determinados fines, “con un cierto matiz constitutivo, porque sin la intervención judicial ese efecto no se produce” (cfr. Fenochietto, C.E., ob. cit.). Se trata de procesos de contenido variable de acuerdo con la legislación que los rige y a la naturaleza de los derechos comprometidos. Desde esta perspectiva, considero que los jueces de grado eluden una característica definitoria de esta clase de procesos, que por su naturaleza no admiten contradicciones, sino que habrán de extinguirse una vez que el órgano jurisdiccional se pronuncie sobre la petición. El juez hará lugar si la prueba obtenida es suficiente para los fines perseguidos por el peticionante -en el caso, la guarda legal del menor-, más toda pretensión que exceda el marco impuesto por la naturaleza del proceso no podrá ser acogida en perjuicio de quien no fue oído. Es que, al no existir controversia, tampoco se observan los principios del contradictorio y categorías procesales: “No existen partes sino peticionarios, ni cargas procesales; y la sentencia no se da contra o frente a otro sujeto” (cfr. Fenochietto, Carlos Eduardo, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, Buenos Aires, Astrea, 1999, Vol. 3, pg. 764). De allí que el conocimiento o judicial es básicamente informativo y de control, toda vez que el proceso de jurisdicción voluntaria se define por la falta de controversia: “Por definición, no hay una parte contraria con quien litigar” (cfr. Falcón, Enrique M., Tratado de Derecho Procesal Civil y Comercial. Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2007, Tomo VI, pág. 13), y se caracterizan por la ausencia de conflicto de intereses. 3.- Suelen distinguirse los procesos voluntarios propiamente dichos, que nacen y se extinguen con tal carácter, de los voluntarios transformables, que llevan ínsita la posibilidad de una eventual contradicción si apareciese un tercero legitimado (cfr. Falcón, ob. cit., pág. 17) (59).


			Sin embargo, la característica de un proceso voluntario es que se hace en beneficio de una persona (por ejemplo, la autorización para contraer matrimonio), supuesto que no se da en los casos de sucesiones. 


			Y otra característica es que el proceso voluntario puede realizarse o no. Sin embargo, el proceso sucesorio debe hacerse si los herederos pretenden inscribir los bienes a su nombre. En este sentido se precisó que, el sucesorio es también un procedimiento voluntario o no contencioso, porque, normalmente, no existen conflictos de intereses que deban resolverse. Preferimos la denominación no-contencioso a la de voluntario, porque esta última podría hacer pensar que es facultativo para los interesados iniciar o no el trámite y ello no es exacto. Si los herederos desean que los bienes del causante se inscriban a nombre de ellos, deben necesariamente tramitar su sucesión, salvo el caso de tratarse de herederos que entran en posesión de la herencia desde el día de la muerte del autor de la sucesión, sin ninguna otra formalidad (ascendientes, descendientes y cónyuge), supuesto en que puede prescindirse de los trámites judiciales si en el acervo hereditario no hubiere bienes inmuebles o muebles registrables y se trata de herederos capaces (arts. 3410 y 3462 del Código Civil). La única limitación para ello sería la existencia de intereses fiscales comprometidos, como podría ser el pago de algún impuesto a la tramitación de bienes por causa de muerte (Enciclopedia Jurídica 2.020).


			Por ello, entendemos que, si bien el proceso sucesorio es no contencioso, no es un típico proceso voluntario. Así, los códigos procesales, como el de la Nación, tratan estos procesos, en forma independiente en el Libro Séptimo, artículos 774 a 784, entre los que no se encuentra el sucesorio. 


			9. La sucesión extrajudicial


			Ha finalizado la primera etapa del juicio sucesorio mediante el dictado de la declaratoria de herederos o la aprobación del testamento. La norma faculta a las partes para que los trámites posteriores (inventario, avalúo, partición y adjudicación) se efectúen en forma privada (con la salvedad de que deberán actuar los organismos administrativos respectivos).


			Ello es por la razón de que, si en la sucesión no hay contienda los trámites administrativos para que los bienes queden a nombre de los herederos pueden ser dejados a un abogado, sin perjuicio del contralor judicial, lo que aliviará las tareas de la judicatura. 


			Para que las partes puedan realizar los trámites de esta forma, es necesario que todos sean capaces y que arriben a un acuerdo unánime. En ese sentido se ha decidido que, la partición extrajudicial o privada procede cuando se cumplen los siguientes requisitos: a) que todos los herederos sean capaces; b) que estén presentes y c) que obren todos con voluntad unánime (art. 3465 del CCI) (60).


			El artículo en estudio no hace otra cosa que aplicar lo prescripto por el artículo 3462 del Código Civil, reemplazado por el artículo 2269 del CCC que, en forma análoga, establece: “Si todos los copartícipes están presentes y son plenamente capaces, la partición puede hacerse en la forma y por el acto que por unanimidad juzguen convenientes. La partición puede ser total o parcial.”. Por su parte, y conforme lo establecido en el artículo 2371 del Código Civil y Comercial, la partición debe ser judicial: “a) si hay copartícipes incapaces, con capacidad restringida o ausentes; b) si terceros, fundándose en un interés legítimo, se oponen a que la partición se haga privadamente; c) si los copartícipes son plenamente capaces y no acuerdan en hacer la partición privadamente”.


			Respecto a los bienes sobre los cuales se puede efectuar la partición extrajudicial, se ha dicho que, si bien cuando los herederos son capaces la ley los autoriza a hacer la partición de la herencia en la forma y por el acto que por unanimidad juzguen convenientes, lo cierto es que solo pueden incluir en tal acto los bienes que pertenecen al acervo hereditario; quedando excluidos de ello la parte de los bienes gananciales que por derecho propio le pertenecen a la cónyuge supérstite al no integrar la masa sucesoria (61).


			Si durante los trámites surgieren desavenencias o inconvenientes, las mismas serán resueltas por el juez que interviene en el proceso.


			Finalizados dichos trámites, los abogados pedirán que se ordene la inscripción de los bienes, la que se ordenará una vez presentados en el expediente los respectivos certificados. Se regularán a los abogados intervinientes –cuando hubieren acompañado la documentación que acredite las actuaciones cumplidas- los mismos honorarios que les hubieren correspondido por la realización de esos trabajos en sede judicial.


			10. La relación entre el proceso sucesorio y otros procesos


			Ya hemos visto, en el punto 5, la relación con el concurso y la quiebra, pues ambos procesos son universales y comprenden todo un patrimonio y, muchas veces, puede haber colisión.


			Como si fuera el Sol, la sucesión atrae muchos procesos, como si fuera un imán, sobre todo en la faz pasiva. Los procesos atraídos se rigen por sus propias reglas y culminación (como la acción de filiación) y es el juez del sucesorio el que tiene potestad de resolver las controversias que se refieren a los bienes del causante, sobre los que incide el juicio satélite.


			11. La sucesión no termina nunca. La jurisdicción perpetua del juez del sucesorio


			Como se ha explicitado, la sucesión no termina nunca y, aunque, por haberse distribuido la totalidad de los bienes, aparezca como terminada, siempre puede aparecer otro bien no declarado, lo que conlleva a que se mantenga la competencia del mismo juez (jurisdicción perpetua). Con acierto ha dicho la Suprema Corte que, el fuero de atracción del juicio sucesorio sólo se extingue con la partición de los bienes que componen el acervo hereditario; la inscripción de la declaratoria de herederos o del testamento en el Registro de la Propiedad, deja subsistente el estado de indivisión (62). 


			12. Derecho Internacional Privado. Unidad y pluralidad de las sucesiones. Las reglas del nuevo Código Civil y Comercial y los tratados (artículos 2643 a 2648)


			Dice Kielmanovich que, habiéndose producido la muerte en el extranjero la competencia será del juez del lugar donde se encuentran los bienes en el país (artículo 10 del Código Civil). Debe abrirse una sucesión en la Argentina, aunque el causante esté domiciliado en el extranjero. Se aplica el criterio de la pluralidad de sucesiones (a nuestro criterio, el sistema mixto) (63). 


			Indica Romero del Prado que, tres sistemas principales se destacan, a saber: 1) Sistema de la unidad sucesoria: Un solo juicio sucesorio y una sola ley a aplicarse. Juez y ley del lugar de la nacionalidad o del domicilio que tenía el causante. 2) Sistema de la pluralidad sucesoria: Tantos juicios y leyes como países distintos en que hayan quedado bienes. 3) Sistema mixto: Pluralidad, tratándose de inmuebles, y unidad (nacionalidad o domicilio) respecto de los muebles (64). 


			 En este sentido se dijo que, si el causante tenía su domicilio en España, el derecho que debe regir la transmisión de su patrimonio es el derecho local de ese país, es decir el de su domicilio al momento de su muerte, sean los sucesores nacionales o extranjeros (art. 3283 Cód. Civil). Sin perjuicio de ello, y existiendo bienes inmuebles de su propiedad en la Argentina, debe iniciarse sucesión en este país, ya que este tipo de bienes se rige exclusivamente por las leyes del país en cuanto al modo de transferirlos (art. 10 y concordantes Cód. Civil). En materia sucesoria el art. 10 del Código Civil, y la consecuente aplicación de la “lex rei sitae”, debe tener primacía sobre el principio general del art. 3283 del mismo cuerpo. Aun cuando el causante de una sucesión haya muerto en el extranjero, con domicilio fuera del país, los inmuebles situados en la República deben ser regidos exclusivamente por las leyes de esta (65).


			Los aquí actores, pretenden el reconocimiento judicial del convenio celebrado en Italia en el proceso sucesorio de su hermano y peticionan la inscripción de dicho instrumento donde se les adjudica un inmueble que pertenecía al patrimonio del causante ubicado en esta Ciudad. Sus quejas se centran tanto en la competencia del juez que debe intervenir en el asunto como así también en la ley aplicable.


			Sabido es que el derecho aplicable a la sucesión del difunto es el vigente al momento de su fallecimiento. Este es un principio indiscutido que estaba expresado claramente en el art. 3282 del Código de Vélez Sarsfield y que expresa el actual art. 2277 del Código Civil y Comercial. Es decir que para saber cuál es el derecho aplicable a una sucesión debe estarse al derecho que estaba vigente el día de la muerte del causante. 


			En otras palabras, el Código Civil de Vélez Sarsfield rige todas las sucesiones abiertas con anterioridad al 1° de agosto de 2015; el nuevo Código Civil y Comercial regirá las sucesiones abiertas a partir de esa fecha y para el futuro (conf. Cámara Nacional Civil, esta Sala, Expediente número 1763/2015 del 28/9/15). Teniendo en cuenta el carácter de orden público en materia de sucesiones por causa de muerte y la transmisión de bienes hereditarios, cabe concluir que si el causante con último domicilio en el país extranjero hubiese dejado un bien inmueble en el nuestro rige la lex rei sitae y la competencia corresponde al juez del lugar en que se encuentre el bien (conf. arts. 10 y 11 del Código Civil) (66).


			En materia de Derecho Internacional Privado hay que distinguir la ley aplicable a la sucesión y, por otra parte, la jurisdicción y competencia que, a veces coinciden y a veces no. Prevalece el sistema de pluralidad de sucesiones, pero en el último tiempo se aplica un sistema mixto, dejándose el esquema territorial de cada estado para los inmuebles. 


			El Tratado de Montevideo de 1.889 establecía que, la ley del lugar de la situación de los bienes hereditarios, al tiempo de la muerte de la persona de cuya sucesión se trate, rige la forma del testamento (artículo 44). En tanto, el artículo 45 establece que, la misma ley de la situación rige: a) La capacidad de la persona para testar; b) La del heredero o legatario para suceder; c) La validez y efectos del testamento; d) Los títulos y derechos hereditarios de los parientes y del cónyuge supérstite; e) La existencia y proporción de las legítimas; f) La existencia y monto de los bienes reservables; g) En suma, todo lo relativo a la sucesión legítima o testamentaria. Esto, no obstante, el testamento otorgado por acto público con cualquiera de los Estados contratantes será admitido en todos los demás. En cuanto a la jurisdicción y competencia el artículo 66 dispone que, los juicios a que dé lugar la sucesión por causa de muerte se seguirán ante los jueces de los lugares en que se hallen situados los bienes hereditarios. Las acciones reales y las denominadas mixtas, deben ser deducidas ante los jueces del lugar en el cual exista la cosa sobre que la acción recaiga. Si comprendieren cosas ubicadas en distintos lugares, el juicio debe ser promovido ante los jueces del lugar de la situación de cada una de ellas (artículo 67).


			El Tratado de Montevideo de 1.940 repite los mismos textos (artículos 44, 45, 63 y 64). En consecuencia, los mencionados Tratados, imponen el fraccionamiento o la pluralidad de las sucesiones (67). Nuestro Código Civil es indeciso pues algunos pueden sostener que ha seguido, a rajatablas, el sistema pluralista y otro el de la unidad de las sucesiones. Lo cierto y a nuestro juicio, como ya hemos adelantado) se trataba de un sistema mixto donde se aplica la pluralidad de las sucesiones para los bienes inmuebles (ley del lugar de situación) y se abrirán tantas sucesiones, como bienes haya en distintos países; por otra parte, se aplica la ley personal o del domicilio cuando se trata de bienes muebles. 


			No se aparta el Código Civil y Comercial de estas soluciones y así dice el artículo 2643 que, son competentes para entender en la sucesión por causa de muerte, los jueces del último domicilio del causante o los del lugar de situación de los bienes inmuebles en el país respecto de estos. Vale decir que, si la cuestión no versa sobre acciones reales, sobre bienes situados en la Argentina, se trate de otros bienes y derechos, la competencia se defiere por el último domicilio del causante. Si se trata de inmuebles o de inmuebles en varios países hay que abrir la sucesión en el lugar de situación de los inmuebles, cuando se encuentren en nuestro país y respecto a la transmisión de estos inmuebles; sin perjuicio de las sucesiones que se abran en el extranjero para los otros inmuebles (pluralidad de sucesiones). 


			En definitiva, si hay inmuebles en varios países, se aplica la doctrina del fraccionamiento (pluralidad de sucesiones), con tantos procesos distintos en cuanto concierne a cada país en que esté situado cada inmueble (68). 


			Si el o los inmuebles se encuentran en la Argentina, la competencia es, sin duda, de los jueces argentinos. Y así se dijo que, resulta ajustado a derecho subsumir el caso de marras en las normas del nuevo Código de fondo para dilucidar la cuestión debatida. Partimos entonces del art. 2336, que en su primer párrafo reza “Competencia. La competencia para entender en el juicio sucesorio corresponde al juez del último domicilio del causante, sin perjuicio de lo dispuesto en la Sección 9ª, Capítulo 3, Título IV del libro Sexto. Vemos entonces que el legislador adoptó en materia de competencia en los procesos sucesorios el mismo criterio que el anterior codificador, aunque agrega una remisión, que nos traslada a las normas de Derecho Internacional Privado. Allí, el art. 2643 dispone “Jurisdicción. Son competentes para entender en la sucesión por causa de muerte, los jueces del último domicilio del causante o los del lugar de situación de los bienes inmuebles en el país respecto de estos”. Atento a las consideraciones vertidas en el apartado III) de la presente, ya no resulta gravitante en el caso de marras el último domicilio del de cujus, sino los bienes relictos dejados en la República, los que configuran la situación prevista en el art. 2643 del Código Civil y Comercial, determinando ello que resulte competente para entender en autos el Sr. Juez a quo (69).


			Si hay muebles registrables o de situación permanente también rige la ley del lugar de situación. Adviértase que el artículo 517 del CPCCN (artículo 515 del CPCCBA, mismo inciso) dice que, las sentencias de tribunales extranjeros tendrán fuerza ejecutoria en los términos de los tratados celebrados con el país de que provengan. Cuando no hubiese tratados, serán ejecutables si concurriesen los siguientes requisitos: 1) Que la sentencia, con autoridad de cosa juzgada en el Estado en que se ha pronunciado, emane de tribunal competente según las normas argentinas de jurisdicción internacional y sea consecuencia del ejercicio de una acción personal o de una acción real sobre un bien mueble, si éste ha sido trasladado a la República durante o después del juicio tramitado en el extranjero.


			La norma procesal deja a salvo el tema de los muebles, pues la competencia en materia de inmuebles es Argentina y no puede ejecutarse una sentencia extranjera sobre ellos. Los muebles pueden ser registrables y de situación permanente, algunos de un valor más importante que un inmueble (un yate, un crucero, un avión ejecutivo). En tal caso hay que ver, en cada proceso, de qué muebles se trata, si son depósitos en dinero, y también si se ha tratado de eludir la ley de un país trasladando los muebles, de gran valor, de un lugar a otro. También si hubiera acreedores en el país habría que abrir la sucesión en la Argentina para ellos (declaración de legítimo abono, por ejemplo). 


			Por lo tanto, la doctrina de la pluralidad de sucesiones no se aplica en todos los casos, sino que hace concesiones a un sistema mixto. Esto es lo que se dijo en un excelente fallo: 


			El Código Civil y Comercial contiene en su Título IV, del Libro sexto, disposiciones de Derecho Internacional Privado, cuyas normas constituyen un sistema destinado a favorecer la coordinación entre el ordenamiento argentino y los sistemas jurídicos de los demás Estados con los cuales se vinculan las situaciones privadas internacionales, cada vez más complejas en una realidad intensamente comunicada e interconectada (cfr. Lorenzetti, Ricardo Luis, “Código Civil y Comercial de la Nación comentado”, T. XI, pág. 473), llevando en algunos casos a apartarse del principio general enunciado en el párrafo anterior. Por otra parte, se hace cargo de la incidencia del fenómeno de la globalización como factor multi nacionalizador, no sólo de la relación comercial o de los negocios, sino de la vida cotidiana de los hombres, que impone la necesidad de una articulación entre los sistemas de derecho internacional privado, ya de fuente internacional ya de fuente interna (conf. Uzal, María Elsa y Masud, Pablo Raúl, en Curá, José María, «Código Civil y Comercial de la Nación Comentado» T. VII, pág. 724).


			Dentro de las disposiciones de Derecho Internacional (Título IV) el art. 2643 del Código Civil y Comercial de la Nación antes citado establece que: “Son competentes para entender en la sucesión por causa de muerte, los jueces del último domicilio del causante o los del lugar de situación de los bienes inmuebles en el país respecto de estos”.


			Conforme el artículo 2643 del CCC, de modo concurrente con la competencia del juez del último domicilio, se ha contemplado un “foro del patrimonio” con relación a los inmuebles.


			En el artículo 2644 del CCC se ha previsto, expresamente, la aplicación de la lex rei sitae a la transmisión de los bienes inmuebles por causa de muerte.


			Las dos normas hacen referencia solo a inmuebles, por lo que su texto no autoriza a extender la misma solución, sin más, a otro tipo de bienes.


			En el caso, tratándose de bienes muebles (acciones societarias y fondos depositados en cuentas bancarias) situados en un país con el cual no media un tratado internacional (EEUU), la competencia del juez argentino tiene su fuente en la primera parte del artículo 2643, por registrarse en esta jurisdicción el punto de conexión previsto en la norma -el último domicilio del causante-.


			Los Tratados de Derecho Civil Internacional de Montevideo de 1889 y 1940 siguen la teoría del fraccionamiento, ya que establecen que «la competencia es atribuida al tribunal del lugar de la situación del bien hereditario» (art. 66 del Tratado de 1889 y art. 63 del Tratado de 1940), aunque allí no se realiza concretamente una disquisición entre qué tipo de bienes producen este fraccionamiento de la jurisdicción y ley aplicable. No obstante, ello, este tribunal ya ha referido que los tratados en cuestión, en lo referido al tema en análisis, resultan aplicables para aquellas sucesiones en las que se pretendan trasmitir los derechos sobre bienes inmuebles y muebles con situación permanente, atribuyéndole la competencia a los jueces con jurisdicción en el lugar de su situación. Los que carecen de dicha situación se localizan en el último domicilio del causante (conf. Cámara Nacional Civil, Sala M, «Do Nascimento Hilda s/ sucesión», del 30/05/17) (70).


			En cuanto a la ley aplicable, el artículo 2.644 dice que, la sucesión por causa de muerte se rige por el derecho del domicilio del causante al tiempo de su fallecimiento. Respecto de los bienes inmuebles situados en el país, se aplica el derecho argentino. Vuelve a reafirmar el principio de la ley de situación del inmueble. 


			Por lo que se refiere a las formas se indica que, el testamento otorgado en el extranjero es válido en la República según las formas exigidas por la ley del lugar de su otorgamiento, por la ley del domicilio, de la residencia habitual, o de la nacionalidad del testador al momento de testar o por las formas legales argentinas (artículo 2645 CCC).


			Con relación a la ley anterior, sustancialmente análoga, en cuanto a los testamentos y sus formas se estableció la invalidez de un testamento otorgado en Venezuela, pues no se probó la ley extranjera y la ley argentina, en cuanto a las formas, establecía la invalidez del testamento. Es que, el artículo 3283 del Código Civil regula la sucesión por el derecho local del último domicilio del causante, sean los sucesores nacionales o extranjeros atribuyendo la competencia de los jueces locales. A su vez el artículo 3612 expresamente establece que el contenido del testamento, su validez o invalidez legal, se juzga por el domicilio del testador al tiempo de su muerte.


			Frente a la determinación de la competencia de la justicia argentina para conocer en el proceso sucesorio, es el magistrado actuante quien tiene atribuciones para apreciar si se ha probado debidamente la ley aplicable para declarar válido, en cuanto a sus formas, el testamento otorgado en el extranjero (CNCiv. Sala “C”, R.304588, autos “ISLEÑO, Nilda Esther s/ Sucesión testamentaria, 30/11/00). Los artículos 3634 y 3635 tratan la materia de la forma. Se sienta el principio general de la ley del lugar de otorgamiento del testamento, ya sea celebrado en el país o en el extranjero.


			La interesada debió probar el cumplimiento de las formas ordinarias de testar contempladas en el testamento público, el testamento ológrafo o el testamento cerrado (art. 3622 del Código Civil), lo que no ha sucedido en autos, motivo por lo cual los agravios no pueden prosperar. 


			Cabe señalar que el art. 13 del Código Civil expresamente dispone que la aplicación de leyes extranjeras en los casos que este Código la autoriza, nunca tendrá lugar sino a solicitud de parte interesada, a cuyo cargo será la prueba de la existencia de dichas leyes. Y su nota expresa: la ley extranjera es un hecho que debe probarse. De manera que, tratándose de un testamento que no es ológrafo ni fue redactado por escritura pública, la carga de probar su existencia incumbe a la interesada, lo que no se verifica en estos obrados, como señala la magistrada en la resolución impugnada (71). El fallo hace una correcta aplicación del artículo 377 del CPCCN en lo que concierne a la carga de la prueba del derecho extranjero. El testamento se había hecho a máquina y luego firmado por el testador lo que podía ser válido para la ley venezolana, pero no se acreditó en el caso de autos. El ológrafo así otorgado era inválido para la ley nacional. 


			13. Parte práctica. Modelos


			a) Modelo de opción por régimen de separación de bienes en el matrimonio


			ESCRITURA NÚMERO *****.-CONVENCIÓN MATRIMONIAL: ….- En la Ciudad de San Justo, Partido de La Matanza, Provincia de Buenos Aires, República Argentina, a los *** de **** de dos mil veinte, ante mí, … , Notario Titular del Registro número XXXX de este Partido y Provincia, COMPARECEN: Los cónyuges en primeras nupcias --- y --- ambos domiciliados en -----; personas hábiles, de tránsito aquí, a quienes identificó de acuerdo con el artículo 306 inciso “a” del Código Civil y Comercial de la Nación (72), con los documentos indicados que me exhiben y de los cuales agrego fotocopias autenticadas a la presente, doy fe.- Y DICEN que convienen en celebrar la presente CONVENCIÓN MATRIMONIAL, que se regirá por los siguientes cláusulas y condiciones: PRIMERO: Que los comparecientes se encuentran casados desde el ------, según Acta de Matrimonio número --- , Folio ---- del Registro Nacional de las Personas de la Ciudad y Partido de ----, que tengo a la vista para este acto, y agrego a la presente, doy fe; y que optarán por el régimen de SEPARACIÓN DE BIENES, que regirá los efectos patrimoniales durante su matrimonio a partir de la firma de la presente, manifiestan y acuerdan que: el mismo involucra todos sus bienes presentes y futuros que tengan o adquieran por cualquier título.- SEGUNDO: Asimismo, cada cónyuge hará suyos los productos, frutos, accesorios, valores nuevos y otros acrecimientos que se produzcan por cualquier título.- TERCERO: Las partes manifiestan que al presente no tienen deuda alguna.- CUARTO: Pertenecerán a cada futuro cónyuge, en forma individual, las utilidades y beneficios que obtengan por su trabajo, oficio, profesión, industria o comercio, tanto de las actividades actuales como de las que pudieran iniciar en el futuro en igual o distinto rubro o actividad.- QUINTO: A cada cónyuge le corresponde solventar los gastos y cargas que se produzcan sus propios bienes.- SEXTO: Cada uno será responsable por sus propias deudas.- SÉPTIMO: Cada cónyuge tendrá la libre administración y disposición de su patrimonio, pudiendo obligarse libremente, endeudarse y enajenar sus bienes bajo cualquier título.- OCTAVO: Las normas del Código Civil y Comercial de La Nación, regirán en todo momento en lo que hace al orden público del régimen patrimonial primario y supletoriamente en todo lo que no esté previsto en la presente convención.- NOVENO: Los esposos contribuirán al sostenimiento de las cargas del matrimonio cubriendo los gastos domésticos en proporción a sus recursos e ingresos, y responderán por ellos de forma solidaria para solventar las necesidades del hogar o el sostenimiento y educación de sus hijos.- DÉCIMO: Que según escritura número .- DÉCIMO PRIMERO: Los efectos jurídicos de la convención matrimonial comenzarán a regir a partir de la firma del presente, que para tal fin se redacta y será presentado ante el Registro Nacional Civil de las Personas, Delegación que corresponda, o cualquier otra dependencia.- Además manifiestan que no tienen privada, ni limitada su capacidad, ni existe sentencia que se las restrinja o las declare incapaces, siendo plenamente libres y capaces para otorgar la presente escritura.- LEO la escritura a los comparecientes, quienes se ratifican y firman por ante mí, doy fe.-


			

				

					2- Vocabulario jurídico, página 550 Acepciones 1 y 2. Edición de la Dirección de Informática de la Corte Suprema. 


				


				

					3- Enrique M. Falcón, Código procesal Civil y Comercial de la provincia de Buenos Aires, Editorial Rubinzal Culzoni, Santa Fe, Argentina, 2009, Tomo II, comentario al artículo 724, página 582. 


				


				

					4- Enrique M. Falcón, Tratado de Derecho Procesal Civil y Comercial, Editorial Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 2007, Tomo VII, página 9 y nota 2, parágrafo 1. 


				


				

					5- Derecho de las Sucesiones, 5ª edición actualizada, y ampliada, Astrea, Buenos Aires, 2008, Tomo 1, parágrafo 24, página 43 y nota al pie 2. 


				


				

					6- Decía el artículo 3279 del Código Civil derogado que, “La sucesión es la transmisión de los derechos activos y pasivos que componen la herencia de una persona muerta, a la persona que sobrevive, a la cual la ley o el testador llama para recibirla”


				


				

					7- ARTÍCULO 3417 del Código Civil derogado - El heredero que ha entrado en la posesión de la herencia, o que ha sido puesto en ella por juez competente continúa la persona del difunto, y es propietario, acreedor o deudor de todo lo que el difunto era propietario, acreedor o deudor, con excepción de aquellos derechos que no son transmisibles por sucesión. Los frutos y productos de la herencia le corresponden. Se transmiten también al heredero los derechos eventuales que puedan corresponder al difunto.


				


				

					8- Responde por las deudas del causante y las cargas de la sucesión con los bienes de ésta, pero también con todo su patrimonio (pues ha habido confusión).


				


				

					9- S. 93112 CAUSA 9.038/2005 - “Sánchez Nicolasa c/ Meyer Federico Carlos Fernando s/Sucesión s/ Indemnización por Fallecimiento del Empleador” - CNTRAB - SALA IV - 27/03/2008 (elDial.com - AA4758)


				


				

					10- C, M Isabel s/ SUCESIÓN AB-INTESTATO (Sentencia Interlocutoria - CNCIV - Sala E - Nro. de Recurso: E259073 - Fecha: 17-11-98) (elDial.com - AE1143)


				


				

					11- El texto originario del Código de Vélez Sarsfield, antes de la reforma por la ley 17711, indicaba que: La aceptación bajo beneficio de inventario no se presume: debe ser expresa. El heredero que quiera aceptar la herencia bajo beneficio de inventario, debe declararlo así, ante el juez a quien corresponde conocer de la sucesión, en el término de diez días. Cualquier otra declaración no tendrá efecto alguno, aunque sea un acto auténtico. Luego de la reforma de la ley 17711 el texto del artículo 3363 decía: Toda aceptación de herencia se presume efectuada bajo beneficio de inventario, cualquiera sea el tiempo en que se haga. La realización de actos prohibidos en este Código al heredero beneficiario importará la pérdida del beneficio.


				


				

					12- ARTÍCULO 3433 del Código Civil derogado - Todo acreedor de la sucesión, sea privilegiado o hipotecario, a término, o bajo condición, o por renta vitalicia, sea su título bajo firma privada, o conste de instrumento público, puede demandar contra todo acreedor del heredero, por privilegiado que sea su crédito, la formación de inventario, y la separación de los bienes de la herencia de los del heredero, con el fin de hacerse pagar con los bienes de la sucesión con preferencia a los acreedores del heredero. El inventario debe ser hecho a costa del acreedor que lo pidiere.


				


				

					13- CNTRAB - SALA VII, S.D. 40.677 del 28/12/2007 Expte. N° 6.493/05 “G, A c/Z A s/sucesión y otros s/extensión responsabilidad solidaria”. (F.-RB) (elDial.com - AL28BF). El “beneficio de inventario” se traduce en un modo de aceptación de herencia, en virtud del cual el patrimonio que la integra no pierde su unidad, es decir, permanece distinto, separado de los bienes personales de los herederos. De esta forma, se evita la confusión de patrimonios que conlleva a la responsabilidad “ultra vires hereditatis”, por la cual los herederos asumen a título propio las deudas del causante. Quiere decir que la aceptación de la herencia se presume bajo beneficio de inventario -el heredero responderá hasta y con la porción hereditaria- y rige la separación de patrimonios del difunto y del heredero (conf. arg. arts. 3363, 3365 y concordantes del Cód. Civil). Por ello, no cabe condenar solidariamente sin limitación patrimonial a las herederas del deudor fallecido (CNTRAB - SALA VII. S.D. 40.083 del 03/05/2007. Expte. Nº 49.049/94. “Sikomas, Alejandro Martín y otro c/Dunlit S.A. y otros s/despido”. (RB.-F.) (elDial.com - AL249F).


				


				

					14- § 1967. Responsabilidad del heredero, responsabilidades de herencia (1) El heredero es responsable de las responsabilidades del patrimonio. (2) Además de las deudas originadas por el testador, las deudas sucesorias incluyen las deudas de los herederos como tales, en particular las derivadas de los derechos, legados y condiciones de la porción obligatoria.


				


				

					15- Adolfo Castro Saez, Responsabilidad en la hereditas iacens en el Código de Luisiana, Universidad de Sevilla, VIII, Derecho de Sucesiones, página 587. Dice este autor que, durante ese lapso de tiempo la herencia es un ente dinámico, no estático, como el tráfico de las cosas y hombres que la rodean, porque la vida no se detiene ante la muerte, sino que la integra como un elemento más de su devenir cotidiano, en lo humano y lo explícitamente jurídico. 


				


				

					16- Entre estos cargos están los honorarios de los abogados que han trabajado para la masa. En este sentido se dijo que, en el proceso sucesorio, debe considerarse comunes todos aquellos trabajos que favorezcan a los demás herederos, cuando ellos hayan sido necesarios para el progreso de las etapas inexcusables para avanzar hacia la conclusión del sucesorio y que benefician a la masa. Por el contrario, son trabajos particulares aquéllos que se refieran a cuestiones incidentales o de interés particular de algún heredero o bien los que devienen inoperantes (“Schillaci, José s/ Sucesión” - CC0102 - MP 92398 RSD-75-95 S - 9-3-1995 Juez ZAMPINI (SD) elDial.com - W8302). 


				


				

					17- Procede rechazar el incidente de verificación de la deuda por expensas reclamadas por el consorcio acreedor, de un inmueble propiedad de la madre del fallido, por cuanto -como en el caso- no ha existido partición de los bienes que integran el patrimonio sucesorio de ésta; ello así nos encontramos frente a una herencia indivisa que ejerce fuero de atracción de todas aquellas acciones que promuevan los acreedores del causante (conf. artículo 3284, inciso 4° Código Civil). Sabido es que toda herencia se presume aceptada con beneficio de inventario (artículo 3363 Código Civil), el cual es un modo o modalidad de aceptación de la herencia que impide que gravite sobre el heredero todo el pasivo de la sucesión. Tal limitación de la responsabilidad del heredero es un principio que encuentra fundamento en la razón y equidad, pues no se puede suponer razonablemente que el heredero se obligue a pagar más de lo que recibe en herencia y los acreedores del causante no pueden exigirle más que lo que hubieran podido exigirle al difunto (conf. Bueres- Highton, Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinal y jurisprudencial”. T. 6A, pág. 160). Por tales razones, a los fines de obtener el reconocimiento de su crédito, y en virtud del fuero de atracción contemplado en el artículo 3284, inciso 4° Código Ci vil, el incidentista deberá efectuar las acciones pertinentes contra la sucesión de la madre del fallido (SOCOLOVSKY, MARCELO OSCAR S/ QUIEBRA S/ INCIDENTE DE VERIFICACIÓN DE CRÉDITO (POR CONSORCIO DE PROPIETARIOS DE LA CALLE CERRITO 1172/74) Cámara Nacional Comercial: A Fecha: 2011/04/07 elDial.com - AG205B). 


				


				

					18- Causa número 107.274 r.i. 48 del 3.3.09. “T. c/ T. s/inc. Reconoc. Mejoras” (G) Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de San Isidro - Sala II (elDial.com - SIB39).


				


				

					19- Dice Kielmanovich que el proceso sucesorio tiene por objeto establecer entonces las personas que suceden al causante o de cujus, los bienes que componen el acervo hereditario y, previa cancelación del pasivo que lo afecta, el saldo líquido partible entre quiénes son llamados por la ley o por la voluntad del testador a percibirlo (Código procesal Civil y Comercial de la Nación, ya citado, Tomo II, página 1185 y nota al pie 4485), 


				


				

					20- El juicio sucesorio es el procedimiento por el cual se determina la calidad de heredero, se establecen los bienes que forman el activo de la herencia, se comprueban las deudas que constituyen el pasivo, y, luego de procederse a su pago, se reparte el saldo entre los herederos de acuerdo al testamento, o falta de éste, de acuerdo con las disposiciones del Código Civil (CC0103 MP 145241 RSI-39-10 I 18-2-2010, “Contar S.A. c/ Borges, Walter Alberto s/ Cobro Ejecutivo”, Juba Civil y Comercial, B1408417).


				


				

					21- CC0001 SI 77409 RSD-325-98 S 14-7-1998, Juez MEDINA (SD) “Wernicke, Federico Roberto s/ Sucesión” Medina-Arazi- Cabrera de Carranza. Sumario JUBA B1700599.


				


				

					22- CC0102 MP 92732 RSI-855-94 I 25-11-1994 “F, C s/ Sucesión” Oteriño – Dalmasso. Sumario JUBA B1400992


				


				

					23- SCBA LP B 76921 RSI-191-21 I 27/05/2021 Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Mirwel Internacional S.A. y otro/a s/ Apremio provincial. Cuestión de competencia art. 7, ley 12.008; SCBA LP B 76500 RSI-337-20 I 21/10/2020 Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Abraham, María Mercedes s/ Apremio provincial. Cuestión de competencia art. 7, ley 12.008 SCBA LP B 73982 RSI-220-17 I 07/06/2017 Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Gómez, Alfredo Agustín s/ Apremio. Conflicto de competencia art. 7 inc. 1°, ley 12.008; Juba B4006461.


				


				

					24- Conf. Zannoni Eduardo A, Código Civil “Derecho de las Sucesiones”, Tomo I; Ed. Astrea, pág. 135; CNCiv., Sala B, junio 2-993 in re: “Gnese Carlos s/Suc”; LL 1994-D-127; Sala C, ED. 116-619; Sala G; LL, 1980-A, 429; CNCiv. Sala J. en Expediente número 32.997/2006 caratulado: “Gómez Osvaldo Norberto s/Sucesión s/art. 250 CPC”, del 26/09/2006). 


				


				

					25- Actuación completa de iniciación. Actuaciones hasta la declaratoria de herederos o hasta la aprobación del testamento. Diligencias y trámites hasta la orden judicial de inscripción de la declaratoria de herederos o del testamento.


				


				

					26- ARTÍCULO 35: En el proceso sucesorio cuando un solo abogado patrocine o represente a todos los herederos o interesados, su honorario se regulará sobre el monto del acervo, inclusive los gananciales, aplicando una escala del seis (6) al veinte (20) por ciento del total transmitido, y de acuerdo a las siguientes pautas: a) Las etapas establecidas en el artículo 28 inc. c) se computarán del siguiente modo: 1) actuaciones completas de iniciación: ¼ del total de los honorarios; 2) actuaciones hasta la declaratoria de herederos o aprobación del testamento: ¼ de los honorarios; y 3) trámites posteriores hasta la orden judicial de inscripción: ½ del total.


				


				

					27- ARTÍCULO 29.- Para la regulación de honorarios, los procesos, según su naturaleza, se considerarán divididos en etapas. Las etapas se dividirán del siguiente modo: a) La demanda y contestación en toda clase de juicios y el escrito inicial en sucesiones y otros juicios semejantes, serán considerados como una tercera parte del juicio; b) Las actuaciones de prueba en los juicios ordinarios y especiales, y las actuaciones realizadas hasta la declaratoria de herederos inclusive, serán consideradas como otra tercera parte; c) Las demás diligencias y trámites hasta la terminación del proceso en primera instancia, serán considerados como otra tercera parte del juicio. Los trabajos complementarios o posteriores a las etapas judiciales enumeradas precedentemente deberán regularse en forma independiente y hasta una tercera parte (1/3) de la regulación principal;


				


				

					28- Artículo 29 de la ley 5134.- Para la regulación de honorarios, los procesos, según su naturaleza, se considerarán divididos en etapas. Las etapas se dividirán del siguiente modo: a) Procesos Ordinarios: Los procesos ordinarios se considerarán divididos en tres etapas. La primera comprenderá la demanda o escrito de promoción, la reconvención y sus respectivas contestaciones; la segunda las actuaciones sobre prueba, o las declaratorias de herederos, o las actuaciones realizadas en los concursos hasta la verificación inclusive; y la tercera los alegatos y cualquier actuación posterior hasta la sentencia o inscripción de bienes en caso de sucesiones. Todo trabajo complementario o posterior a las etapas judiciales enumeradas precedentemente, deberá regularse en forma independiente y hasta una tercera parte de la regulación principal. Artículo 35.- En el proceso sucesorio cuando un solo abogado patrocine o represente a todos los herederos o interesados, su honorario se regulará sobre el valor del patrimonio que se transmite aplicando la escala del artículo 23 reducido en un veinticinco por ciento (25%); respecto a los bienes gananciales que correspondieren al cónyuge supérstite, se aplicará el cincuenta por ciento (50%) del honorario que correspondiere, reducido en un veinticinco por ciento (25%). También integrarán la base regulatoria los bienes existentes en otras jurisdicciones, dentro del país. En el caso de tramitarse más de una sucesión en un mismo proceso, el monto será el del patrimonio transmitido en cada una de ellas. Para establecer el valor de los bienes se tendrá en cuenta lo dispuesto en el artículo 25. Cuando constare en el expediente un valor por tasación, estimación o venta superior a la valuación fiscal, o la manifestación establecida en el segundo párrafo del inciso a) del artículo 25 de la presente ley, dicho valor será el considerado a los efectos de la regulación. Cuando intervengan varios abogados, se regularán los honorarios clasificándose los trabajos, debiendo determinar la regulación el carácter de común a cargo de la masa o particular a cargo del interesado. El honorario del abogado o abogados partidores en conjunto, se fijará sobre el valor del patrimonio a dividirse, aplicando una escala del dos por ciento (2%) al tres por ciento (3%) del total. Artículo 25.- Sin perjuicio de la pauta general establecida en el artículo 23, cuando el monto de los procesos sea susceptible de apreciación pecuniaria, se determinará: a) Cuando se trate de bienes inmuebles o derechos sobre los mismos, si no han sido tasados en autos, se tendrá como cuantía del asunto la valuación fiscal al momento en que se practique la regulación, incrementada en un cincuenta por ciento (50%). No obstante, reputándose a ésta inadecuada al valor real del inmueble, el profesional estimará el valor que le asigne, de lo que se dará traslado a él o los obligados. En caso de oposición, el juez designará perito tasador. De la pericia se correrá traslado por cinco (5) días. Si el valor que asigne el juez fuera más próximo al propuesto por el profesional, que el fiscal o el que hubiere propuesto el o los obligados, las costas de la pericia serán soportadas por este último; de lo contrario, serán a cargo del profesional.


				


				

					29- En la nota al pie, del artículo 3280 decía Vélez Sarsfield que, proemio y L. 3, tít. 13, Partida 6ª. No hay pues sucesión universal por contratos. Es permitido a los cónyuges en las convenciones nupciales hacerse algunas ventajas, pero nunca contratar su sucesión. La segunda parte del artículo es contraria a la máxima romana que no se puede morir parte testado y parte intestado, adoptada por la L. 14, tít. 3, Partida 6ª.


				


				

					30- (Sumario número 27608 de la Base de Datos de la Secretaría de Documentación y Jurisprudencia de la Cámara Civil). GALMARINI, POSSE SAGUIER. F097293 F. M. s/ SUCESIÓN AB-INTESTATO. 25/04/2019 CÁMARA NACIONAL DE APELACIONES EN LO CIVIL. Sala F. (elDial.com - AE2C0A).


				


				

					31- P, C E s/ SUCESIÓN TESTAMENTARIA - CÁMARA NACIONAL DE APELACIONES EN LO CIVIL - SALA A - 10/03/2016 LI ROSI, MOLTENI, PICASSO (elDial.com - AE2B38).


				


				

					32- SCBA LP C 119870 S 12/11/2020 Juez GENOUD (SD) Carátula: Olarán, Zulma Anahí y otra c/ Pereyra, Nancy Noemí s/ Incidente de exclusión heredero, Juba B4500443.


				


				

					33- 1401/2014 – “Sucesión de C A le Pide la Quiebra Barrientos Timoteo” – CNCOM – SALA B – 17/12/2015 (elDial.com - AA93B1).


				


				

					34- Expediente 56332/1997 - “Marcello María s/ quiebra” – CNCOM – SALA B – 25/06/2009 (elDial.com - AA56DF)


				


				

					35- 13.419/06 - “D E D s/ le pide la quiebra (sucesión de Héctor Jorge Tabak)” – CNCOM – SALA E – 03/07/2007 (elDial.com - AA4153)


				


				

					36- Dicen los autores del Anteproyecto que, los contrayentes tienen opción para elegir entre dos regímenes de bienes que se les ofrecen, siendo supletorio el de comunidad. Correlativamente, pueden cambiar el régimen durante el transcurso de su matrimonio. He aquí la modificación más evidente y, posiblemente, más importante, que trae el Proyecto que se acompaña. Si bien no ha contado con el apoyo unánime de la Comisión, la mayoría decidió su criterio considerando los criterios del Derecho extranjero, que la consagra con muy limitadas excepciones, y que resulta el sistema más adecuado a la igualdad jurídica de los cónyuges y a la capacidad de que gozan. Asimismo, parece el más adaptado a la realidad socioeconómica de las familias de nuestro tiempo y lugar.


				


				

					37- ARTÍCULO 456.- Actos que requieren asentimiento. Ninguno de los cónyuges puede, sin el asentimiento del otro, disponer de los derechos sobre la vivienda familiar, ni de los muebles indispensables de ésta, ni transportarlos fuera de ella. El que no ha dado su asentimiento puede demandar la nulidad del acto o la restitución de los muebles dentro del plazo de caducidad de seis meses de haberlo conocido, pero no más allá de seis meses de la extinción del régimen matrimonial. La vivienda familiar no puede ser ejecutada por deudas contraídas después de la celebración del matrimonio, excepto que lo hayan sido por ambos cónyuges conjuntamente o por uno de ellos con el asentimiento del otro.


				


				

					38- ARTÍCULO 461.- Responsabilidad solidaria. Los cónyuges responden solidariamente por las obligaciones contraídas por uno de ellos para solventar las necesidades ordinarias del hogar o el sostenimiento y la educación de los hijos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 455. Fuera de esos casos, y excepto disposición en contrario del régimen matrimonial, ninguno de los cónyuges responde por las obligaciones del otro.


				


				

					39- ARTÍCULO 465.- Bienes gananciales. Son bienes gananciales: a) los creados, adquiridos por título oneroso o comenzados a poseer durante la comunidad por uno u otro de los cónyuges, o por ambos en conjunto, siempre que no estén incluidos en la enunciación del artículo 464; b) los adquiridos durante la comunidad por hechos de azar, como lotería, juego, apuestas, o hallazgo de tesoro; c) los frutos naturales, industriales o civiles de los bienes propios y gananciales, devengados durante la comunidad; d) los frutos civiles de la profesión, trabajo, comercio o industria de uno u otro cónyuge, devengados durante la comunidad; e) lo devengado durante la comunidad como consecuencia del derecho de usufructo de carácter propio; f) los bienes adquiridos después de la extinción de la comunidad por permuta con otro bien ganancial, mediante la inversión de dinero ganancial, o la reinversión del producto de la venta de bienes gananciales, sin perjuicio de la recompensa debida al cónyuge si hay un saldo soportado por su patrimonio propio. Sin embargo, si el saldo es superior al valor del aporte ganancial, el nuevo bien es propio, sin perjuicio de la recompensa debida a la comunidad; g) los créditos o indemnizaciones que subrogan a otro bien ganancial; h) los productos de los bienes gananciales, y los de las canteras y minas propias, extraídos durante la comunidad; i) las crías de los ganados gananciales que reemplazan en el plantel a los animales que faltan por cualquier causa y las crías de los ganados propios que excedan el plantel original; j) los adquiridos después de la extinción de la comunidad, si el derecho de incorporarlos al patrimonio había sido adquirido a título oneroso durante ella; k) los adquiridos por título oneroso durante la comunidad en virtud de un acto viciado de nulidad relativa, confirmado después de la disolución de aquella; l) los originariamente gananciales que vuelven al patrimonio ganancial del cónyuge por nulidad, resolución, rescisión o revocación de un acto jurídico; m) los incorporados por accesión a las cosas gananciales, sin perjuicio de la recompensa debida al cónyuge por el valor de las mejoras o adquisiciones hechas con sus bienes propios; n) las partes indivisas adquiridas por cualquier título por el cónyuge que ya era propietario de una parte indivisa de carácter ganancial de un bien al extinguirse la comunidad, sin perjuicio de la recompensa debida al cónyuge en caso de haberse invertido bienes propios de éste para la adquisición; ñ) la plena propiedad de bienes cuya nuda propiedad se adquirió a título oneroso durante la comunidad, si el usufructo se consolida después de su extinción, así como la de los bienes gravados con derechos reales que se extinguen después de aquella, sin perjuicio del derecho a recompensa si para extinguir el usufructo o los otros derechos reales se emplean bienes propios. No son gananciales las indemnizaciones percibidas por la muerte del otro cónyuge, incluso las provenientes de un contrato de seguro, sin perjuicio, en este caso, de la recompensa debida a la comunidad por las primas pagadas con dinero de esta.


				


				

					40- Arnoldo Siperman, LOS PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO SUCESORIO Y EL TRÁMITE DEL JUICIO SUCESORIO, página 18. 


				


				

					41- Expediente 25889/2014 - “G. K., R. E. s/ Sucesión ab-intestato” – CNCIV – SALA I – 14/05/2015 (elDial.com - AA8F71)


				


				

					42-  Sentencia Número 74 - “Sucesión del Sr. Antonio Andrés Toledo c/Gamba Héctor Raúl -desalojo - vencimiento de término- (EXPTE. Número 1445340/36)” - CÁMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL Y COMERCIAL DE TERCERA NOMINACIÓN DE CORDOBA - 01/07/2008 (elDial.com - AA4B49)


				


				

					43- “Don Tomás Chas c/Consejo Nacional de Educación” - CSJN – 06/05/1905 (elDial.com - AA6F34). 


				


				

					44- No usamos la terminología de Carnelutti que distingue proceso de acierto, en el que el juez aplica la norma que corresponde y proceso dispositivo o de equidad en que el juez, al no haber norma, crea el derecho a pesar de lo espantoso que puede esto significar para los que niegan la función creadora de la jurisdicción (Francisco Carnelutti, Sistema de derecho procesal civil, Uteha Argentina, 1944, Tomo 1, página 158, número 40)


				


				

					45- El silencio opuesto a actos o a una interrogación no es considerado como una manifestación de voluntad conforme al acto o la interrogación, excepto en los casos en que haya un deber de expedirse que puede resultar de la ley, de la voluntad de las partes, de los usos y prácticas, o de una relación entre el silencio actual y las declaraciones precedentes (artículo 263 Código Civil y Comercial).


				


				

					46- CC0001 QL 7303 RSD-117-4 S 2-11-2004, “Jokel S.A. c/ Baumgart, Alberto s/ Escrituración”, Juba Civil y Comercial, B2902484. 


				


				

					47- CC0100 SN 960240 RSD-161-96 S 20-6-1996, “Alfredo Alvarez e hijos Soc. Colectiva c/ Sole Juan Domindo s/ Cobro de pesos”, Juba Civil y Comercial, B854553. 


				


				

					48- SCBA, Ac 48673 S 10-8-1993, “Werner Helmut Scheidl c/ Ida Buckingham de Pastrana y otros s/ Cobro de dinero y fijación de plazo”, Juba Civil y Comercial, B22571. 


				


				

					49- Alberto Montón Redondo, Derecho Jurisdiccional II, Proceso Civil, 16ª edición, Tirant Lo Blanch, Valencia, 2008, página 766 y siguientes. 


				


				

					50- La sucesión es un proceso de carácter voluntario que solamente tiene por objeto determinar los herederos del causante y conocer la cantidad y valor de sus bienes, pagar las deudas y luego repartir el saldo, razón por la cual son extrañas al mismo las controversias pertenecientes a los procesos de conocimiento (“C, J M y otra s/ Sucesión” - CC0102 - LP 219994 RSI-1053-94 I - 27-12-1994 elDial.com - W787A). 


				


				

					51- Eduardo J. Couture, Fundamentos del Derecho Procesal Civil, Depalma, Argentina, 1973, edición póstuma, página 48, número 30.


				


				

					52- Francisco Carnelutti, Sistema… citado, número 81 páginas 278 y 279. 


				


				

					53- Esta intervención del juez no obstante la falta del litigio se explica por la conveniencia de una comprobación segura de los presupuestos de efectos jurídicos determinados, de tal modo que éstos no se produzcan sin dicha intervención. Se trata de vigilar o de comprobar la actividad jurídica de los particulares en algunos casos en que la cualidad del sujeto, o la estructura o la función del acto, hace más grave el peligro de un mal uso de ella (Francisco Carnelutti, obra citada, página 279). 


				


				

					54- La intervención del Poder Judicial no se debe siempre a la existencia de un conflicto entre las partes, o de la reclamación ante el juez, ligada o no a ese conflicto y es, perfectamente posible, que el órgano jurisdiccional sea llamado a decidir, independientemente de si concurre la controversia también o no, de un lado, para controlar la legalidad y así en materia de derecho de sucesiones elevar a escritura (protocolizar) un testamento ológrafo, etcétera (Juan Luis Gómez Colomer, Derecho Jurisdiccional II, Proceso Civil, 16ª edición, Tirant Lo Blanch, Valencia, 2008, página 888 y siguientes). 


				


				

					55- La nota distintiva entre los procesos contenciosos y los no contenciosos, la constituye el conflicto de intereses que es característico de los primeros. No debe confundirse conflicto de intereses con controversia judicial; pues puede no existir esta última, pero si el conflicto, como sucede cuando el demandado se allana a las pretensiones del actor o cuando ambas partes, de común acuerdo, piden un pronunciamiento judicial para resolver una cuestión litigiosa (Enciclopedia Jurídica 2020).


				


				

					56- Eduardo J. Couture, Fundamentos del Derecho Procesal Civil, ya citado, páginas 30, 35, 45 y siguientes. 


				


				

					57- Guasp, Jaime, Derecho procesal civil, 3ª edición corregida, Tomo segundo, Parte Especial, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1968, pág. 945; citado por Ignacio M. Soba Bracesco en su opúsculo Procesos voluntarios: cuestiones teóricas y actualidad del debate y sus notas 2 y 3.


				


				

					58- Este es dice Couture otro elemento de la jurisdicción voluntaria. Dice que tampoco tiene controversia. Si ésta apareciere, si a la pretensión del peticionante se opusiese alguien que se considera lesionado por ella, el acto judicial no jurisdiccional se transforma en contencioso y, por lo tanto, en jurisdiccional… Al actuar (el juez) inaudita altera pars, carece de uno de los elementos más convenientes en la emisión de un juicio jurídico: La comprobación de una tesis con una antítesis (Eduardo J. Coture, obra citada, página 49). 


				


				

					59- (F. J. M. s/ GUARDA SENTENCIA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA., 25/11/2011), Id SAIJ: SUV0091500.


				


				

					60- CC0101 MP 109476 RSI-345-99 I 22-4-1999, “B. V s/ Sucesión”, Juba Civil y Comercial, B1351855.


				


				

					61- CC0000 DO 83645 RSD-434-5 S 18-11-2005, Juez PORTIS (SD), “C, A s/ Sucesión”, Juba Civil y Comercial, B950885.


				


				

					62- SCBA LP Rc 123061 I 14/08/2019 G, M H s/ Sucesión ab intestato; SCBA LP Rc 119854 I 13/05/2015 Araujo, Fernando José. Sucesión ab-intestato; SCBA LP Ac 104741 I 01/10/2008 Gallo de Casanova, Rosa y otros s/Sucesión ab intestato y su acum. 1 Casanova, Eduardo Juan y otro/a. sucesión ad intestato. Incidente de comp. e/ Juzg. Civ. y Com. nº 1 de Lomas de Zamora y Juzg. Civ. y Comercial nº 9 de La Plata; SCBA LP Ac 99392 I 09/05/2007 F, R J y otra s/Sucesión ab-intestato. Incidente de competencia e/Juzgado Civil y Comercial n°3 de San Martín y Juzgado Civil y Comercial n° 5 de Mercedes; SCBA LP Ac 98581 I 13/09/2006 N, E A s/Sucesión ab-intestato. Incidente de competencia e/ Juzgado Civil y Comercial n° 10 de San Martín y Juzgado Civil y Comercial N° 4 de San Isidro; SCBA LP Rc 123965 I 16/06/2020 D.N.S.B. c/ Sucesores de F.R. s/ Acciones de reclamación de filiación; SCBA LP Rc 123092 I 08/05/2019 Verón, David Jorge c/ Olivera, Angela Yolanda y otros s/ Daños y perjuicios; SCBA LP Rc 116772 I 24/10/2012 Calandria, Patricia y otra c/Zednik, Rodolfo Carlos y otro s/Daños y perjuicios; SCBA LP Ac 37923 I 01/09/1987 Carradoni, Juan s/Beneficio de litigar sin gastos; Juba B35930.


				


				

					63- Jorge L. Kielmanovich, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ya citado, Tomo II, páginas 1191 y 1192 y sus citas). 


				


				

					64- Víctor N. Romero Del Prado, Derecho Internacional Privado, Editorial Asandri, Córdoba, República Argentina, año 1961, Tomo II, páginas 409 y 410. 


				


				

					65- JZ0000 TO 864 I 2-7-2003, “D F, F s/ su sucesión ab intestato”, Juba Civil y Comercial, B9991056.


				


				

					66- Expediente Número 52.681-16 - “D., R. y Otros c/ D. E. s/sucesión s/ejecución de convenio” – CNCIV – SALA F – 08/03/2017 (elDial.com - AA9E7B)


				


				

					67- Dice Kielmanovich que, dentro del sistema del Tratado de Montevideo de 1940, se ha dicho que de existir bienes inmuebles en el extranjero, las normas internacionales vigentes en materia de jurisdicción y ley aplicable a las sucesiones imponen el fraccionamiento; vale decir que cada Estado signatario se reserva competencia para resolver una parte de la sucesión, como si se tratara de un todo, pero solo en relación a los bienes situados en su territorio (Código procesal Civil y Comercial de la Nación, ya citado, Tomo II, página 1192 y su cita 4.520). 


				


				

					68- En el caso de un inmueble situado en la República de Chile se estableció la incompetencia del juez argentino por aplicación de las normas que venimos reseñando. Así se dijo que, en tal sentido el art. 2336 del nuevo cuerpo normativo indica que la competencia para entender en el juicio sucesorio corresponde al juez del último domicilio del causante, sin perjuicio de lo dispuesto en la Sección 9°, Capítulo 3°, Título IV, del Libro Sexto. El mencionado título refiere a las disposiciones de Derecho Internacional Privado, que en materia de sucesiones por causa de muerte confiere la competencia a los jueces del último domicilio del causante o el del lugar de situación de los bienes inmuebles en el país respecto de estos. En esa misma línea se prevé que respecto de los bienes inmuebles situados en el país se aplica el derecho argentino (arts. 2643 y 2644, Código Civil y Comercial de la Nación). A mayor abundamiento y a modo de ejemplo, también se establece que los jueces argentinos son exclusivamente competentes para entender en materia de derechos reales sobre inmuebles situados en la República (art. 2609, Cód. cit.). Aplicando en sentido contrario las pautas antes referidas, solo se puede concluir que no resulta competente el Sr. Juez de la instancia anterior para conocer en materia de derechos hereditarios relacionados con bienes inmuebles ubicados en el extranjero. Es esos mismos términos se ha expresado que la doctrina nacional especializada, al entender que la interpretación que corresponde efectuar es igual a la que regía con el anterior sistema y que era aplicado por los jueces como un sistema plural cuando había inmuebles. Así se está en presencia de una unidad legislativa y una pluralidad jurisdiccional por haber una jurisdicción concurrente. (Rodríguez Mónica Sofía “La regulación de las sucesiones en el Derecho Internacional Privado Publicado en: RCCyC 2015 (octubre), 211 Cita Online: AR/DOC/3055/2015). Tampoco resulta eficaz el fundamento relativo a que el presunto único heredero tiene su domicilio en esta ciudad. Es que esa circunstancia sólo tiene relevancia para el supuesto de existir acreedores del difunto. De tal forma se les otorga a aquellos una opción en la elección del juez competente desde el aspecto territorial, para ejercer sus pretensiones personales. En consecuencia, si bien el Sr. Magistrado resulta competente en lo que concierne a la apertura del proceso sucesorio, no puede extender esa circunstancia a los derechos hereditarios del bien inmueble ubicado en el exterior (“L. M. s/ sucesión ab-intestato” - CNCIV – SALA B – 18/11/2016 Buenos Aires, 18 de noviembre de 2015.- SDB elDial.com - AA9B40). 


				


				

					69- Expediente 1-60315-2015 - “G. J. C. s/Sucesión Ab-Intestato” – CÁMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL Y COMERCIAL DE AZUL (Buenos Aires) – SALA PRIMERA - 18/08/2015 (elDial.com - AA9124)


				


				

					70- Expediente Número 19622-2020 – “S. G. s/sucesión ab-intestato” – CNCIV – SALA H – 07/10/2021 (elDial.com - AAC80D)


				


				

					71- Expediente A-1273-4 - “B. B. G. S. S/ Sucesión testamentaria” - CÁMARA PRIMERA DE APELACIÓN EN LO CIVIL Y COMERCIAL DE SAN ISIDRO (Buenos Aires) – 28/08/2014 (elDial.com - AA8A52)


				


				

					72- ARTÍCULO 306.- Justificación de identidad. La identidad de los comparecientes debe justificarse por cualquiera de los siguientes medios: a) por exhibición que se haga al escribano de documento idóneo; en este caso, se debe individualizar el documento y agregar al protocolo reproducción certificada de sus partes pertinentes.


				


			


		




		

			II. La competencia


			1. Competencia en materia de proceso sucesorio


			a) Determinación por el último domicilio del causante


			Es competente para entender en el juicio sucesorio el juez del lugar del último domicilio del causante (artículo 2336 del Código Civil y Comercial (73)). 


			Para la determinación del domicilio hay que acudir al Código Civil y Comercial, entendiéndose por último domicilio, el real del causante. 


			De acuerdo al artículo 73 del Código sustantivo: “Domicilio real. La persona humana tiene domicilio real en el lugar de su residencia habitual. Si ejerce actividad profesional o económica lo tiene en el lugar donde la desempeña para el cumplimiento de las obligaciones emergentes de dicha actividad”. 


			b) No es domicilio el lugar donde accidentalmente fallece


			Debemos poner de resalto que domicilio no es el lugar donde, accidentalmente, fallece el causante, sino que, para el domicilio se aplican las reglas ya vistas del Código Civil y Comercial (74). 


			En primer lugar, conviene destacar que el supuesto bajo análisis ha sido uno de los capítulos expresamente reformados por el nuevo ordenamiento civil y comercial vigente en el país. El cual, en su art. 2336, consagra la competencia del juez del último domicilio del causante aún en el caso de heredero único. Con meridiana claridad el Dr. Lorenzetti interpreta la norma afirmando que el juez del domicilio al tiempo de la muerte del causante es a quien inexorablemente le corresponde la competencia en materia sucesoria, aun existiendo heredero único, supuesto que habilita, solo, que las acciones personales de los acreedores del causante puedan dirigirse, a opción del acreedor, ante el juez del domicilio del heredero único o ante el del último domicilio del causante (cfr. Ricardo Luis Lorenzetti, Código Civil y Comercial de la Nación, Comentado, T. X, Ed. Rubinzal Culzoni, Bs.As. 2015, pp. 603/604).


			En suma, al tratarse de una disposición sobre competencia, rige el principio de aplicación inmediata y así lo ha venido destacando la jurisprudencia de la CSJN las nuevas leyes sobre procedimiento y competencia se aplican a las causas pendientes´ (CSJN, 22-12-98, DJ, 1999-2-745; 9-8-2001, L.L. 2001-F-477); siempre que ello no prive de validez a los actos procesales cumplidos, ni se deje sin efecto lo actuado de conformidad con las leyes anteriores (cfr. autora cit. p. 111) (75).


			2. Prueba del domicilio


			En cuanto a la prueba del domicilio está a cargo de los que pretenden iniciar la sucesión, sea en CABA, en las provincias o en determinado departamento o territorio de la provincia de Buenos Aires. 


			a) El domicilio que consta en el certificado de defunción


			La primera prueba del domicilio es la que surge del Acta o Certificado de defunción; aunque generalmente ello constata el lugar en donde ocurre el fallecimiento que, a veces, no coincide con el domicilio donde vivía últimamente el causante.


			En un supuesto de sucesión testamentaria y, aplicando el artículo 2336 del CCC, un juez nacional se declara incompetente porque el último domicilio del causante se encontraba en extraña jurisdicción. Ese domicilio era el de un hogar al que fue trasladada la causante, transitoriamente por su estado de salud y cuidados necesarios en los últimos días, que se encontraba en la Provincia de Buenos Aires y es el domicilio consignado en la partida de defunción. La Cámara Nacional Civil admitió la prueba en contrario, mediante informe de la Cámara Nacional Electoral y de otros organismos que acreditan último domicilio en CABA. Además, el único bien de la causante se encuentra en dicha jurisdicción. En consecuencia, revoca la resolución que declaró la incompetencia. 


			Entre otras cosas dice el fallo que, de conformidad con el art. 2336 parte 1° del Cód. Civil, “la competencia para entender en el juicio sucesorio corresponde al juez del último domicilio del causante”.


			Se ha sostenido que “en la partida de defunción, en general, consta el domicilio del difunto, pero como este documento prueba el deceso y el lugar en que ocurrió, y no el domicilio que tenía el causante, tal constancia es solo una presunción que admite prueba en contrario sin necesidad de impugnarlo” (conf. Jorge H. Alterini, Código Civil y Comercial de la Nación Comentado, Tomo XI, pág. 286, ed. La Ley).” s del caso señalar, además, que el bien que compone el acervo hereditario se corresponde con el del domicilio que se le atribuye a la causante en esta jurisdicción (76).


			Sin embargo, algunos fallos entienden que el domicilio que surge del certificado de defunción es una presunción jerarquizada de que ese fue el último domicilio. Así se dijo que, el domicilio que tenía el difunto al tiempo de su muerte determina el lugar en que se abre la sucesión. Por tratarse de una norma de orden público no es disponible y, para determinar el último domicilio del causante, en principio debe estarse a lo que resulta de la partida de defunción, dato que puede desvirtuarse mediante prueba en contrario. Ahora bien, si los informes producidos por AFIP, Policía Federal y Registro Nacional de las Personas, arrojan domicilios que el causante habría tenido tanto en extraña jurisdicción como en Capital Federal, no resultan suficientes para tener por desvirtuada la presunción jerarquizada que resulta del certificado de defunción (77).


			b) Prueba con el Documento Nacional de Identidad y su último número de trámite (78)


			Se puede probar el domicilio con el Documento Nacional de Identidad del que conste el último domicilio del causante o con oficio al Registro Nacional de las Personas (Renaper). En la parte inferior del documento figura el ID (número de trámite), el que verifica si es el último (el vigente), en el que consta el último domicilio.


			Por ello, en caso de duda, se puede oficiar al Renaper, con el ID que aparece en el documento. Con esta imagen indicamos el lugar donde aparece el número de trámite:


			[image: ]


			Aquí tenemos otra imagen:


			[image: ]


			c) Prueba de un domicilio distinto del DNI y su ID


			Ahora bien, este domicilio, que aparece en el DNI, admite que se demuestre que, en realidad, el occiso no tuvo allí su último domicilio (lo había cambiado fácticamente y no en su documento). 


			Si se quiere probar en contra de las constancias de tal domicilio, por no haberse modificado en el DNI, la prueba debe ser clara y concreta (compra de un inmueble, servicios a su nombre, domicilio en la AFIP, etcétera). 


			Kielmanovich indica que, cuando la prueba del domicilio del causante es dudosa o resulta contradictoria, la competencia se determina por el domicilio de los únicos herederos presentados, si no hay otro que lo contradiga (79).


			Cuando no hay una prueba concreta de otro domicilio debe estarse al denunciado en el certificado de defunción. En este sentido, por tratarse la determinación del domicilio de una cuestión de hecho, serán válidos todos los medios y toda clase de prueba, siendo pauta importante el que se asiente en la partida de defunción, dado el carácter de instrumento público que le asignan los arts. 979, inc. 2º del Código Civil y 24 del Decreto-Ley 8204/63 (80). 


			d) Medios de prueba 


			En caso de conflicto para determinar el lugar del último domicilio del causante -a los fines de la apertura del sucesorio-, son válidos todos los medios de prueba, particularmente la instrumental de fecha más próxima a la muerte. La partida de defunción por sí sola no es suficiente para acreditarlo, sino que sirve como antecedente que puede desvirtuarse por otros medios (81).


			Por ende, cuando se alega un domicilio distinto al que figura en la partida de defunción depende del mérito de la prueba acumulada sobre el particular que debe ser categórica, aun siendo válidos todos los elementos de convicción, ya que la duda hace suponer que el domicilio lo tenía en el lugar del fallecimiento y allí debe abrirse el juicio sucesorio. (Sumario N° 16680 de la Base de Datos de la Secretaría de Jurisprudencia de la Cámara Civil - Boletín N° 1/2006) (Cámara Nacional Civil Sala B R.433407 “ANSELMO, Elsa Felisa s/ SUCESIÓN ABINTESTATO” del 1/09/05) (82). 


			En este fallo se aparta, sin embargo, de lo dicho, pues se había fijado su domicilio en la provincia solo para ubicar a la causante en un hogar de ancianos y había la prueba concreta de que vivía en la Capital Federal. Así se dijo que, en el caso, según se desprende de la partida de defunción glosada a fs. 1 el causante tenía su domicilio en O. ..., Tortuguitas, Malvinas Argentinas, Provincia de Buenos Aires. No obstante, la recurrente afirma que su hermana se domiciliaba en esta ciudad en su domicilio de la calle B. ... 2do. piso Dto. B., y que solo fue trasladada transitoriamente a un hogar conforme se reseñó precedentemente. Ahora bien, tal afirmación aparece avalada por la documentación que se ha anexado a los fines de acreditar el domicilio de la causante en esta ciudad (conf. Fs. 2, 7, 17/21) e informes del Syntis (fs. 28/29) y de la Cámara Nacional Electoral (fs. 31/2), lo que a nuestro entender resulta suficiente, para desvirtuar lo consignado en la partida de defunción; más allá de lo que se desprende del informe del RENAPER donde se denunció el domicilio en Provincia de Buenos Aires, recién un mes antes de su fallecimiento, lo que torna veraz el argumento expuesto por la recurrente en torno a los motivos por los cuales se procedió de esa manera. A mayor abundamiento es del caso señalar además, que el bien que compone el acervo hereditario se corresponde con el del domicilio que se le atribuye al causante en esta jurisdicción. En mérito a lo expuesto se verifican los supuestos que autoricen el desplazamiento de competencia pretendido.


			La prueba del domicilio no implica una prórroga de competencia, sino, probar el real domicilio, es decir fijar la competencia ante el juez natural de la causa. En la causa “Almara, Jorge Osvaldo s/ sucesión ab intestato” (expediente número LM 21518/2021) C C y C LM Sala II 17/11/21” ante la declaración de incompetencia del juez de grado, los herederos apelantes reiteran la prueba que habían adjuntado junto con el libelo de inicio “ Credencial de PAMI, Hisopado efectuado en el domicilio de La Matanza, credencial DAS, declaración jurada de convivencia efectuada en el año 2018 por el causante en el Departamento Judicial de La Matanza y constancia de cochería Lauria de La Matanza, Cédula de Identidad, DNI, Licencia de conducir del año 2019, impresión del mail de reserva en el complejo de Entre Ríos, documentación médica de Buenos Aires, listado de médicos tratantes, copia de Historia Clínica, impresión del padrón electoral año 2015 y la que surge actual con el mismo domicilio, notificaciones del senado, lugar donde trabajaba y prestaba servicios recibidas en el domicilio, fotos de reconocimientos por haber sido consejero escolar en La Matanza, como así también reconocimientos por su actividad en este Municipio, servicios de Naturgy, Movistar, resúmenes de tarjetas de crédito, estudios de distintos años en Clínica Cruz Celeste de Villa Luzuriaga, tratamientos de su médica tratante, también de La Matanza, préstamo de ANSES gestionado en la UDAI de San Justo, turnos de ANSES de San Justo, Pantalla de base de datos de ANSES con domicilio en La Matanza, comprobantes de su seguro automotor, comprobantes de ARBA, estudios realizados por laboratorio Vinegra Zanuso en el domicilio del causante: Carabobo 4563, información sumaria surge que el domicilio real corresponde al situado en la calle “Carabobo N° 4563, Villa Luzuriaga, Partido de La Matanza, Provincia de Buenos Aires”. Claramente el domicilio, en virtud del cual el magistrado de grado se declaró incompetente, era un domicilio en el cual el causante se encontraba de paso, lejos de ser el domicilio real del que habla el código de fondo. En igual sentido dictaminó el agente fiscal, a quien siempre se le debe dar intervención con carácter previo a resolver una cuestión de competencia.


			El domicilio es el factor determinante de la competencia territorial en materia sucesoria, y en caso del causante con último domicilio en el país, se aplican estrictamente las disposiciones de los arts. 73 y 78 del nuevo Cód. Civil que se corresponden similarmente con los arts. 89 y 90 del código anterior (“Curso de Procedimiento Sucesorio”, Héctor R. Goyena Copello, Ed. La Ley, ed. 2018, pág. 44). Se ha dicho que Si bien el certificado de defunción solo prueba el deceso del causante, pero no su domicilio, corresponde tener como su último domicilio a los fines de la tramitación del proceso sucesorio el denunciado en aquel certificado, cuando la prueba arrimada no resulta suficiente para tener por acreditado que el causante se domiciliaba en la jurisdicción del tribunal donde se instó el proceso sucesorio (Cámara Nacional Civil, Sala E -1-10-2007, “Rossi, Susana Mabel s/ Sucesión”, AR/JUR/5934/2007, citado por Graciela Medina en la obra ya citada, p. 72) (83).


			En un caso importante, se había iniciado una sucesión en CABA, alegando el heredero (cónyuge en segundas nupcias) que el domicilio que figuraba en la partida de defunción no era el correcto (Olivos, Provincia de Buenos Aires), con lo que logró mantener la competencia de Capital, invocando un supuesto domicilio en esa sede. Pero se había iniciado una sucesión en San Isidro y el hermano de la causante se presenta y pide la nulidad de todo lo actuado porque nunca se domicilió la causante en Capital. El juez de primera instancia la rechazó por extemporánea, pero la Cámara en un correcto fallo declaró la nulidad absoluta de todo lo actuado con costas de ambas instancias al que inició la sucesión que había invocado un domicilio falso. Así se dijo que, de las pruebas producidas en la causa emana sin lugar a dudas que el peticionante en esta sucesión supo desde un principio que el dato denunciado en sentido de que el último domicilio de la causante se hallaba en la calle M. ... depto. “B” de esta Ciudad, era falso. Y a pesar de ello, postuló y argumentó deliberadamente ese hecho como presupuesto para lograr que la sucesión por él promovida quedase radicada en la Ciudad de Buenos Aires, logrando así sustraer la competencia de la causa de su juez natural para avanzar en un reconocimiento de un derecho en ausencia de todo contradictor. Obtenido su objetivo, se presentó inmediatamente y sin mediar explicación razonable de su obrar, ante el juez provincial de la sucesión pretendiendo hacer valer el reconocimiento obtenido en esta sede.


			De la propia actuación liminar del interesado emana la contradicción en la que incurre. Por un lado, afirma que en el inmueble denunciado como bien de titularidad de la causante funcionaba la clínica o geriátrico en la que había residido en su última enfermedad (falseando una realidad diferente por él conocida, según surge de su propio relato); y por otro lado, ocultó el dato por él conocido del lugar donde efectivamente estuvo internada la Sra. P. antes de fallecer.


			La causante, en sus últimos años de vida, no mudó su domicilio del que fue el lugar en el que residió siempre, en el que poseía sus bienes inmuebles, gestionaba sus cuentas bancarias, percibía su jubilación, atendía su salud, recibía asistencia alimentaria municipal, participaba en organizaciones intermedias.


			Una directriz categórica es la de considerar que padecen nulidad absoluta los actos realizados en fraude a la ley (conf. arts. 1044, 1045 y 953 del Código Civil), máxime si se considera que la ley defraudada pertenece al conjunto de normas que reglamentan garantías constitucionales en las que, sin lugar a dudas, el orden público se encuentra comprometido (Rivera, Julio César, Instituciones de Derecho Civil, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 2004, tomo II, pág. 889, 890 y concordantes). De ahí que asista razón al recurrente al plantear que la convalidación, que constituye el argumento central de la decisión del a quo, sería inoficiosa si se atiende a la naturaleza de la nulidad invocada, ya que uno de los efectos propios de toda nulidad absoluta es que no es susceptible de confirmación (art. 1047 del Código Civil) (84).


			3. Prórroga de competencia en la Provincia de Buenos Aires (85)


			Ahora bien, puede prorrogarse (86) la competencia territorial si hubiere conformidad de todos los herederos (artículo 1 CPCC) (87) y siempre dentro del mismo territorio de la Provincia de Buenos Aires. Así, por ejemplo, el causante tenía su último domicilio en la ciudad de Castelar, por lo que resultan competentes los jueces del Departamento Judicial de Morón; sin embargo, por acuerdo de todos los herederos se prorroga la competencia al Departamento Judicial de La Plata. En ese sentido se ha expresado: “Según el art. 3284 del Cód. Civil, es competente para entender en la sucesión del causante, el juez de su último domicilio. Y esta norma ha sido calificada de orden público, o sea -en buen romance- indisponible, por principio, para las partes. Sin embargo, se ha decidido que, dentro del territorio de la provincia, puede aceptarse la prórroga. Esto así por aplicación de lo normado en el artículo 1° del Código Procesal, que tiene vigencia -como es obvio- sólo dentro del ámbito bonaerense. Por lo que mal puede fundar una prórroga de la competencia que corresponde a la Capital Federal, por haber sido allí el lugar del último domicilio del causante” (88).


			La prórroga de jurisdicción respecto de los juicios sucesorios, es procedente en la medida que exista conformidad de todos los herederos (89). 


			La prórroga de jurisdicción de los juicios sucesorios, es procedente en la medida que exista conformidad expresa o tácita de todos los llamados a recoger la herencia (arts. 1 y 2 CPCC); toda vez que la misma ha sido determinada por la ley en vista del interés privado de los litigantes, ya que no está en juego, en principio, el orden público. En mérito a tales premisas, y aun cuando las herederas instituidas no manifestaran expresamente en su escrito de inicio que querían apartar esta causa del conocimiento de los jueces del departamento, dicha voluntad - en el caso- surge tácitamente al haber sometido la cuestión a los jueces de este departamento judicial (art. 2 último párrafo, cód. cit.); máxime, cuando ello resulta corroborado asimismo con lo manifestado expresamente a posteriori del auto recurrido por las presentantes, en dicho sentido. Una interpretación distinta conllevaría a un formalismo carente de significación procesal útil, contraria a los principios generales sobre prórroga de la competencia antes señalados (90). Es que, la prórroga de competencia territorial en las sucesiones es procedente en la medida que exista conformidad de todos los herederos y para ello es necesario, que todos se presenten en forma conjunta solicitándola, a obtenerse posteriormente la conformidad. Ello, evidentemente, no ocurre en el caso, por cuanto el co-heredero de autos ha manifestado expresamente su oposición a la prórroga de competencia, razón por la cual al no existir la necesaria conformidad, resultando improcedente (91).


			Parte de la doctrina efectúa una crítica respecto a la prórroga de competencia territorial por entender que de esta forma se estaría perjudicando el interés de los acreedores de la sucesión por cuanto podría “… Tornar incobrable en más de una oportunidad un crédito legítimo, por lo oneroso que podría resultar el traslado de papeles, aparte de necesitar profesionales en el lugar con el cual quizá no se guarde ninguna relación…” (92).


			4. Heredero único. El hecho que los acreedores puedan iniciar las acciones personales en el domicilio del heredero, no altera la competencia del juez del sucesorio (último domicilio del causante)


			En relación al heredero único el código vigente, en su artículo 2336, establece la competencia en materia sucesoria y en su último apartado dispone “Si el causante deja solo un heredero, las acciones personales de los acreedores del causante pueden dirigirse a su opción, ante el juez del último domicilio del causante o ante el que corresponde al domicilio del heredero único”. Similar redacción al artículo 3285 del derogado CC, el cual solo fijaba la jurisdicción del juez al que corresponde entender en las acciones personales que se dirijan contra el heredero único aceptante de la herencia, pero no señala un principio distinto sobre la competencia judicial para el trámite sucesorio, que es la que resulta del último domicilio (93). 


			En este mismo sentido se dijo que, si el último domicilio del causante se encuentra en extraña jurisdicción, no obstante que el acta de defunción solo prueba el deceso del causante, pero no su domicilio, debe señalarse que constituye una pauta importante para determinar este último y es susceptible de desvirtuarse por otros medios el domicilio que allí conste.


			Por otra parte, la excepción que se contempla en el último párrafo del art 2336 del Código Civil y Comercial de la Nación, al igual que lo establecía el art 3285 del Código Civil derogado, para los casos en que exista un solo heredero, se refiere a que los acreedores del difunto deberán promover las acciones que les competan ante el juez del domicilio de ese heredero, después de que hubiera aceptado la herencia, sin modificar la norma establecida en el primer párrafo de la norma citada, en materia de competencia territorial del juicio universal, determinada por el último domicilio del difunto.


			Por lo demás, la competencia territorial en materia sucesoria, es de orden público e improrrogable por acuerdo de partes y sólo cede ante razones de conexidad evidente, que autorizan la acumulación de sucesiones y que no concurren en el “sub examine” (94).


			Lo que altera la regla es el fuero de atracción de las acciones personales, cuando hay heredero único los acreedores pueden iniciar las acciones ante su domicilio, sin que sean atraídas por el juez del sucesorio. Incluso la norma (artículo 2336 CCC) brinda la opción de demandar ante el juez del último domicilio del causante o ante el del domicilio del heredero único.


			En sentido diverso se dijo que, para que opere el desplazamiento de jurisdicción al juez del domicilio del único heredero deben concurrir los siguientes presupuestos: i) existencia de un único heredero; ii) que este último tenga su domicilio en una jurisdicción diversa a la del último domicilio del causante; iii) que se haya efectivizado la aceptación de la herencia. No debe perderse de vista, además, que la interpretación de esta regla, desde luego, es de carácter restrictivo, pues implica un desplazamiento de competencia del juez natural de la sucesión, la cual se ha establecido atendiendo como principio, a la inmediatez con los hechos que constituyen la relación jurídica hereditaria, dado que es verosímil que en ese lugar -último domicilio del causante- es conocido el difunto, sus sucesores y las circunstancias inherentes a la vocación y capacidad hereditaria. Generalmente allí se encontrarán los bienes de la herencia y se habrán asumido las deudas que la gravan y desde el punto de vista fiscal, esa competencia puede facilitar la liquidación y pago de los gravámenes hereditarios. (95)


			Como se dijo, más arriba, debe indicarse que, cuando existe un único heredero los acreedores pueden optar por iniciar su demanda ante el juez del último domicilio del causante o ante el del domicilio del heredero único, cediendo en este caso el fuero de atracción. En este preciso sentido se dijo que, el fuero de atracción es la asignación de competencia hecha a favor del órgano que conoce en un proceso universal, con respecto al conocimiento de cierta clase de pretensiones vinculadas con el patrimonio o los derechos sobre los que versa este proceso. Ello tiene un fundamento eminentemente práctico: facilitar la liquidación de la herencia, el pago de las deudas y la partición del remanente entre los sucesores, en interés de estos mismos y de los terceros interesados en la sucesión. Con esta finalidad se concentran ante un solo juez las acciones concernientes al patrimonio hereditario, sea que tramiten entre herederos o entre éstos y terceros. El fuero de atracción es excepcional, porque importa una alteración de las reglas comunes de la competencia, por lo cual es de interpretación estricta en cuanto a su procedencia, es relativo, porque no comprende a las acciones reales; funciona solo pasivamente, cuando la sucesión es demandada, tiene comienzo desde la iniciación del trámite para obtener la declaratoria de herederos o el auto aprobatorio de testamento, y concluye con la partición total inscripta en los respectivos registros, no bastando la inscripción de la declaratoria en el Registro de la Propiedad, aunque excepcionalmente el fuero de atracción puede seguir funcionando en algunos casos, como cuando se ataca la partición por reforma o nulidad, o se promueve la acción de petición de herencia. Finalmente es improrrogable y de orden público, las partes no pueden alterarlo por convenio o acuerdos celebrados entre sí (conf. conf. Alterini, Jorge H. Director General, Código Civil y Comercial Comentado, Tratado Exegético, Ferrer, Francisco A. M., Fulvo G. Sanaterillo, Soto, Alfredo M. Soto, Directores del tomo, Alterini, Ignacio E. Coordinador, Tomo XI, Ed. La Ley, Buenos Aires, 2da quincena de julio de 2015, p. 286/287 Y Calvo Costa, Director, Código Civil y Comercial de la Nación, Concordado, Comentado y Comparado con los Códigos Civil de Vélez Sarsfield y de Comercio, Tomo III, Ed. La Ley, Buenos Aires, marzo de 2015, p. 579). A tenor del texto del nuevo artículo 2336 del Código Civil y Comercial de la Nación que en su parte pertinente dice: “si el causante deja solo un heredero, las acciones personales de los acreedores del causante pueden dirigirse, a su opción ante el juez del último domicilio del causante o ante el que corresponde al domicilio del heredero único”, pareciera que cede la regla del fuero de atracción en este caso y solo como excepción para el caso de heredero único, el acreedor podrá optar por iniciar la acción ante un juez distinto. La apertura y trámite de la sucesión debe promoverse ante el juez del último domicilio del causante y las acciones personales de los acreedores, a su opción, ante aquel juez o ante el juez del domicilio del heredero único (conf. Alterini, Jorge H. Director General, Código Civil y Comercial Comentado, Tratado Exegético, Ferrer, Francisco A. M., Fulvo G. Sanaterillo, Soto, Alfredo M. Soto, Directores del tomo, Alterini, Ignacio E. Coordinador, Tomo XI, Ed. La Ley, Buenos Aires, 2da quincena de julio de 2015, p. 292/293 Y Lorenzetti, Ricardo Luis, Director, Código Civil y Comercial de la Nación Comentado, Tomo VI, Rubinzal- Culzoni Editores, Santa Fe, 22 de mayo de 2015, p. 606/607). Estos argumentos justifican la admisión del recurso del Ministerio Público que ha propiciado la competencia del fuero (96).


			5. Competencia en el orden del Derecho Internacional Privado


			Dice Kielmanovich que, habiéndose producido la muerte en el extranjero la competencia será del juez del lugar donde se encuentran los bienes en el país (artículo 10 del Código Civil). Debe abrirse una sucesión en la Argentina, aunque el causante esté domiciliado en el extranjero. Se aplica el criterio de la pluralidad de sucesiones (a nuestro criterio, el sistema mixto) (97). Indica Romero del Prado que, tres sistemas principales se destacan, a saber: 1) Sistema de la unidad sucesoria: Un solo juicio sucesorio y una sola ley a aplicarse. Juez y ley del lugar de la nacionalidad o del domicilio que tenía el causante. 2) Sistema de la pluralidad sucesoria: Tantos juicios y leyes como países distintos en que hayan quedado bienes. 3) Sistema mixto: Pluralidad, tratándose de inmuebles, y unidad (nacionalidad o domicilio) respecto de los muebles (98). 


			 En este sentido se dijo que, si el causante tenía su domicilio en España, el derecho que debe regir la transmisión de su patrimonio es el derecho local de ese país, es decir el de su domicilio al momento de su muerte, sean los sucesores nacionales o extranjeros (art. 3283 Cód. Civ.). Sin perjuicio de ello, y existiendo bienes inmuebles de su propiedad en la Argentina, debe iniciarse sucesión en este país, ya que este tipo de bienes se rige exclusivamente por las leyes del país en cuanto al modo de transferirlos (art. 10 y cdts. Cód. Civ.). En materia sucesoria el art. 10 del Código Civil, y la consecuente aplicación de la “lex rei sitae”, debe tener primacía sobre el principio general del art. 3283 del mismo cuerpo. Aun cuando el causante de una sucesión haya muerto en el extranjero, con domicilio fuera del país, los inmuebles situados en la República deben ser regidos exclusivamente por las leyes de esta (99).


			Por último, cabe acotar que el Tratado de Montevideo de 1889 aceptó la tesis pluralista en el artículo 44 pues la sucesión se rige por la ley del lugar de la situación de los bienes hereditarios, al tiempo de la muerte de la persona de cuya sucesión se trate, rige la forma del testamento. El artículo 45 extiende la regla a todas las demás situaciones. En tanto que el artículo 66 disponía que los juicios a que dé lugar la sucesión por causa de muerte se seguirán ante los jueces de los lugares en que se hallen situados los bienes hereditarios. El Tratado de Montevideo de 1940 deja de lado, en parte, la cruda territorialidad y hace concesiones a la aplicación de la ley personal (100). Nuestro Código Civil es indeciso pues algunos pueden sostener que ha seguido, a rajatablas, el sistema pluralista y otro el de la unidad de las sucesiones. Lo cierto y a nuestro juicio, como ya hemos adelantado, se trata de un sistema mixto donde se aplica la pluralidad de las sucesiones para los bienes inmuebles (ley del lugar de situación) y se abrirán tantas sucesiones, como bienes haya en distintos países; por otra parte se aplica la ley personal o del domicilio cuando se trata de bienes muebles. 


			No se aparta el Código Civil y Comercial de estas soluciones y así dice el artículo 2643 que, son competentes para entender en la sucesión por causa de muerte, los jueces del último domicilio del causante o los del lugar de situación de los bienes inmuebles en el país respecto de estos. Vale decir que, si la cuestión no versa sobre acciones reales, sobre bienes situados en la Argentina, se trate de otros bienes y derechos, la competencia se defiere por el último domicilio del causante. Si se trata de inmuebles o de inmuebles en varios países hay que abrir la sucesión en el lugar de situación de los inmuebles, cuando se encuentren en nuestro país y respecto a la transmisión de estos inmuebles; sin perjuicio de las sucesiones que se abran en el extranjero para los otros inmuebles (pluralidad de sucesiones). 


			En cuanto a la ley aplicable, el artículo 2.644 dice que, la sucesión por causa de muerte se rige por el derecho del domicilio del causante al tiempo de su fallecimiento. Respecto de los bienes inmuebles situados en el país, se aplica el derecho argentino. Vuelve a reafirmar el principio de la ley de situación del inmueble. 


			Por lo que se refiere a las formas se indica que, el testamento otorgado en el extranjero es válido en la República según las formas exigidas por la ley del lugar de su otorgamiento, por la ley del domicilio, de la residencia habitual, o de la nacionalidad del testador al momento de testar o por las formas legales argentinas (artículo 2645 CCC).


			6. Fuero de atracción pasivo de acciones personales o mixtas (excluidas las acciones reales) (101)


			De todo comienzo debemos aclarar que el nuevo Código unificado no contiene una disposición tan clara como la del artículo 3.284, inciso 4, que señalaba que, las acciones personales de los acreedores del difunto, antes de la división de la herencia. Y si bien en el nuevo Código Civil y Comercial de la Nación, no se ha establecido expresamente como supuesto general que el sucesorio atraiga a las pretensiones personales deducidas por los acreedores del causante, una interpretación armónica, razonable y adecuada de las normativas permite sostener la vigencia del criterio que reconoce que el proceso sucesorio ejerce el fuero de atracción sobre las ejecuciones por créditos contra el difunto. Es que, en definitiva, se justifica la atracción, por cuanto, esas acciones personales, de prosperar, han de repercutir sobre el pasivo de la masa hereditaria. Se ha dicho, a este respecto, que la Corte Suprema de Justicia, haciendo expresa referencia al nuevo Código Civil y Comercial de la Nación, decidió en el caso de una acción personal originada con anterioridad al fallecimiento del cujus, atribuir la competencia al juzgado en el que tramita la sucesión, (confr. sentencia dictada en los autos “Vilchi de Marc, María Angélica y otros c/ PAI (INSSJP) y otros s/ daños y perjuicios”, del 8/9/2015). Asimismo, idéntico criterio fue adoptado por el más Alto Tribunal in re “Ríos, Gustavo Raúl s/ sucesión ab intestato”, sentencia del 29 de diciembre de 2015 (102).


			Produce el efecto de modificar las reglas de competencia respecto a ciertas acciones (artículo 2.336 del Código Civil y Comercial), vinculadas al patrimonio del causante que se debe liquidar y transmitir. Implica sustraer el expediente del juez que estaba entendiendo en el mismo y su asignación al juez a cargo del sucesorio. En este sentido se ha dicho que, el artículo 3284 del Código Civil impone una jurisdicción obligatoria o fuero de atracción, que responde al propósito de facilitar la liquidación de la herencia, la división de los bienes, y el pago de las deudas del causante, concentrando ante el mismo juez del sucesorio, las demandas deducidas contra la sucesión aún indivisa, en beneficio de los acreedores y herederos de la sucesión. Se trata entonces de una cuestión que interesa al orden público pues su fundamento reposa no solo en razones de orden práctico, sino también en el interés general de la justicia que aconseja ese desplazamiento de la competencia a favor del órgano facultado para recaudar, liquidar y transmitir la totalidad de un patrimonio como una universalidad jurídica (103). Es de orden público y opera cuando la sucesión reviste carácter pasivo (104). Es que, la finalidad del proceso sucesorio radica en la determinación objetiva -de los bienes dejados por el causante- y subjetiva -de las personas que habrán de recibirlos- de las circunstancias atinentes a la sucesión “mortis causa” de que se trata. El fuero de atracción de los juicios sucesorios, en punto a la determinación objetiva del acervo, tiene efecto en los casos en que el causante es demandado. Doctrina que se mantiene vigente en virtud de lo dispuesto por el artículo 2336 del nuevo Código Civil y Comercial. Promovida la acción de cobro ordinario de pesos por el saldo deudor de cuenta corriente bancaria contra la causante del sucesorio en su calidad de codemandada y suscitado el conflicto de competencia (art. 161, inc. 2, Const. prov.), resulta competente el juez del sucesorio, en razón de los efectos del fuero de atracción (art. 2336, Cód. Civil y Comercial) (105).


			Asimismo, es dable destacar que la sucesión atrae las acciones personales y las de carácter mixto, pero no las reales (Ver, punto 12). 


			Ante todo, debemos manifestar que, no existe una persona “sucesión” (Ver punto posterior), sino que hay un causante y hay herederos y, desde esta perspectiva, indicar que, como el fuero de atracción es pasivo, no funciona cuando los herederos no son demandados sino que son ellos los que demandan. Así dijo la Corte Suprema, con cita del procurador, que conforme surge de los hechos de la demanda, el actor, en carácter de administrador de la sucesión de su padre (fs. __), realizó en favor del demandado un contrato de comodato precario a los meses de que pueda mantener habitada, cuidada y conservada la [mea. Luego solicitó la devolución del inmueble, y ante la negativa del comodatario, intimó mediante carta documento la entrega del bien, realizó una exposición policial y denunció penalmente al aquí demandado por usurpación. Cabe precisar que en el caso no se configura el fuero de atracción previsto por el artículo 2336 del Código Civil y Comercial de la Nación, toda vez que la demanda no se dirige contra una sucesión, ni en el sub lite se trata de algunos de los supuestos previstos en dicho cuerpo legal. El instituto del fuero de atracción solo juega respecto de aquellas acciones donde el causante resulta demandado, es decir en forma pasiva, como un modo de concentrar ante el juez del proceso universal, todos los juicios seguidos contra el causante que pudieran afectar la universalidad de su patrimonio (doctrina de Fallos: 329:4988) (106).


			Al respecto y en el marco de un proceso de escrituración la jurisprudencia ha dicho “Tratándose de una acción de naturaleza personal -acción de escrituración- seguida contra los herederos de quien vendiera el inmueble objeto del contrato de compraventa y no estando acreditada la inscripción de la partición en el sucesorio del vendedor, resulta operativo el fuero de atracción del sucesorio del vendedor, correspondiendo confirmar la resolución apelada por la cual el juez a quo declaró de oficio su incompetencia en función de dicho fuero de atracción. Si bien el art. 2336, Código Civil y Comercial, no menciona directamente un supuesto general referido a las acciones personales de los acreedores del difunto, antes de la división de la herencia, no puede considerarse que tal disposición resulte excluida, toda vez que la nueva norma refiere a las acciones personales contra el fallecido y regula expresamente la posibilidad de opción por parte del acreedor en relación al domicilio del heredero único del deudor causante, lo que permite que se pueda razonablemente concluir que la regla para estos casos sigue siendo la competencia del juez del sucesorio y la excepción la posibilidad de competencia del juez del domicilio del heredero único” (107).


			El fuero de atracción es pasivo (atrae solo las demandas contra la sucesión), no es activo (las demandas que deban iniciar los sucesores se rigen por las reglas normales de competencia). Es pasivo solo en relación a acciones personales, no atrae acciones reales. Es por el hecho de tratarse de un juicio universal que requiere la mirada única del juez en relación a los bienes que ha de distribuir. Debe interpretarse restrictivamente, no en forma amplia. 


			El imán del fuero de atracción es pasivo sólo atrae las demandas contra los herederos de la sucesión, por acciones personales y en relación a los bienes de la sucesión. Si hay un heredero único el acreedor puede optar y no es atraído.


			7. El fuero de atracción rige sobre las acciones ya iniciadas (108), que deben radicarse ante el juez de la sucesión, y sobre las acciones futuras


			La causal de desplazamiento forzoso de la competencia, hace al llamado “orden público procesal”, razón por la cual involucra todos los pleitos, incluso a los que han arribado a su destino natural, es decir, la sentencia. El fuero de atracción no solo se aplica a demandas futuras, sino que rige independientemente de la etapa procesal en que se encuentren las causas alcanzadas por la previsión legal; que, de otro lado, no puede ser soslayada pues encuentra su justificación en el hecho de que estamos ante disposiciones que no contemplan un mero interés individual, sino que tienden a facilitar tanto la liquidación del patrimonio hereditario como a beneficiar a los acreedores de la sucesión (109). Cabe recordar que, tiene reiterado el Alto Tribunal que los juicios universales de sucesión atraen al juzgado donde estos tramitan todas las acciones personales que se deduzcan contra el de cujus, sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción y aun cuando se trate de procesos que corresponderían al fuero federal. También ha sostenido que las normas que rigen el fuero de atracción del sucesorio son imperativas y de orden público (doctrina de Fallos: 313:826; 329:3914 y sentencia en los autos S.C. B. 109; L. XLI, “Baterplac S.R.L.”, del 18/09/07).” (Del Dictamen del Procurador Fiscal subrogante compartido por la CSJN) Tal doctrina resulta de aplicación al supuesto toda vez que, conforme surge de la demanda, el accionante -Superintendencia de Riesgos del Trabajo- persigue la ejecución fiscal de obligaciones que tienen por deudor al causante, en virtud de haber omitido el pago de las contribuciones debidas al Fondo de Garantía creado por el artículo 33 de la ley 24.557 y que fueron generadas a partir del 01/01/99, es decir con anterioridad a la fecha del deceso. Al respecto, el Máximo Tribunal ha señalado que, en casos de ejecuciones fiscales, ellas son atraídas, aunque incluyan períodos posteriores al fallecimiento del causante (Fallos: 316:2138).” (Del Dictamen del Procurador Fiscal subrogante compartido por la CSJN). Frente a la entrada en vigencia del Código Civil y Comercial de la Nación y en orden al principio de aplicación inmediata de las leyes modificatorias de competencia, corresponde señalar que la solución aquí adoptada, se ajusta a la normativa de dicho cuerpo legal (Del voto de la mayoría) (110).


			8. Fuero de atracción en caso de concurso 			o quiebra y sucesión


			En materia patrimonial, en principio, la ley ha dado prevalencia al juez de la quiebra por sobre el de la sucesión (arts. 1 párr. 2° (111), 2 inc. 1° (112), 105 (113), 125 (114), 132 (115) y concordantes LCQ), quedando en el ámbito de este último -cuando el fallido y el causante son una misma persona- lo atinente a los actos procesales encaminados a dictar la declaratoria de herederos o la aprobación del testamento, así como el dictado de estos decretos y la designación del representante de los herederos ante la quiebra, pero estándole vedada la realización de trámite alguno sobre los bienes objeto de desapoderamiento, que quedan a cargo exclusivo del primero (art. 105 LCQ). También conserva el juez del sucesorio, jurisdicción sobre las acciones que puedan ejercer los herederos entre sí respecto a su calidad de tales o la extensión de sus derechos en la herencia o contra los legatarios (p. ej. acciones por indignidad, por petición de herencia, por reducción, por colación, etc.), pero ninguna competencia le queda sobre las acciones que por créditos contra el causante puedan deducir terceros acreedores, las cuales quedan sometidas al juez de la quiebra (116).


			9. Convivencia, compensación económica 			y fuero de atracción 


			En materia de compensación económica, pedida por la conviviente, se ha indicado que, el art. 524 del Código Civil y Comercial de la Nación establece que “Cesada la convivencia, el conviviente que sufre un desequilibrio manifiesto que signifique un empeoramiento de su situación económica con causa adecuada en la convivencia y su ruptura, tiene derecho a una compensación. Esta puede consistir en una prestación única o en una renta por un tiempo determinado que no puede ser mayor a la duración de la unión convivencial”. En ese orden de ideas, el art. 523 del mismo ordenamiento fija que “La unión convivencial cesa: a) por la muerte de uno de los convivientes…”. El art. 2336 del Código de fondo al disponer las reglas de competencia sobre el juez que habrá de entender en los procesos sucesorios, también establece en su segundo párrafo que “… El mismo juez conoce de las acciones de petición de herencia, nulidad de testamento, de los demás litigios que tienen lugar con motivo de la administración y liquidación de la herencia, de la ejecución de las disposiciones testamentarias, del mantenimiento de la indivisión, de las operaciones de partición, de la garantía de los lotes entre los copartícipes y de la reforma y nulidad de la partición”, configurándose de este modo el instituto conocido como “fuero de atracción (117).


			10. Acciones de filiación y fuero de atracción


			En la acción de filiación, excepto que el actor sea persona menor de edad o con capacidad restringida, es competente el juez del domicilio del demandado (artículo 720 CCC). Pero en ellas juega el fuero de atracción del sucesorio del presunto padre. Así se dijo que: 1- Las acciones de estado de familia -sean de filiación o de nulidad de matrimonio-, normalmente llevan ínsitas la acción de petición de herencia, por ello están sometidas al fuero de atracción del juicio sucesorio, ya que las razones de índole superior que lo inspiran, en tanto institución de orden público prevalece sobre las que justifican la atribución de la competencia a un juzgado de familia. 2- Aun cuando el art. 3284 sólo se refiere a las demandas concernientes a los bienes hereditarios, el texto legal debe ampliarse y admitir aquellas acciones que se relacionan con el llamamiento mismo a la sucesión (118). Es que, las acciones de reconocimiento de filiación y de petición de herencia están comprendidas en el artículo 2336 del Código Civil y Comercial, por estar en paralelo con la petición de herencia de quién reclama el vínculo filiatorio. La Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires receptó esta posición y dijo que, por otra parte, no puede soslayarse que lo que se decida en estos obrados respecto de la filiación reclamada podría incidir en la transmisión patrimonial, en tanto alteraría la determinación subjetiva del acervo, es decir, de los herederos que pudieren ser convocados a la sucesión (conf. doctr. C. 104.174, “C. G. A.”, resol. de 23-VII-2008; C. 107.221, “C. M. G.”, resol. de 3-VI-2009; C. 116.099, “E. M. E.”, resol. de 30-XI-2011; C. 120.000, “B. M. E.”, resol. de 26-VIII-2015 y C. 122.414, “T., A. A.”, resol. de 9-V2018; C. 122.965, “S., M. G.”, resol. de 5-XII-2018). Asimismo, debe ponerse de manifiesto que, frente a la entrada en vigencia del Código Civil y Comercial de la Nación y en orden al principio de aplicación inmediata de las leyes modificatorias de competencia, se observa que los principios que informan los precedentes citados anteriormente se ajustan a lo dispuesto en el nuevo cuerpo normativo (art. 2336, Cód. Civ. y Com.; conf. doctr. C. 120.614, “R., G. R.”, resol. de 19-X-2016; C. 121.016, “Lira”, resol. de 21-XII-2016; C. 121.019, cit.; CSJN, causas CIV 12515/2006/CS1 “Vilchi de March, María Angélica y otros c/ PAMI [INSSJP] y otros s/ daños y perjuicios”, 8-IX-2015 y CSJ 4820/2015/CS1 “OSECAC c/ Kowalyszyn, José Antonio s/ Ejecución fiscal”, 5-VII-2016). Sumado a lo expuesto, luego de analizar -vía MEV- la causa “S. R. R. s/ Sucesión ab intestato” se advierte que dicho proceso no está concluido, dado que en las últimas actuaciones útiles obra la orden de inscripción de la declaratoria de herederos (v. proveído electrónico de fecha 23-III-2007) y esta Corte ha entendido que el fuero de atracción del juicio sucesorio se extingue con la partición de los bienes que componen el acervo hereditario y que la inscripción de la declaratoria de herederos o del testamento en el Registro de la Propiedad, deja subsistente el estado de indivisión (conf. causas C. 119.854, “Araujo,”, resol. de 13-V-2015; C. 121.019, “G., B. A.”, resol. de 28-XII-2016; C. 121.015, “Itoiz”, resol. de 19-IV-2017; C. 123.061, “Galea”, resol. de 14-VIII-2019). Consecuentemente, y en virtud de que en las presentes actuaciones la actora pretende ser reconocida como hija del causante R. S., lo que implicaría posicionarse como su heredera, modificando el alcance de lo que se decida en los autos sucesorios citados, corresponde la intervención del magistrado de San Isidro que conoce en los mismos (119).


			11. Extinción del fuero de atracción. Solo lo extingue 	la partición


			El fuero de atracción del juicio sucesorio solo se extingue con la partición de los bienes que componen el acervo hereditario; la inscripción de la declaratoria de herederos o del testamento en el Registro de la Propiedad, deja subsistente el estado de indivisión (120). En este sentido se dijo que, la sucesión atrae las acciones por deudas personales del difunto mientras subsista la indivisión hereditaria, cuyo cese se produce ·recién· con la partición de bienes debidamente inscripta (art. 2363, CCyCN; y doctrina de Fallos: 321:2162, `C.´; 328:1038, `V.´; 329:2800, G.C.RA; y Comp. 927, L. XLIX, `L., C. A. el B., D. M. y otros s/ d. y p. por uso automotor c. lesiones o muerte, del 11/11/14). Advierto que aquí se reclaman daños y perjuicios derivados del accidente automovilístico en el que falleció el causante, y que ·como surge del correo electrónico girado por el juzgado entrerriano el 13/04/18, que se agrega en este acto· en autos “M., M. I. s/ sucesión ab intestato, expediente número …, no se encuentra acreditada la inscripción registral de la partición de bienes del acervo hereditario del de cujus (dock de Fallos: 329:2800, `GCBA´) (121).


			12. Los derechos reales y la competencia


			a) Principio general


			Las acciones reales se rigen por la ley del lugar de situación del inmueble y no son atraídas por la sucesión. 


			El fuero de atracción del proceso sucesorio solo se ejerce sobre las acciones personales pasivas, no comprendiendo las acciones reales (art. 3284 inc. 4, del C. Civil) (122).


			El fuero de atracción que ejerce el juicio sucesorio no funciona respecto de las acciones de naturaleza reales en el sentido que les acuerda el artículo 2756 del Código Civil. Así entonces, si el presente juicio, que ha sido entablado contra un tercero ajeno al proceso sucesorio, está destinado a obtener una sentencia que ordene la cancelación del doble dominio existente en el Registro de la Propiedad respecto de un inmueble adjudicado al actor, que perteneció originariamente al patrimonio del “de cujus”, ha de entenderse excluido del ámbito de operatividad demarcado por el art. 3284 del Código Civil, con relación al proceso sucesorio del causante del accionante, no solo porque la sucesión no es actora ni demandada, sino también porque la acción apunta a la protección del derecho real de dominio (art. 2503 inc. 1° Código Civil) (123).


			b) El tema de la usucapión


			La usucapión que se considera real tampoco es atraída. Así se dijo que, el juicio sucesorio no ejerce fuero de atracción con respecto de la acción declarativa de usucapión por encontrarse esta asimilada a la acción negatoria. La acción de usucapión tiende a determinar la existencia de derechos reales sobre un inmueble, por lo que no tratándose de una acción personal de un acreedor del causante, ni de las relativas a los bienes hereditarios entre coherederos, el fuero de atracción no opera, de modo que la presente acción ha de regirse por las normas de competencia que le son propias, es decir, que ha de entender el juez del lugar en que esté ubicado el inmueble (argumento art. 3284 C. Civil) (124). 


			En igual sentido se dijo que, en una demanda por prescripción adquisitiva de un inmueble, se presenta una contienda negativa de competencia entre dos juzgados civiles: uno donde tramita el sucesorio y el otro en el que la acción de usucapión salió sorteada. A los fines de dirimir la controversia, la Secretaría General N° 1 del Tribunal de Superintendencia (Cámara Civil) expresó: “Planteada en estos términos la contienda, se señala que el art. 2336 del Código Civil y Comercial de la Nación, establece las acciones que deben tramitar ante el juez del proceso sucesorio. Su fundamento es que un mismo juez entienda en todas las cuestiones que se relacionen con la masa hereditaria, para una mejor liquidación del patrimonio del causante”. Sin embargo, en varios precedentes se ha decidido que el juicio sucesorio no atrae las acciones reales, por lo que, tratándose de una demanda destinada a obtener la usucapión sobre un inmueble, no es atraída por la sucesión del titular del dominio porque la pretensión se asimila a la naturaleza real. Para así decidir, el Tribunal aclaró que “Así, se encuentran excluidas del fuero de atracción que ejerce el proceso sucesorio aquellas acciones que, como la usucapión, revisten carácter real (conf. Alterini, Jorge Horacio, Código Civil y Comercial Comentado – Tratado exegético, Tomo XI, pág. 290, 2da. ed., Ed. La ley, año 2016; Azpiri, Jorge O, “Incidencias del Código Civil y Comercial –Derecho Sucesorio-, vol. 90, pág. 129, Ed. Hammurabi, año 2015)”. Por lo que el expediente quedó radicado en el juzgado en el que fue sorteado (125).


			Por entender que se trata de una acción personal, la de prescripción adquisitiva, en algún caso se remitieron las actuaciones al juez del sucesorio en criterio que nos parece incorrecto. Se dijo que, el art. 3284 del Código Civil referente al fuero de atracción de los juicios sucesorios, no comprende a las acciones reales, siendo atraída en virtud de lo dispuesto por el inc. 4): -las acciones personales de los acreedores del difunto, antes de la división de la herencia-. Tratándose el caso en examen de una demanda de prescripción adquisitiva por posesión veinteañal, la inhibición del A-quo que remite las actuaciones al mismo Tribunal donde se tramita el juicio sucesorio, es correcto. Ello por cuanto el art. 2756 del código Civil indica que: -acciones reales son los medios de hacer declarar en juicio la existencia, plenitud y libertad de los derechos reales-, cuando en el caso, la pretensión de los actores, es la adquisición del dominio por medio de la prescripción. La prescripción adquisitiva por posesión veinteañal es un modo de adquirir el dominio sobre bienes inmuebles, tiende a regular la forma o manera cómo se obtiene el título en un juicio contradictorio. Al respecto, Salas, Trigo Represas señalan que: -es personal, no real, la acción prevista en la Ley 14159 (126). 


			La usucapión, que tiene por objeto adquirir el dominio, es por ello una acción real y no personal. Es que, la usucapión constituye un modo de adquirir la propiedad, generando una acción de carácter real, tanto por su esencia como por su finalidad, rigiéndose la competencia por lo dispuesto en el artículo 5, inc. 1º, del Código Procesal, por cuya razón no es atraída por el fuero sucesorio, siendo por ello competente el juez del lugar en que está ubicado el inmueble. Debe agregarse que la enumeración efectuada en el artículo 2757 del Código Civil, no agota las acciones reales instituidas por dicho cuerpo legal (127).


			La acción de usucapión tiende a determinar la existencia de derechos reales sobre un inmueble y no es atraída por el fuero sucesorio del titular del dominio, por no tratarse de las acciones personales de los acreedores del difunto ni de las relativas a bienes hereditarios suscitadas entre coherederos, que determine el funcionamiento del fuero de atracción del art. 3284 del CCC (128).


			c) Excepciones a la regla por razones de conexidad


			Por razones de conexidad se ha excepcionado la regla de que las acciones reales tramitan ante el juez del lugar de situación del inmueble.


			Es que, si bien las acciones reales respecto de cosas muebles e inmuebles no son atraídas por el proceso sucesorio cuando el objeto de la acción recae sobre un bien del haber sucesorio que se encuentra a nombre del causante y se entabla contra él, el juicio puede radicarse ante el juez que entiende en la sucesión. Ello porque median razones de conexidad que permiten aplicar las excepciones al turno contempladas en el Reglamento para la Justicia Nacional en lo Civil y ejecutar la debida compensación a través del Centro de Informática Judicial, en tanto la cuestión involucra a jueces de la misma circunscripción territorial (129).


			Lo mismo se ha dicho en materia de división de condómino- Aunque se ha sostenido que el juicio de división de condominio no resulta atraído por el sucesorio, cuando la cuestión se plantea entre jueces de una misma jurisdicción puede radicarse ante el que entiende en la sucesión, si median razones de conexidad, pues son las que permiten apartarse del principio general (130).


			d) No debe confundirse el fuero de atracción del sucesorio con el de la quiebra. Este último atrae, también, las acciones reales


			 Corresponde confirmar el rechazo de la medida de no innovar en relación al inmueble propiedad de la fallida, en el cual se encuentra en trámite un proceso de usucapión iniciado en sede civil, haciendo saber al magistrado de la anterior instancia que deberá plantear ante el colega del fuero civil la correspondiente inhibitoria en relación al referido proceso. Es que resulta indudable que el magistrado de la quiebra tiene competencia para conocer en todas las cuestiones vinculadas al patrimonio sometido al régimen falencial. Ello es así, pues el ámbito objetivo del fuero de atracción falencial resulta sumamente amplio (ley 24522: 133), incluso más que el ejercido por el proceso sucesorio, pues se extiende tanto a las acciones personales cuanto a las pretensiones reales (Heredia, Pablo, Tratado Exegético de Derecho Concursal, T. 4, p. 857). Y así, de manera coincidente y específica, se tiene dicho que la vis attractiva de la quiebra comprende, entre otros supuestos, a las acciones de usucapión sobre bienes de la falencia (CSJN, 23.4.91, Fallos 314:332) (131).


			En igual sentido se dijo que, corresponde confirmar el rechazo de la medida de no innovar en relación al inmueble propiedad de la fallida, en el cual se encuentra en trámite un proceso de usucapión iniciado en sede civil, haciendo saber al magistrado de la anterior instancia que deberá plantear ante el colega del fuero civil la correspondiente inhibitoria en relación al referido proceso. Es que resulta indudable que el magistrado de la quiebra tiene competencia para conocer en todas las cuestiones vinculadas al patrimonio sometido al régimen falencial. Ello es así, pues el ámbito objetivo del fuero de atracción falencial resulta sumamente amplio (ley 24522: 133), incluso más que el ejercido por el proceso sucesorio, pues se extiende tanto a las acciones personales cuanto a las pretensiones reales (Heredia, Pablo, Tratado Exegético de Derecho Concursal, T. 4, p. 857). Y así, de manera coincidente y específica, se tiene dicho que la vis attractiva de la quiebra comprende, entre otros supuestos, a las acciones de usucapión sobre bienes de la falencia (CSJN, 23.4.91, Fallos 314:332) (132).


			e) Es doctrina de Corte Suprema que las ejecuciones hipotecarias, como derecho real accesorio de garantía,      no están excluidas del fuero de atracción de la sucesión


			La Corte Suprema de Justicia de la Nación revisó el criterio sentado a partir del precedente de Fallos: 98:359 en el que había decidido que las ejecuciones de créditos con garantía hipotecaria estaban excluidas del art. 3284, inc. 4°, del Código Civil, por juzgar que se trataba de acciones de carácter real. A tal efecto, el Alto Tribunal sostuvo que la acción por cobro de un crédito con garantía hipotecaria -tal el supuesto de autos estaba sujeta al fuero de atracción establecido por el art. 3284, inc. 4°, del Código Civil, pues se trataba de una acción personal cuyo carácter no desaparecía por la existencia de la mencionada garantía la cual constituía un accesorio, siendo erróneo calificarla, en consecuencia, como acción real en los términos del art. 2756 del Código Civil (conf. in re “Banco de la Nación Argentina c/ Fassetta, Domingo E. y otros”, del 21.3.2000, pub. en La Ley, 2000-D, 346; Digesto Jurisprudencia, 2000-2, 945; v., asimismo, id. in re “Alvarez, Juan C. y otra c/ Villagrán, Gladis B. y otro”, del 3.3.2005, pub. en La Ley, 2005-C, 899). Por otra parte, las normas que rigen el referido fuero de atracción son imperativas o de orden público, “puesto que tienen a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión” (conf. CSJN, Fallos: 307:1674; 156:62; 181:273; 186:270; 195:485; 257:90) (133).


			f) Fuero de atracción en razón de que la acción principal     es personal y la accesoria real


			 En la especie del escrito introductorio de la instancia se desprende que se han articulado dos pretensiones: una principal (acción de escrituración) de carácter personal, y otra subsidiaria (en defecto de la anterior), la de prescripción adquisitiva, cuya naturaleza es real. Vale decir que es la pretensión principal la que determina la competencia, incluso a pedido del propio actor se ha impreso al trámite de la causa el del juicio sumario y así lo hizo el juzgado. La acción principal es la escrituración, cuyo trámite está estatuido en el art. 401 inc. 1° del C.P.C.C. Adviértase que no se trata de acciones alternativas sino de una principal y otra subsidiaria cuyo tratamiento dependerá, necesariamente, de la suerte que tenga la principal. De donde, cobra en la especie plena vigencia el fuero de atracción establecido por el art. 3284, inc. 4° del C.CC., que aprehende a todas las acciones personales en las que la sucesión es legitimada pasivamente. La figura jurídica prevista en la norma, tiene por función modificar en forma excepcional las reglas de la competencia, determinando que sea un solo juez quien intervenga en todas las cuestiones atinentes a su patrimonio, con el objeto de facilitar la liquidación de la herencia, la división de los bienes y el pago de las deudas (conforme Cámara Nacional Civil, Sala C, 13/2/87, “Consorcio de Propietarios Av. Las Heras 2348 c/ Quirolo Carri María E s/sucesión”, Rev. LL 1987-B-230; idem Sala G, 26/12/85, “Soria Daniel R c/ Barbarosi Héctor”, Rev. LL 1986-B-533). Es que el fuero de atracción es uno de los supuestos de desplazamiento de competencia que opera en los procesos universales modificando las reglas generales. Es un corolario del principio de unidad e indivisibilidad del patrimonio sucesorio, para que las acciones que suponen procesos contenciosos vinculados a la transmisión sucesoria sean resueltos por el mismo juez (confrontar, Cámara Nacional Civil, Sala A, 21/4/88 “Choren Antonio L.J. c/ Abad Adolfo y otros”, Rev. LL 1988-D-285) (134).


			g) Obligaciones propter rem no se ejerce el fuero de atracción 


			El fuero de atracción que el art. 3284 inc. 4, del Código Civil establece, a propósito del juez que entiende en el proceso sucesorio solo se ejerce sobre las acciones personales pasivas contraídas en vida del causante. La ejecución promovida en autos sobre la base de un certificado de deuda por obra de extensión de red de gas natural, expedido por la Municipalidad de Quilmes, escapa a los principios que sustenta el fuero de atracción, toda vez que la deuda que se reclama en el “sub lite” se encuentra en la categoría de obligaciones “propter rem” que obligan indeterminadamente al que aparece como titular del inmueble beneficiado por la obra (art. 3266 del Código Civil). De tal modo, el hecho de que la sucesión de uno de los titulares del inmueble trámite en la Capital Federal no altera la competencia del juez lugar donde está situado el inmueble para conocer de la acción que versa sobre una peculiar obligación de la naturaleza pre aludida (art. 5 inc. 7, CPCC) (135).


			13. Demandas contra los herederos de la sucesión


			Las demandas contra los herederos de la sucesión no son atraídas. Si muere el causante Pedro y le suceden sus hijos Pablo y Emilio, las demandas de los acreedores particulares de Pablo y Emilio no son atraídas y deben iniciarse conforme a las reglas de competencia aplicables según los supuestos. Pablo y Emilio tienen patrimonios distintos de los de su padre Pedro. Incluso los acreedores pueden pedir inventario para separar los patrimonios.


			14. Demandas que deben iniciar los herederos de la sucesión


			Como el fuero de atracción es pasivo y no activo, no son atraídas las demandas que deban iniciar los herederos de la sucesión. El fuero de atracción, de la sucesión, es pasivo y no activo. Se atraen las demandas contra los herederos, por los bienes de la sucesión y no las demandas que los herederos o el administrador de la herencia deban iniciar contra deudores del causante. 


			15. La sucesión carece de personalidad. Hay causante y herederos


			La sucesión carece, en nuestro derecho de personalidad, a diferencia de otras legislaciones. En consecuencia, hay causante y herederos, que son los titulares a quiénes se transmite la sucesión. 


			Nuestro Código Civil derogado, siguiendo el sistema de la sucesión en la persona y no en los bienes, no admitió la herencia yacente, ni la consideración de los bienes de la sucesión, como un patrimonio independiente, con personalidad propia. En consecuencia, hay causante y herederos y no una persona sucesión. No puede demandarse a la sucesión sino a los herederos de la misma y si no se ha iniciado, la deben iniciar los acreedores para determinarlos.


			El nuevo Código Civil y Comercial si bien hace concesiones a la sucesión en los bienes, como se vio en el Capítulo I, no asignó a la masa hereditaria personalidad. 


			Se ha anulado un juicio de usucapión cuando la notificación de la demanda no fue notificada a los herederos de la sucesión. Es que, el proceso de usucapión es estrictamente de “Orden Público” por la trascendencia que tiene en cuanto a la adquisición de un dominio y la consecuente modificación de su titularidad, lo que en su conjunto hace al derecho de propiedad consagrado constitucionalmente (art. 17 C.N.). La doctrina expresa que: “El orden público que campea de manera dominante en los derechos reales, impide que opere una mutación jurídica real sin satisfacer las exigencias que el ordenamiento prevé para cada una de sus especies, procurando una mixtura entre las adquisiciones originarias y las derivadas. La mera voluntad o desinterés del anterior propietario no tiene idoneidad para suplir esa comprobación de la relación directa e inmediata entre quien se postula nuevo titular y la cosa.” (Necesaria revisión de las normas procesales en cuestiones de relaciones de poder y prescripción adquisitiva • Guardiola, Juan José • SJA 30/09/2020, 93 • JA 2020-IV). En este contexto la notificación de la demanda citando a los titulares de los inmuebles a usucapir es trascendental y tiñe a todo el proceso de legitimidad, por ello cuando está defectuosamente realizada o directamente mal efectuada, el proceso se torna inválido.


			Evidentemente se ha violentado de manera absoluta el derecho de defensa de la parte demandada, la cual ni siquiera por la notificación edictal ordenada pudo enterarse de la existencia de este proceso, habida cuenta que el último domicilio conocido y denunciado reside en la ciudad autónoma de Buenos Aires y los edictos se publicaron en diarios de circulación local, es decir, para la provincia de La Pampa (fs. 220/223). Se ha resaltado que: “Resulta ineficaz la notificación de la demanda de usucapión cursada en una jurisdicción diferente al domicilio real de los titulares registrales del inmueble, pese a que este constaba en el Registro de la Propiedad Inmueble —en el caso, la notificación fue cursada en la provincia de Tucumán y los accionados se domicilian en Buenos Aires—, dado que los actores no efectuaron una búsqueda razonable de los datos destinados a establecer el domicilio de los propietarios. (Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial Común de Tucumán, sala I, 28/04/2006. — Suárez, Lucio J. c. Gil de Ledesma, Azucena y otros, LLNOA, 2006-826).


			Al no estar notificada la parte demandada, es evidente que esta última no pudo consentir ningún acto procesal, menos aún la notificación edictal; por tal motivo, apoyado en el art. 172 del C.Pr., debo declarar de oficio la nulidad de todo lo actuado desde fs. 203 inclusive y de ahí en adelante, incluyendo a la sentencia dictada en consecuencia de ese acto primigenio de notificación nulificado. Así la doctrina dice: “Según Alsina, son las nulidades esenciales las que se pueden declarar de oficio, porque ellas se fundan en la violación de una garantía constitucional... En el terreno específico de la nulidad de la notificación, consideramos que un emplazamiento válido constituye un verdadero presupuesto procesal, sin el cual no puede haber pronunciamiento sobre el fondo del asunto, y debe el juez examinarlo de oficio, aunque la parte interesada haya consentido esgrimir tal defensa” (Alberto Luis Maurino, NULIDADES PROCESALES, págs. 95 y 158, 3ra. Ed. Astrea, año 2009). Tal como dije anteriormente debo incluir la sentencia dentro de los actos nulificados, habida cuenta que no a toda sentencia judicial puede reconocérsele fuerza de resolución inmutable, sino solo a aquellas que hayan sido precedidas de un proceso contradictorio y en el cual el vencido haya tenido adecuada y sustancial oportunidad de audiencia y prueba, cosa que en estos actuados no ocurrió (136).


			16. Representación de los herederos


			Cuando los herederos de la sucesión deben demandar o son demandados, pueden designar un Administrador que los ha de representar. 


			Ora bien, el administrador no tiene plena facultades y depende de los herederos para iniciar las acciones, salvo excepciones por razones de urgencia (artículo 2325 del CCC, transcripto en nota).


			A este respecto se decide la falta de legitimación activa de la administradora de la sucesión, quien promovió demanda de daños y perjuicios, luego de resolver un contrato celebrado por el causante, sin la intervención de los herederos, extralimitándose en sus facultades. Es que, el administrador debe realizar actos conservatorios y de simple administración. Art. 725 CPCC in fine y art. 3451 Código Civil (137). 


			Llamativamente la defensa de falta de legitimación que temporánea y oportunamente introdujo la demandada a la litis en su contestación de demanda, como defensa de fondo, de la que curiosamente se corrió traslado a la contraria recién cuatro años después, sin que fuera contestado el traslado, no fue tratada por el juez de grado. De tal modo, tal planteo de falta de legitimación no fue ni rechazado ni acogido por el magistrado de la instancia inferior, lo que constituye un serio déficit de la sentencia analizada, como que no solo debía resolverlo para dar correcto tratamiento a una cuestión esencial y dirimente planteada por una parte, sino porque si así no hubiera sido, igualmente debía analizar este punto de oficio, conforme el criterio de la doctrina legal vigente (Dr. López Mesa, según su voto).


			Sin duda el concepto de administración comprende tanto los actos de simple administración, como aquellos conservatorios de un derecho de la sucesión. Por ende, la urgencia de preservar el derecho y evitar su pérdida bonifica la intervención del administrador sucesorio. Pero, tal urgencia, debe ser manifestada temporáneamente, así como individualizada en cuanto a qué consiste y cómo se evita que el derecho se pierda. Amén de ello, en tal caso, el gestor de tal urgencia debe cumplir de inmediato la manda del art. 725 CPCC in fine, lo que tampoco se ha hecho en el caso de autos (Dr. López Mesa, según su voto).


			Sería mucho más sencillo admitir la legitimación de la administradora, si ella hubiera contestado demanda, en vez de promoverla, o la hubiera promovido, para evitar la prescripción de la acción. Pero no es ninguno de estos el caso de autos. Y si se piensa que la administradora ha resuelto extrajudicialmente, por intervención suya personal y aislada de los restantes herederos, el contrato originalmente celebrado por la Municipalidad con el causante, mediante comunicación fehaciente y luego ha demandado el resarcimiento derivado de dicha resolución, la conclusión cae de su peso: la administradora ha vulnerado tanto la manda del art. 3451 C. Vélez, como el in fine del art. 725 in fine CPCC, así como la jurisprudencia de la CSJN. Todo ello alumbra una evidente extralimitación de las facultades propias de su cargo, lo que no puede tener la curiosa consecuencia de ser oponible a los restantes herederos, como certeramente dispone el art. 3451 CC (Dr. López Mesa, según su voto).


			En cuanto al agravio relativo a que el juez a quo ha extralimitado su competencia al fallar sobre un aspecto no peticionado en la demanda -la resolución del contrato-, le asiste razón al apelante.(…) Por ende, cabe censurar la resolución en este aspecto, ya que al haberse introducido el a quo en él, su fallo ha vulnerado el principio de congruencia, al introducir a la litis hechos no alegados ni invocables de oficio, por lo que este aspecto del fallo debe tenerse por no escrito, dejándose sin efecto (Dr. López Mesa, según su voto).


			Las costas se imponen a los actores en forma personal, en especial a la co actora, y no como representante de la sucesión, no afectando la imposición de costas a los restantes coherederos que dijo representar ella en autos, pues éstos son ajenos al presente proceso (Dr. López Mesa, según su voto). Corresponde en el caso a falta de otras determinaciones objetivas, presumir que lo reclamado por los co actores en la demanda base de autos fue en paridad de cuotas para ambos, por lo que caído el reclamo de una de las co actoras por falta de legitimación activa, la procedencia del resto es por la mitad de lo que procediera el reclamo en el grado (Dr. López Mesa, según su voto) (138).


			Más adelante hemos de volver sobre este punto. 


			

				

					73- Competencia. La competencia para entender en el juicio sucesorio corresponde al juez del último domicilio del causante, sin perjuicio de lo dispuesto en la Sección 9a, Capítulo 3, Título IV del Libro Sexto.
El mismo juez conoce de las acciones de petición de herencia, nulidad de testamento, de los demás litigios que tienen lugar con motivo de la administración y liquidación de la herencia, de la ejecución de las disposiciones testamentarias, del mantenimiento de la indivisión, de las operaciones de partición, de la garantía de los lotes entre los copartícipes y de la reforma y nulidad de la partición.
Si el causante deja solo un heredero, las acciones personales de los acreedores del causante pueden dirigirse, a su opción, ante el juez del último domicilio del causante o ante el que corresponde al domicilio del heredero único.
Y el artículo 2.643 al que remite el artículo dispone que: Son competentes para entender en la sucesión por causa de muerte, los jueces del último domicilio del causante o los del lugar de situación de los bienes inmuebles en el país respecto de estos.


				


				

					74- Indica Kielmanovich que, se ha dicho así que para determinar la competencia en materia sucesoria el domicilio del causante es el que figura en el acta de defunción siempre y cuando coincida con el lugar de fallecimiento –pues el acta por sí sola prueba el deceso del causante pero no el domicilio ya que el sitio que figura como tal puede ser desvirtuado mediante otras pruebas más relevantes que demuestren que aquel se encontraba en otra parte- por lo que conviene distinguir el domicilio de la mera residencia, y con ello que las menciones de la partida de defunción que establece como domicilio el lugar de la muerte pueden no corresponder a tal sino a una mera residencia (Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ya citado, Tomo II, página 1190 y sus citas al pie de página). 


				


				

					75- Expediente 92258/13 - “R. de B. C. y B. E. s/ Sucesión ab-intestato” – CÁMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL Y COMERCIAL DE CORRIENTES - SALA IV – 09/09/2015 (elDial.com - AA9253)


				


				

					76- Expediente Número 78692-2019 – “G., M. del V. s/sucesión testamentaria” – CNCIV SALA C – 06/03/2020 (elDial.com - AABC19)


				


				

					77- K037437 F, O A s/ SUCESIÓN AB-INTESTATO - CÁMARA NACIONAL DE APELACIONES EN LO CIVIL - SALA K – 11/08/2016 (elDial.com - AE2B7D). En igual sentido M008341 V, M F. s/ SUCESIÓN AB-INTESTATO - CÁMARA NACIONAL DE APELACIONES EN LO CIVIL - Sala M -23/12/2014 DIAZ DE VIVAR, DE LOS SANTOS, POSSE SAGUIER (elDial.com - AE2A26).


				


				

					78- Este número, de once dígitos, se encuentra en la parte inferior del DNI, debajo de la fecha de vencimiento del mismo, junto al número de documento, y figura como “Trámite N°/ Of. ident.” y es el número que identifica al trámite realizado.


				


				

					79- Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ya citado, Tomo II, página 1191 y su cita. 


				


				

					80- CNCiv., Sala H en autos “C, S D s/sucesión” del 98/08/21 C. H247569


				


				

					81- “M, A y M, N s/ SUCESIÓN AB-INTESTATO” Tipo de Fallo: Relación - CNCIV - Sala: D - Expte. Nº: D469709 - Fecha: 06/12/2006 (elDial.com - AE2285).


				


				

					82- Expediente Nº 78692-2019 – “G., M. del V. s/sucesión testamentaria” – CNCIV SALA C – 06/03/2020 (elDial.com - AABC19) 


				


				

					83- Expediente Nº 6314 – “C. J. A. s/ sucesión ab-intestato” - CÁMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL, COMERCIAL, LABORAL Y DE MINERÍA DE LA SEGUNDA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DE GENERAL PICO (La Pampa) – SALA B - 30/11/2018 (elDial.com - AAB074).


				


				

					84- R. 578.366 – “P. M. J. s/ Sucesión ab intestato” – CNCIV – SALA H – 18/11/2011 (elDial.com - AA72E8)


				


				

					85- Indica Falcón que, dentro del territorio de la provincia se admite la prórroga de la competencia territorial si todos los herederos están de acuerdo, es decir, los llamados a recoger la herencia, no pudiendo ser impugnada por aquellos que se hallan legitimados como terceros interesados que han iniciado el proceso sucesorio (artículos 729 del CPCC y 3314 del Código Civil) con un objeto limitado y concreto (Enrique M. Falcón, Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires, Ed. Rubinzal Culzoni, ya citado, Tomo II, páginas 590 y 591 y sus citas). 


				


				

					86- Significa extender la competencia territorial (en sentido horizontal) a un lugar distinto del que correspondería por razón del territorio. 


				


				

					87- “La prórroga de jurisdicción de los juicios sucesorios, es procedente en la medida que exista conformidad expresa o tácita de todos los llamados a recoger la herencia (arts. 1 y 2 CPCC); toda vez que la misma ha sido determinada por la ley en vista del interés privado de los litigantes, ya que no está en juego, en principio, el orden público (esto es cuestionado por la doctrina y jurisprudencia que dice que la competencia es de orden público, aunque se admita la extensión de la competencia). En mérito a tales premisas, y aun cuando las herederas instituidas no manifestaran expresamente en su escrito de inicio que querían apartar esta causa del conocimiento de los jueces del departamento, dicha voluntad - en el caso- surge tácitamente al haber sometido la cuestión a los jueces de este departamento judicial (art. 2 últ. párr., cód. cit.); máxime, cuando ello resulta corroborado asimismo con lo manifestado expresamente a posteriori del auto recurrido por las presentantes en dicho sentido. Una interpretación distinta conllevaría a un formalismo carente de significación procesal útil, contraria a los principios generales sobre prórroga de la competencia antes señalados.” (CPCB Art. 1; CPCB Art. 2) (CC0002 QL 4314 RSI-18-1 I 26-2-2001 “C. M. de los D. M. s/ Sucesión Ab- Testamentaria” Manzi - Reidel - Cassanello. Sumario Juba, Civil y Comercial, B2950975).


				


				

					88- CC0000 TL 10235 RSD-20-159 S 10-12-1991, Juez CASARINI (MA), “Piva, Horacio Roberto s/ Sucesión” Casarini - Macaya – Lettieri. Sumario Juba Civil y Comercial, B2200775.


				


				

					89- “P, M R s/ Sucesión” - SCBA - Ac 41109 I - 23-8-1988 MAG. VOTANTES: Salas - Vivanco - San Martín - Ghione – Laborde; “A, A s/ Sucesión ab intestato” - SCBA - Ac 55544 I - 22-3-1994 MAG. VOTANTES: Laborde-Mercader-Salas-Pisano-San Martín; “B, F s/ Sucesión ab intestato” - SCBA - Ac 84613 I - 2-5-2002 MAG. VOTANTES: Pettigiani-Salas-de Lázzari-Negri-Roncoroni; “R. d. T., M. L. s/ Sucesión ab-intestato” - SCBA - Ac 95580 I - 22-2-2006 MAG. VOTANTES: Soria-Hitters-Genoud-Pettigiani-de Lázzari; “C, M s/ Sucesión ab intestato. Incidente de competencia e/Juzg. Civ. y Com. nº 9 de Mercedes y Juzg. Civil y Com. nº 8 de San Isidro” - SCBA - Ac 101043 I - 11-7-2007 MAG. VOTANTES: Soria-Hitters-Genoud-Pettigiani-Roncoroni; “V, J C s/ Sucesión ab intestato. Inc. de comp. e/cam. 2da. Ap. La Plata Sala II y Cam. Ap. C. y C. L. de Zamora” - SCBA - Ac 102025 I - 4-6-2008 MAG. VOTANTES: Genoud-Pettigiani-de Lázzari-Soria (elDial.com - W54F2). B, S L. y R A M s/ Sucesión” - CC0101 - LP 236352 RSI-353-00 I - 16-11-2000 (elDial.com - W13600)


				


				

					90- “C. M. de los D. M. s/ Sucesión Ab- Testamentaria” - CC002 - QL 4314 RSI-18-1 I - 26-2-2001 (elDial.com - W14F55)


				


				

					91- “B, J A s/ su sucesión ab intestato” - JZ0000 - TO 616 I - 2-11-2000 (elDial.com - W13C95)


				


				

					92- Goyena Copello, ob. cit. Pág. 42.


				


				

					93- CC0002 LM 270 RSI-90-2 I 10-9-2002, Juez IGLESIAS BERRONDO (SD), “O E R y otra s/ Sucesión ab-intestato”, Juba Civil y Comercial, B3400302.


				


				

					94- Sumario n° 26045 de la Base de Datos de la Secretaría de Documentación y Jurisprudencia de la Cámara Civil CALATAYUD, DUPUIS, RACIMO.- 76664 - H. de L., I.L. y otro s/ SUCESIÓN AB-INTESTATO - Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil – SALA E - 03/04/2017 (elDial.com - AE2BBB)


				


				

					95- Guastavino Elías, “Competencia sucesoria en caso de heredero único”; JA, 1968 -V-341.


				


				

					96- EJF 985292/2009 –“GCBA c/ Lahiton de Alvarez Miriam Elda s/ Ej. Fisc. – ABL” - CÁMARA DE APELACIONES EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y TRIBUTARIO DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES – SALA II - 09/11/2017 (elDial.com - AAA6E6)


				


				

					97- Jorge L. Kielmanovich, Código procesal Civil y Comercial de la Nación, ya citado, Tomo II, páginas 1191 y 1192 y sus citas). 


				


				

					98- Víctor N. Romero Del Prado, Derecho Internacional Privado, Editorial Asandri, Córdoba, República Argentina, año 1961, Tomo II, páginas 409 y 410. 


				


				

					99- JZ0000 TO 864 I 2-7-2003, “D F, F s/ su sucesión ab intestato”, Juba Civil y Comercial, B9991056.


				


				

					100- Dice Kielmanovich que, dentro del sistema del Tratado de Montevideo de 1940 se ha dicho que de existir bienes inmuebles en el extranjero, las normas internacionales vigentes en materia de jurisdicción y ley aplicable a las sucesiones imponen el fraccionamiento; vale decir que cada Estado signatario se reserva competencia para resolver una parte de la sucesión, como si se tratara de un todo, pero sólo en relación a los bienes situados en su territorio (Código procesal Civil y Comercial de la Nación, ya citado, Tomo II, página 1192 y su cita 4.520). 


				


				

					101- Resulta un imán que atrae ciertas demandas contra los herederos de la sucesión (el fuero de atracción es pasivo). Es una característica de los procesos universales. No funciona en el aspecto activo, en que los herederos o su administrador deben iniciar la demanda contra deudores en el lugar que determine la competencia. 


				


				

					102- Expte. Nº 46499/2015 – “AFIP - DGI c/ Sucesión de Musumarra Salvador s/ejecución fiscal – AFIP” – CNACAF – SALA II – 28/06/2016 (elDial.com - AA9851)


				


				

					103- CC0201 LP 94665 RSD-320-00 S 27-11-2000, Juez SOSA (SD), “González, Florentino César y ots. c/ Carballo, Esmar (sus sucesores) y ots. s/ Indemnización. Daños y perjuicios”; CC0201 LP 105484 RSD-190-6 S 24-8-2006, Juez MARROCO (SD), “Banco Municipal de La Plata c/ Burgues, Antonio Manuel s/ Ejecución hipotecaria”, Juba Civil y Comercial, B253901.


				


				

					104- El fuero de atracción que ejerce el proceso sucesorio, sólo opera en cuanto la sucesión revista el carácter de demandada, y no cuando ésta actúa en forma activa (art. 3284 Cód. Civ.). En el caso, el presente juicio promovido por las herederas instituidas, en calidad de actoras, no resulta atraído por el sucesorio de esta última, por no darse ninguno de los supuestos enumerados por el art. 3284 del Código Civil; debiendo tramitar estos autos, por ende, ante el juez que corresponda según las reglas de competencia que sean aplicables (arts. 5 y conc. CPCC) (CC0002 QL 4315 RSI-19-1 I 26-2-2001, “Diez Sara y Elsa c/ Berrino Oscra Ismael s/ Nulidad de mutuo hipotecario”, Juba Civil y Comercial, B2950976).


				


				

					105- C 122.425 - “Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Rodriguez, Miguel Ángel s/ Cobro de pesos” – SCBA - 04/07/2018 (Publicación de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires - Boletín Info JUBA Número 146 septiembre 2018) (elDial.com - AAABF8)


				


				

					106- Competencia CSJ 775/20l6/CSl – “T., E. A. c/ E., F. y/ocupante s/ desalojo” – CSJN – 13/06/2017 (elDial.com - AAB504)


				


				

					107- 0.00248309 O., C. A. vs. L., C. E. y otro s. Escrituración - C 1ª CC Sala III, San Isidro, Buenos Aires; 15/09/2015; Rubinzal Online; 27644; RC J 6137/15.


				


				

					108- Cabe aquí recordar lo sostenido por el Tribunal respecto a que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión son imperativas o de orden público, pues tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario tanto en beneficio de los acreedores como de la sucesión (v. Fallos: 307:1674; 312:1625).” (Del Dictamen de la Procuradora Fiscal subrogante, compartido por la CSJN). Estimo de aplicación al caso lo resuelto por esta Corte, el 8 de septiembre de 2015, en autos CIV 12515/2006/CS1, “Vilchi de March, Maria c/PAMI y otros s/daños y perjuicios”. Allí, el Tribunal señaló que la atracción del sucesorio de la acción personal con causa anterior al fallecimiento según disponía el derogado artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil, se ajusta a lo previsto por el Código Civil y Comercial de la Nación.” (Del Dictamen de la Procuradora Fiscal subrogante, compartido por la CSJN) (COM 043472/2003/CS001 – “COMAFI Fiduciario Financiero c/ Plancner Bernardo y otro s/ejecutivo” – CSJN - 07/02/2017 elDial.com - AA9D06). 


				


				

					109- 24720/1999 – “Saulino, Nélida Asunción c/ Maldonado Graciela Cecilia y otros s/ejecutivo – CNCOM – SALA B – 09/08/2018 (elDial.com - AAABF0)


				


				

					110- C. 188. L. COM – “Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ García, Raúl Carlos s/APREMIO” – CSJN - 03/05/2016 (elDial.com - AA9B6F)


				


				

					111- Universalidad. El concurso produce sus efectos sobre la totalidad del patrimonio del deudor, salvo las exclusiones legalmente establecidas respecto de bienes determinados.


				


				

					112- ARTÍCULO 2°.- Sujetos comprendidos. Pueden ser declaradas en concurso las personas de existencia visible, las de existencia ideal de carácter privado y aquellas sociedades en las que el Estado Nacional, Provincial o Municipal sea parte, cualquiera sea el porcentaje de su participación. Se consideran comprendidos: 1) El patrimonio del fallecido, mientras se mantenga separado del patrimonio de los sucesores.


				


				

					113- ARTÍCULO 105.- Muerte o incapacidad del fallido. La muerte del fallido no afecta el trámite ni los efectos del concurso. Los herederos sustituyen al causante, debiendo unificar personería. En el juicio sucesorio no se realiza trámite alguno sobre los bienes objeto de desapoderamiento y se decide sobre la persona que represente a los herederos en la quiebra. La incapacidad o inhabilitación del fallido, aun sobreviniente, tampoco afecta el trámite ni los efectos de la quiebra. Su representante necesario lo sustituye en el concurso.


				


				

					114- ARTÍCULO 125.- Principio general. Declarada la quiebra, todos los acreedores quedan sometidos a las disposiciones de esta ley y solo pueden ejercitar sus derechos sobre los bienes desapoderados en la forma prevista en la misma. Quedan comprendidos los acreedores condicionales, incluso aquellos cuya acción respecto del fallido queda expedita luego de exclusión o cualquier otro acto previo contra el deudor principal.


				


				

					115- ARTÍCULO 132.- Fuero de atracción. La declaración de quiebra atrae al juzgado en el que ella tramita, todas las acciones judiciales iniciadas contra el fallido por las que se reclamen derechos patrimoniales. Salvo las ejecuciones de créditos con garantías reales, quedan exceptuados de este principio los casos indicados en el artículo 21 inciso 1) a 3) bajo el régimen allí previsto. El trámite de los juicios atraídos se suspende cuando la sentencia de quiebra del demandado se halle firme; hasta entonces se prosigue con el síndico, sin que puedan realizarse actos de ejecución forzada (Artículo sustituido por art. 7° de la Ley N° 26.086 B.O. 11/4/2006)


				


				

					116-  CC0002 SM 49859 RSD-394-5 S 27-9-2005, “Elías, Ricardo y otro c/ Sanatorio San Miguel S.A. y otros s/ Daños y perjuicios”, Juba Civil y Comercial, B2003418.


				


				

					117-  Expediente Número - “T., A. B. c/ M., S. M. y otro/a s/ materia a categorizar” - CÁMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL Y COMERCIAL DE LA MATANZA (Buenos Aires) – SALA I - 31/03/2021 (elDial.com - AAC390)


				


				

					118- (Sumario N° 17070 de la Base de Datos de la Secretaría de Jurisprudencia de la Cámara Civil - Boletín N° 8/2006). - Tipo de Fallo: Relación - CNCIV - Sala: E - Expte. Nº: E460950 - Fecha: 17-07-06 B., K.S.M. y B., B.R. s/ FILIACIÓN (elDial.com - AE21C9)


				


				

					119- SCBA, C 123.965, 16/06/2020, “D.N.S.B. c/ Sucesores de F.R. s/ Acciones de reclamación de filiación”, (elDial.com - WC2C6)


				


				

					120- SCBA, Ac 37923 I 1-9-1987, “Carradoni, Juan s/ Beneficio de litigar sin gastos”; SCBA, Ac 98581 I 13-9-2006, “N, E A s/ Sucesión ab-intestato. Incidente de competencia e/ Juzgado Civil y Comercial nø 10 de San Martín y Juzgado Civil y Comercial Nø 4 de San Isidro”; SCBA, Ac 99392 I 9-5-2007, “F, R J y otra s/ Sucesión ab-intestato. Incidente de competencia e/Juzgado Civil y Comercial nø3 de San martín y Juzgado Civil y Comercial nø5 de Mercedes”; SCBA, Ac 104741 I 1-10-2008, “G de C, R y otros s/ Sucesión ab intestato y su acum. 1 C, E J y otro/a. sucesión ad intestato. Incidente de comp. e/ Juzg. Civ. y Com. n° 1 de Lomas de Zamora y Juzg. Civ. y Com n° 9 de La Plata”; Juba Civil y Comercial, B35930.


				


				

					121- Comp. CSJ 343/2018 – “R., D. A. c/ B., M. M. s/ daños y perjuicios” – CSJN – 03/07/2018 (elDial.com - AAA9E4)


				


				

					122- “Paniagua, Cirila Alcides c/ De La Torre, María y/o quien resulte propietario del inmueble s/ Usucapión” - CC0102 - LP 216972 RSI-41-94 I - 15-2-1994 MAG. VOTANTES: Vásquez - Rezzónico, J.C. (elDial.com - W6EBB)


				


				

					123- “Fiore, Héctor c/ Passaro, Nicolás s/ Cancelación” - CC0201 - LP - B 83842 RSI-127-96 I - 28-5-1996 LLBA 1997, 1279 MAG. VOTANTES: Crespi-Sosa (elDial.com - WF3A8)


				


				

					124- CC0002 SI 96769 RSI-691-4 I 12-10-2004, Juez KRAUSE (SD), “Ayala Tarqui, Rosendo c/ Ábalos, Ricardo s/ Usucapión”, Juba Civil y Comercial, B1751154


				


				

					125- 20839/2018 – “Lobo, Gloria Analía c/ Cambero, Eduardo José s/prescripción adquisitiva” – CNCIV - SECRETARIA GENERAL 1 - 10/10/2018 (elDial.com - AAB46D)


				


				

					126- “Sra. Juez Juzgado Civil y Comercial de la Primera Nominación Dra. Raquel Jajam en autos: Freschi Roberto Félix, Orlando Héctor, Dina Teresa, Elisa Mabel e Hilda Beatriz s/ Incidente de oposición.” - SALA Nº 1 CÁMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL Y COMERCIAL RESISTENCIA - l000 19583 RSI-48-94 - Resolución Interlocutoria - 14-4-1994 Juez LLUGDAR, MARÍA GRACIELA (SD) MAG. VOTANTES: Llugdar, María G. - Luque, Manuel (elDial.com - AR314)


				


				

					127- “Rechister, Jaime Gerardo y ot. c/ Petracchi y Contaretti, Enrique Carlos s/ Usucapión” - CC0002 - SM 37762 RSD-152-95 S - 23-5-1995 Juez MARES (SD) MAG. VOTANTES: Occhiuzzi-Mares-Cabanas (elDial.com - W124CA)


				


				

					128- “R, J s/ Sucesión c/ R, T (h) s/ Sucesión s/ Usucapión” - CC0101 - MP 72847 RSI-133-89 I - 28-2-1989 MAG. VOTANTES: Spinelli - De Carli – Libonati; “Barañano María Elba c/ Barañano de Martínez Martina s/ Usucapión” - CC0102 - MP 111604 RSI-1105-99 I - 23-11-1999 MAG. VOTANTES: Oteriño-Dalmasso-Zampini (elDial.com - W7D06)


				


				

					129- Tipo de Fallo: Relación - CNCIV - Sala: Tribunal de Superintendencia - Expediente Número: S009774 Fecha: 18/10/2006 RODRÍGUEZ, Manuel Andrés c/ TONICI, Bartolomea s/ PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA s/ COMPETENCIA (elDial.com - AE222B)


				


				

					130- (Sumario N° 16582 de la Base de Datos de la Secretaría de Jurisprudencia de la Cámara Civil - Boletín N° 16/2005) Tipo de Fallo: R Sala: Tribunal de Superintendencia Expte. N1: S007129 Fecha: 04-06-03 MOQUEDZE MAZALAN, Jorge c/ MOQUEDZE MAZALAN, Andrea E. s/ COBRO DE SUMAS DE DINERO s/ COMPETENCIA (elDial.com - AE20C8)


				


				

					131- NOSTARCO SA S/ QUIEBRA S/ INCIDENTE DE REALIZACIÓN DE BIENES. Dieuzeide - Vassallo - Heredia. Cámara Comercial: D. Fecha: 2013/05/03 (elDial.com - AG3044)


				


				

					132- PETROCCHI PABLO ADRIAN C/ BANCO MACRO BANSUD SA Y OTRO S/ ORDINARIO. Dieuzeide - Vassallo - Heredia. Cámara Comercial: D. Fecha: 2013/04/17 (elDial.com - AG3043)


				


				

					133- 6.819/98 BANCO DE LA NACIÓN ARGENTINA C/ RISSO PATRON HORACIO JOSE Y OTRO S/ EJECUCIÓN HIPOTECARIA 15/08/2006 Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal., Sala 3., Dr. Gustavo Ricardo Recondo - Dr. Guillermo Alberto Antelo Dra. Graciela Medina


				


				

					134- Sentencia Número 25 - “R L E Y OTRAS c/ SUCESIÓN DE JOSÉ G JUAREZ s/ ESCRITURACIÓN. (SALA IA.)” - CIVIL Y COMERCIAL COMÚN - Sala 1 - 07/03/1994 (elDial.com - BB195C)


				


				

					135- “Conyser de Carlos, Aramis c/ Raggio y Laroche, Ana s/ Cobro ejecutivo” - CC0201 - LP - B 65740 RSI-410-92 I - 13-9-1988 MAG. VOTANTES: Sosa - Montoto (elDial.com - W5871)


				


				

					136- Expediente Número 6802-20 - “L., M. J. y Otros c/Sucesión de E. P. de D. s/prescripción” - CÁMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL, COMERCIAL, LABORAL Y DE MINERÍA DE LA SEGUNDA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DE GENERAL PICO (La Pampa) – 17/03/2021 (elDial.com - AAC46D)


				


				

					137- ARTÍCULO 2325 CCC.- Actos de administración y de disposición. Los actos de administración y de disposición requieren el consentimiento de todos los coherederos, quienes pueden dar a uno o varios de ellos o a terceros un mandato general de administración.


					Son necesarias facultades expresas para todo acto que excede la explotación normal de los bienes indivisos y para la contratación y renovación de locaciones.


					Si uno de los coherederos toma a su cargo la administración con conocimiento de los otros y sin oposición de ellos, se considera que hay un mandato tácito para los actos de administración que no requieren facultades expresas en los términos del párrafo anterior.


				


				

					138- Expediente 277/2014 - “C. d. T. S. L. y Otro C/ Municipalidad de Rawson s/ Daños y Perjuicios” - CÁMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL Y COMERCIAL DE TRELEW (Chubut) – Sala A – 19/05/2015 (elDial.com - AA8F2E)
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